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Los Tratados de Libre Comercio son un mecanismo de intercambio de bienes y 
servicios entre países que tuvieron su mayor auge en el siglo XX (Oficina 
Internacional del Trabajo, 2015). En estos Tratados, inicialmente se negociaban 
temas netamente comerciales pero a partir de la década de 1980 se fueron 
incluyendo otros, como los ambientales y laborales. 
Los asuntos laborales también son de la mayor relevancia cuando se busca 
pertenecer a organizaciones tales como la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (OCDE), a la cual Colombia accedió recientemente.  
Específicamente en asuntos laborales, y como miembro de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT), durante el proceso de negociación, bien sea del 
Tratado de Libre Comercio o de la membresía a una organización internacional, se 
verifica la observancia y cumplimiento de los principios de esta Organización y de 
los convenios y recomendaciones ratificados por el país. 
Este trabajo se enfocará en analizar los aspectos laborales para lo cual hará 
referencia a experiencias internacionales relevantes como los tratados de libre 
comercio de América del Norte (Nafta, por su sigla en inglés) o el tratado de libre 
comercio entre Estados Unidos y Perú. 
Como lo han demostrado varias teorías que se analizarán más adelante, en la 
elaboración de políticas públicas, en este caso las laborales, influyen diversos 
actores entre los que se encuentran los sindicatos de trabajadores y los gremios 
empresariales, que dan una opinión y ejercen presión sobre el gobierno para que 
en su diseño se reconozcan sus intereses. 
Este hecho no se reduce a las politicas públicas laborales, sino que está presente, 
en general, en todas, debido a su impacto en el desempeño de los distintos actores 
involucrados. Por ejemplo, en su tesis doctoral, Martha Gómez Lee muestra como 
los actores influyeron en la creación de una política pública en relación al acceso a 
los recursos genéticos en Colombia, concluye que:  
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[...] el resultado de la investigación, es que la explicación fundamental 
del cambio en las políticas de ADB [acceso a los recursos genéticos 
y distribución de beneficios], estuvo en los actores que actuaron por 
creencias propias, que los aglutinaban en coaliciones de causa. Cada 
una de las coaliciones de causa consideraba que su propuesta tenía 
el curso de acción acertado y en consecuencia tenían un compromiso 
intelectual y emocional distinto. En términos generales se halló que la 
acción de los individuos que motivaron el cambio, estuvo estructurada 
con base en tres factores cognitivos: (i) un conjunto de creencias del 
núcleo de las políticas, [...] (iii) un aprendizaje motivado por la 
intención de trasladar las creencias del núcleo de la política a las 
políticas públicas. (Gómez Lee, 2004, pág. 294) 
Específicamente con relación a tratados de libre comercio, resulta relevante el 
ejemplo del Tratado Comercial de América del Norte (Nafta por sus siglas en inglés) 
en el que se planteó un acuerdo laboral, y el Tratado Comercial entre Estados 
Unidos y Perú, cuyo capítulo 17 se refiere específicamente a temas laborale. El 
tema fundamental es que los países no utilicen el trabajo como una estrategia para 
mejorar la competitividad, optando por no cumplir plenamente con las normas 
laborales para producir los bienes y servicios a bajo costo. Ejemplo de esto es lo 
que ha ocurrido en países asiáticos como Bangladesh en donde el salario mensual 
pasó de US$ 38 a US$ 20 dólares en el 2010 (Herrera Valencia, Bangladesh, 
carrera hacia el fondo, 2013). 
Chile también ha incluido el tema laboral en sus tratados comerciales (Rodríguez 
Garavito, 2004). En la Comunidad Andina de Naciones también se incluyeron 
diversos mecanismos laborales y la Unión Europea exige cumplimientos de 
estándares laborales a los países con los que tienen tratados, particularmente con 
sus excolonias en África (Lazo Grandi, 2010). 
El Tratado de Libre Comercio entre Colombia y Estados Unidos demoró en 
ratificarse por el ‘no cumplimiento’ de la legislación laboral colombiana en algunos 
casos específicos y por las amenazas y muerte de sindicalistas (Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo, 2011). Asimismo, varios actores en Colombia 
y en Estados Unidos denunciaron que algunas reglamentaciones que buscaban 
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mejorar las condiciones laborales no fueron suficientes (Escuela Nacional Sindical, 
2016), (Employment, Labour and Social Affairs Committee, 2018). 
Para que Colombia ingresara a la OCDE, el Comité de Empleo de esa Organización 
hizo en el 2018 varias recomendaciones con la intención de mejorar en varios 
temas, en particular el laboral. Éste fue el último en aprobarse y bajo 
consideraciones de supervisión muy estrictas.  
Las posiciones de los actores sindicales frente a los TLC se basan en que asumen 
que habrá un desmejoramiento de las condiciones laborales para que las empresas 
puedan ser competitivas y así no perder participación en el mercado interno o poder 
ganar mercado externo (Escuela Nacional Sindical, 2016). La posición de los 
gremios empresariales es que las negociaciones de tratados comerciales se refieren 
a temas netamente comerciales y por ello no pueden incluirse otros temas como el 
laboral. Entre tanto, los gobiernos argumentan que el Estado busca mejorar los 
términos de intercambio, fortalecer los lazos comerciales para así comerciar con 
otros países de forma más ágil, buscando el beneficio general. 
Como se menciona arriba, los distintos grupos ejercen presión para que sus 
intereses queden reflejados en las polìticas. Según los sindicatos, las políticas 
públicas laborales colombianas, han tenido gran influencia de los gremios 
empresariales y poca influencia los sindicatos, aunque en las últimas décadas los 
sindicatos han tenido más presencia internacional, haciendo un lobby ante 
Organizaciones internacionales como la OIT y la AFL – CIO (Federación sindical 
estadounidense). Son estas organizaciones las que han presionado para que se 
preste más atención a temas como las amenazas a los sindicalistas, libertad de 
creación de sindicatos y tercerización del empleo. Y los gremios empresariales 
dicen que las políticas públicas laborales son responsabilidad del Estado, aunque 
hacen recomendaciones sobre las mismas en el Consejo Nacional de 
Competitividad. 
Esta diferencia de posiciones entre las Centrales sindicales y los Gremios 
empresariales será analizada en este trabajo partiendo de un marco teórico que 
ayude a comprender cómo los actores crean alianzas para que su visión de las 
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políticas públicas laborales sea incluida en la agenda del gobierno, y se procederá 
a revisar si Colombia ha estado inmersa en las nuevas dinámicas de comercio 
mundial cumpliendo con los Convenios internacionales de trabajo. Colombia ha 
ratificado 8 Convenios fundamentales de la OIT y al aprobarse y ratificarse el TLC 
con Estados Unidos debe hacerlos cumplir, estos son:  
Convenio sobre el trabajo forzoso, 1930; Convenio sobre la libertad 
sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948; Convenio 
sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, 1949; 
Convenio sobre igualdad de remuneración, 1951; Convenio sobre la 
abolición del trabajo forzoso, 1957, Convenio sobre la discriminación 
(empleo y ocupación), 1958; Convenio sobre la edad mínima, 1973, y 
Convenio sobre las peores formas de trabajo infantil, 1999 (Oficina 
Internacional del Trabajo, 2017). 
El análisis se realizará con base en el enfoque teórico del Marco de Coaliciones 
Promotoras y no con el enfoque de Elección Racional debido a que este último 
considera que los individuos están más interesados en sí mismos que en el 
beneficio de un grupo o de terceros como lo hacen los actores implicados en el tema 
laboral, en donde los sindicatos (en general) buscan el bienestar de todos los 
trabajadores y de igual forma lo hacen los empresarios en busca de sus beneficios 
en cada sector económico.  
Se realizará primero un análisis de antecedentes sobre Tratados comerciales en los 
que se han incluido cláusulas laborales, luego se revisará el marco teórico con el 
cual se abordará el tema de investigación, se continuará luego con las posiciones 
de los actores frente a las políticas públicas laborales y el entorno laboral 
colombiano en donde los actores hacen algunas propuestas de políticas públicas 
laborales. Se analizarán posteriormente algunos casos de tratados comerciales en 
donde se han incorporado las cláusulas laborales: Guatemala – Estados Unidos, 
Colombia – Canadá, Colombia – Estados Unidos. También se analizará el proceso 
de ingreso de Colombia a la OCDE y se tratará de mostrar las razones por las cuales 
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el capítulo laboral fue el último en aprobarse. Finalmente, se presentarán las 
conclusiones. 
 
1.1 Problema de investigación 
 
En la negociación de los acuerdos económicos internacionales, Colombia ha 
considerado aspectos como aranceles y condiciones de acceso tales como 
requisitos fito o zoosanitarios, la propiedad intelectual, solución de diferencias, 
garantias a la inversión; pero se han dejado de lado temas cada vez más relevantes 
como prácticas laborales o protección del medio ambiente. En otras palabras, puede 
decirse que en sus negociaciones, Colombia se ha centrado en los productos o 
servicios, pero no en las condiciones en las que éstos se producen. 
De acuerdo con lo mencionado por (Weller, 2011) al incluir cláusulas sociales en los 
tratados comerciales se busca que éstos se cumplan en el futuro y no castigar los 
incumplimientos del pasado. Así mismo, estas cláusulas sociales y laborales buscan 
que se cumplan unos estándares mínimos de calidad de empleo y en particular en 
las actividades de exportación como se evidenciará en el caso de la queja de 
Estados Unidos a Guatemala y en los sectores priorizados en Colombia en el marco 
del tratado comercial con Estados Unidos. 
El TLC entre Colombia y Estados Unidos fue firmado por los presidentes de ambos 
países en el año 2006 y el Congreso de Colombia lo ratificó en el año 2007. Sin 
embargo, el Congreso de Estados Unidos sólo lo ratificó en el año 2012, debido a 
los reclamos de la Cámara de Representantes (bajo control del Partido Demócrata 
muy cercano a los sindicatos de ese pais), por el bajo cumplimiento en Colombia de 
su legislación laboral, por la existencia de amenazas y muerte de sindicalistas, y por 
las dificultades para crear sindicatos. A ello se sumaba el reclamo por el hecho de 
que la legalidad de las huelgas era definida por la Rama Ejecutiva y no por la rama 
Judicial. Existían además reclamos sobre ciertas formas de contratación, que 
aunque eran legales, dificultaban el ejercicio de los derechos de asociación y 
negociación colectiva de los trabajadores, como era el caso de las Cooperativas de 
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Trabajo Asociado y de otras formas de tercerización laboral como las Sociedades 
Anónimas Simplificadas y los Contratos Sindicales. Asi lo expresaron 
representantes de las confederaciones sindicales de Colombia durante las 
audiencias que se realizaron en la Cámara de Representantes de los Estados 
Unidos (Morantes, 2017), (Orjuela, 2017). 
A esas formas de contratación tercerizada, temporal o flexible atribuyen los 
sindicalistas el hecho de que haya bajado la sindicalización en Colombia y por ende 
su poder de negociación ante las empresas y el Estado. Aunque hay sindicatos 
fuertes como la Unión Sindical Obrera (USO) en el sector minero, Fecode en el 
sector educativo, ello no ocurre en otros sectores de la economía. 
Principalmente por eso, algunas centrales sindicales que nacieron con carácter de 
independientes -como la Central Unitaria de Trabajadores CUT- se han afiliado a 
organizaciones internacionales como la Confederación Internacional de 
Organizaciones Sindicales Libres -CIOSL- y en el caso de la Confederación General 
del Trabajo de Colombia (CGT) se afilió a la Confederacion Mundial del Trabajo y a 
sus respectivas organizaciones representativas en América. 
Las organizaciones sindicales han buscado apoyo o hacen alianzas con otras 
organizaciones sindicales internacionales para ejercer presión cuando se vulneran 
los derechos laborales en Colombia. Cómo lo comentó María Mercedes Cuellar en 
su tesis de Maestria en Derecho en la Universiad de los Andes:  
“Es evidente que los sindicatos al haber perdido poder de negociación 
frente al Gobierno y frente a los dueños del capital han optado por 
cambiar de estrategia y en la actualidad ésta se orienta a la búsqueda 
de apoyo de factores de poder en el exterior, los cuales están 
presionando en el ámbito interno de dos instancias. 
La primera instancia, por cuenta de los sindicatos norteamericanos 
que están obstaculizando la aprobación del Tratado de Libre 
Comercio con los Estados Unidos, […]. 
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La segunda instancia es por la vía de la Organización Internacional 
del Trabajo, que está haciendo exigible el cumplimiento de los 
convenios suscritos por Colombia y ratificados por el Congreso en el 
pasado […] Pag 310 y 311 
La negociación de un Tratado de Libre Comercio requiere del concurso y la 
concertación de las posiciones de distintos actores. En el caso de los asuntos 
laborales, el no haber atendido oportunamente las recomendaciones de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) ni haber oído los reclamos de los 
sindicatos, condujo a reformular políticas públicas que permitieran la ratificación y 
entrada en vigencia del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos.  
Se busca demostrar aquí cómo distintos actores, entre los que se encuentran los 
gremios empresariales, las centrales sindicales y la OIT influyen en el diseño de 
políticas públicas laborales, a través del análisis de lo ocurrido para lograr la 
ratificación del TLC con Estados Unidos, y para el ingreso de Colombia a la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos -OCDE-. 
 
1.3 Hipótesis  
 
¿Cómo actores como los gremios empresariales, las centrales sindicales y la OIT 
influyen en el diseño de políticas públicas laborales? Dado su debilitamiento dentro 
del país en razón de la pérdida de membresía y de la violencia contra sus líderes, 
las organizaciones sindicales colombianas han desarrollado alianzas a nivel 
internacional con organizaciones sindicales mundiales para mejorar su grado de 
incidencia en el diseño e implementación de las políticas públicas laborales, 
aprovenchando para ese efecto instancias como  la OIT en la cual, por su 
composición tripartita tienen mayor influencia hacia el interior del país; y para 
lograrlo han fundado sus demandas en los convenios internacionales de esa 
organización que Colombia ha suscrito. 
Nuestra hipótesis parte de la idea de que diferentes actores pueden incidir en el 
diseño, ejecución, evaluación y puesta en marcha de las políticas públicas. Las 
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Centrales sindicales y los Gremios empresariales influyen con sus actuaciones en 
el cumplimiento de la legislación laboral de un país, mientras que la OIT como 
organización internacional, ayuda a las partes a crear condiciones de diálogo para 
solucionar los problemas que se presenten. 
Las centrales sindicales señalan las vulneraciones que afectan a los trabajadores y 
los abusos que se presentan algunas veces; los Gremios empresariales crean 
empresa y emplean a las personas bajo las condiciones legales existentes en el 
país, y el Estado que crea las leyes, diseña e implementa las políticas públicas 
laborales para que haya condiciones de trabajo claras y que no haya vulneraciones 
a los derechos de las personas ni de las empresas en el ámbito laboral. 
Esta interacción de los actores busca diseñar, ejecutar y cumplir las normas 
laborales vigentes en el país y los Convenios laborales internacionales ratificados. 
Todos los actores confluyen en la búsqueda de las mejores políticas públicas 
laborales bajo el marco legal existente y que esto no afecte el comercio cuando se 





Analizar la incidencia de organizaciones no gubernamentales en los cambios de las 
políticas públicas laborales para la ratificación del Tratado de Libre Comercio con 
Estados Unidos y para el ingreso a la OCDE. 
1.4.2 Objetivos específicos 
 
a. Analizar por qué el TLC con Estados Unidos fue ratificado por ese país después 
de seis años de haber sido firmado por los presidentes de Colombia y Estados 
Unidos. 
b. Examinar y revisar cuáles propuestas laborales plantearon algunos actores antes, 
durante y después de la firma del TLC con Estados Unidos.  
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c. Examinar el cumplimiento Plan de Acción Laboral que permitió la ratificación del 
TLC entre Colombia y Estados Unidos. 
d. Analizar los cambios en las políticas laborales y los compromisos que fueron 
necesarios para el ingreso de Colombia a la OCDE. 
1.5 Justificación  
 
La demora en la ratificación del Tratado de Libre Comercio entre Colombia y 
Estados Unidos, y los ajustes en las políticas públicas laborales requeridos para su 
firma y para el ingreso de Colombia a la OCDE, hacen necesario conocer los 
mecanismos de incidencia de las organizaciones no gubernamentales en su 
formulación y/o modificaciones. Colombia tiene que adaptarse a estas nuevas 
dinámicas en las cuales se busca que haya un compromiso real con los actores 
involucrados en el comercio: trabajadores, empresarios y Estado. El no 
cumplimiento de la legislación laboral puede conducir a sanciones; éstas pueden 
ser promocionales (recomendaciones para mejorar en lo que se está fallando en 
materia laboral) o vinculantes (puede haber sanciones económicas o de restricción 
al comercio).  
La relevancia de este trabajo está en mostrar la incidencia de las organizaciones 
empresariales y sindicales en el diseño de políticas públicas en el campo laboral a 
través de la formacion de coaliciones con actores internacionales para incidir en 
instituciones internacionales como la OIT en los procesos de ratificación e 
implementacion de acuerdos comerciales internacionales y para el ingreso a 
organizaciones internacionales como la OCDE. 
1.6 Metodología  
 
Se utilizarán datos cualitativos que serán tomados de encuestas semiestructuradas 
realizadas a los actores de las políticas públicas laborales en Colombia: ex 
funcionarios del Estado en el proceso de negociación, firma y ratificación del TLC 
con Estados Unidos, gremios empresariales y centrales sindicales. Con las 
entrevistas se busca conocer los aportes de los actores en la formulación de las 
15 
 
políticas públicas laborales en Colombia y en particular durante la negociación, firma 
y ratificación del TLC. Esta información primaria será la base para desarrollar los 
objetivos planteados en el presente documento. 
Primero se revisará la información sobre el componente laboral en el marco del 
tratado de libre comercio entre Estados Unidos y Colombia que han publicado los 
actores para así considerar los sistemas y subsistemas de creencias de los mismos; 
se revisará la información publicada antes, durante y después de la firma y 
ratificación del mencionado tratado comercial. De igual forma se analizarán otros 
documentos sobre políticas públicas laborales en tratados de libre comercio. 
En un segundo momento se realizarán entrevistas semiestructuradas a los actores 
mencionados para conocer sus posiciones y propuestas de políticas públicas 
laborales las cuales reflejarán las posiciones encontradas en la primera fase de 
revisión de publicaciones sobre temas laborales. Como tercer momento, se 
analizará lo propuesto en temas laborales para el ingreso de Colombia a la OCDE. 
Estos momentos se analizan de acuerdo al Marco teórico propuesto para analizar 
los sistemas y subsistemas de creencias de los actores y como influyeron en los 




2. ESTADO DEL ARTE 
2.1 Marco de análisis. 
El análisis de la política pública laboral en el marco de las negociaciones de los 
Tratados de Libre Comercio se podría realizar utilizando la teoría de Lesson drawn 
de Richard Rose (1993), examinando las lecciones aprendidas de lo sucedido en el 
marco de las negociaciones de diferentes Tratados y Acuerdos Comerciales, por 
ejemplo, las de Estados Unidos con algunos países, y las de la Unión Europea, 
Chile y otros países.  
También podría revisarse a la luz de la teoría de Policy transfer de (Dolowitz y 
Marsh, 2000) (James & Lodge, 2003) –que aunque adecuada- es una mezcla de 
varias teorías y, como mencionan (James & Lodge, 2003), el análisis puede resultar 
confuso o perder claridad al explicar los hechos.  Se debe tener en cuenta que estas 
teorías pueden no ser apropiadas para entender cómo los diferentes actores del 
sector laboral se unen y crean coaliciones para conseguir un resultado favorable a 
sus intereses. 
La teoría de la Advocacy Coalition Framework planteada por Paul Sabatier en 1973, 
luego modificada por Jenkins-Smith en 1994 (Jenkins-Smith & Sabatier, 1994), tiene 
como ventaja que analiza lo que los actores buscan y las diferentes coaliciones que 
pueden crearse y/o mantenerse en el tiempo (Jenkins-Smith & Sabatier, 1994). En 
el mismo sentido, Roth Deubel (2002) plantea que 
El modelo hace énfasis en la importancia de los sistemas de valores de las 
coaliciones. Considera, en efecto, que es a partir de estos valores que la 
coalición que domina el subsistema va a percibir la problemática política y 
que va a imaginar, a construir y a implementar las medidas concretas 
(instituciones, legislación, reglamentos) y, por lo tanto, los cambios serán 
más o menos difíciles de realizar en función del grado de profundidad que 
implique el cambio para el sistema de valores de la coalición dominante (Roth 
Deubel, 2013, págs. 171, 172).  
Esta teoría puede considerarse más pertinente para revisar lo que ha ocurrido y 
cómo ha evolucionado el manejo de los derechos laborales, la inclusión de cláusulas 
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sociales y las políticas laborales en el comercio internacional y los Tratados 
Comerciales tanto bilaterales como multilaterales. 
2.2 Tratados comerciales con cláusulas laborales  
Los acuerdos comerciales han ido creciendo en número y tipos: acuerdos 
bilaterales, multilaterales y Acuerdos Regionales de Comercio (ARC). De acuerdo 
con Lazo Grandi: “Su número se ha incrementado de manera significativa en años 
recientes a medida que los países Miembros de la Organización Mundial del 
Comercio (OMC) continúan buscando negociar estos acuerdos. Alrededor de 200 
de ellos han sido notificados a la OMC” (Lazo Grandi, 2010, pág. 7).  
Así mismo  
Los acuerdos bilaterales de libre comercio empezaron a suscribirse en el 
decenio de 1970, y su mayor crecimiento se produjo entre el decenio de 1990 
y 2000. Gran parte del aumento del número de tratados puede atribuirse a la 
suscripción de acuerdos bilaterales de libre comercio entre grandes alianzas 
económicas, como la Unión Europea, y países o grupos más pequeños. 
(Oficina Internacional del Trabajo, 2015, pág. 12).  
De igual forma, los TLC han evolucionado, tanto en los temas que se incluyen como 
en las áreas en las que se desarrollan y respecto de los actores que se vinculan. 
Aunque de tiempo atrás se había escrito acerca de la imposibilidad de hacer 
exigencias que no fueran las comerciales, se han buscado otras formas de poder 
frenar lo que hoy se llama dumping social, y de lograr mejoras para los trabajadores 
en los acuerdos (Chasse, 2008). Chasse afirma que hay que buscar formas 
alternativas para que no haya dumping social y recuerda que ya en 1908, John 
Commons había propuesto que Inglaterra cobrara un impuesto a las mercancías de 
países que violaran los derechos laborales (Chasse, 2008), aunque este impuesto 
hoy sería imposible de aplicar dado que en el Artículo XX, la OMC contempla una 
prohibición expresa a las sanciones comerciales por las formas de producción. 
En la conferencia de la OMC realizada en Singapur de 1996, se planteó la necesidad 
de incluir cláusulas sobre el respeto a los derechos laborales en los Tratados de 
Libre Comercio. Esta entidad multilateral busca la liberación del comercio, sin 
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barreras y se podría decir que incluir dichas cláusulas atentarían contra el libre 
comercio de bienes y servicios. 
Esta Conferencia reconoció expresamente esta necesidad y renovó su 
‘compromiso de respetar las normas fundamentales del trabajo’; sin 
embargo, se consideró que no era necesario dejarlo explícito bajo el supuesto 
que que ‘el crecimiento y el desarrollo económico impulsado por el 
incremento del comercio y la mayor liberalización comercial contribuirán a la 
promoción de esas normas” (Vega Ruiz, 2005, pág. 4). Así mismo rechazó 
“la utilización de las normas del trabajo con fines proteccionistas” y se acordó 
“que no debe cuestionarse en absoluto la ventaja comparativa de los países, 
en particular de los países en desarrollo de bajos salarios” (Vega Ruiz, 2005, 
pág. 4).  
Finalmente, estas consideraciones no se incluyeron en el texto de la Conferencia 
ya que varios países, India en particular, se opusieron rotundamente a que se 
incorporaran los temas laborales en los Tratados Comerciales. Aún así en la 
negociación del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (Nafta, ahora T-
MEC) en el 2018, se acordó que los salarios de los empleados en las 
ensambladoras de México para los carros que se exportan a Estados Unidos y 
Canadá no serían inferiores a dieciséis dólares estadounidenses la hora. (Herrera 
Valencia, 2019). 
La OMC, según Dessewffy, recomienda que en los TLC se incluyan los lineamientos 
planteados en los Convenios de la OIT, aunque los países en desarrollo consideren 
que con estos planteamientos los países desarrollados traten de ocultar una 
protección (Dessewffy, 2013). De igual forma, expone que los países en desarrollo 
consideran que se trata de una intervención en sus asuntos internos por lo que no 
debería incluirse en los tratados comerciales. Así mismo, nos recuerda que en 1947, 
cuando se creó la Organización Internacional del Comercio (esta Organización no 
se consolidó por razones de dominio geopolítico y fue previo a la creación de la 
OMC en 1995), los países desarrollados buscaron incluir mejoras en las 
obligaciones laborales de los países, para prevenir afectaciones al comercio 
derivadas de condiciones injustas. 
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Es importante señalar que antes de la oposición del Congreso de Estados Unidos a 
la ratificación del TLC con Colombia, ya la OIT había constatado que el Congreso 
de Estados Unidos cuestionó la ratificacion basado en inquietudes acerca del 
respeto de los derechos laborales  
El acuerdo comercial suscrito entre Estados Unidos y Colombia planteó 
algunas preocupaciones relacionadas con la aplicación de la legislación 
laboral, concretamente ejemplos de graves violaciones a los derechos 
sindicales, así como actos de violencia contra los sindicatos. El Congreso de 
Estados Unidos se negó a ratificar el acuerdo a menos que se resolviesen 
estas cuestiones, lo que bloqueó la aprobación durante varios años. [Para 
solucionarlo], en abril de 2011 se adoptó un Plan de Acción Laboral bilateral. 
El plan incluía diez compromisos relacionados especialmente con la violencia 
antisindical, el cumplimiento de la legislación laboral y la evasión al 
cumplimiento de la legislación laboral (Oficina Internacional del Trabajo, 
2015, pág. 42 y 43).  
Esto ratifica la necesidad de tener unas políticas públicas laborales claras para 
negociar los TLC con cualquier país, aprovechando el apoyo de la OIT para revisar 
si se respetan o no los derechos laborales en los países miembros. 
Aunque en algunos casos las disposiciones laborales son promocionales, en otros 
son vinculantes (lo que implica sanciones). Para las disposiciones vinculantes hay 
sanciones y acciones de cumplimiento que no siempre son de carácter económico, 
pero sí de limitación de las condiciones preferenciales de acceso al mercado. Puede 
afirmarse entonces que el cumplimiento de las normas laborales favorece la 
ratificación oportuna de los tratados comerciales.  
Las disposiciones laborales promocionales también se han incorporado en 
varios acuerdos regionales de integración, suscritos principalmente entre 
países en desarrollo. Estos acuerdos difieren de los acuerdos comerciales 
habituales pues suelen abarcar una agenda política más amplia que tiene por 
objeto la integración socio-política y económica, sirviendo asimismo como 
marcos legisladores. Si bien los mecanismos de aplicación de las 
disposiciones laborales de los acuerdos regionales de integración consisten 
principalmente en actividades de cooperación y diálogo, en el contexto de 
dichos acuerdos en América Latina se han adoptado planteamientos 
interesantes… (Oficina Internacional del Trabajo, 2015, págs. 76-79) 
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Vega Ruiz insiste en que es necesario incluir los temas laborales en los Tratados 
de Libre Comercio.  
La necesidad, avalada por la comunidad, de generar un piso social mínimo 
en el desarrollo de los intercambios comerciales, que garantice un cierto 
control al dumping social, es la que ha generado que la firma imparable y 
creciente de nuevos TLC incluya la dimensión laboral, bien en el mismo 
tratado o bien en acuerdos paralelos, no sólo enumerando derechos mínimos 
indispensables, que cubran los derechos humanos en el trabajo sino 
incluyendo sistemas de solución de controversias, fondos y desarrollo de 
cooperación laboral paralela, así como previendo sanciones monetarias.” 
(Vega Ruiz, 2005).  
Los tratados comerciales pueden ser regionales, bilaterales o multilaterales. Los 
Sistemas Generalizados de Preferencias (SGP) por su parte, a diferencia de los 
anteriores, son concesiones unilaterales que ofrece un país, por lo general, un país 
desarrollado a un país en desarrollo; o un país desarrollado a otro[s] país[es] que 
fue[ron] colonia[s] en el pasado con el fin de ayudar en su desarrollo. Pero estos 
SGP, por ser unilaterales, dependen de la voluntad política y no de intereses 
comerciales, y por tanto pueden ser suspendidos en cualquier momento. Para no 
depender de consideraciones políticas, donde los países desarrollados, Estados 
Unidos y la Unión Europea por ejemplo, exigen que los países en desarrollo 
cumplan algunas condiciones que dependen del interés del gobierno de esos países 
desarrollados, Colombia comenzó a negociar el TLC con Estados Unidos en el 
2002. Pero concretar un TLC no es fácil. 
Como se había señalado, en los últimos años el número de Acuerdos Comerciales 
Regionales (ACR) ha ido creciendo y su alcance se ha ampliado; en particular, se 
ha registrado un aumento notable de grandes acuerdos plurilaterales en curso de 
negociación. La no discriminación entre socios comerciales es uno de los principios 
fundamentales de la OMC, de hecho, es una cláusula que se instrumenta ya desde 
el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT); sin embargo, 
los ACR, que son acuerdos comerciales preferenciales recíprocos entre dos o más 
interlocutores, constituyen una excepción a ese principio y se autorizan en el marco 
de la OMC, con sujeción a un conjunto de normas. 
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De igual forma, es difícil continuar con las directrices que se han mantenido desde 
los inicios de las negociaciones de los tratados comerciales, dado que:  
Las actuales reglas de la OMC sobre acuerdos regionales, la mayoría 
escritas a finales de la década del 40, no parecen estar bien dotadas para 
lidiar con la red de ARC [Acuerdos Regionales Comerciales] existente hoy en 
día. Los economistas discuten si los ARC crean u obstruyen el comercio, y 
los politólogos tratan de explicar el resurgimiento de los ARC con una mezcla 
de consideraciones de índole económica, política y de seguridad (Lazo 
Grandi, 2010, pág. vi).  
Hoy los países deben considerar nuevos aspectos en las negociaciones: consultas 
con las comunidades, asuntos ambientales y más específicamente, las relaciones 
laborales. 
La Comunidad Andina de Naciones buscó incorporar cláusulas sociales. Es así 
como “…ha establecido en el ámbito de sus discusiones subregionales temas como 
la formación profesional, las migraciones o la seguridad social, lo que se desmarca 
un poco del núcleo de derechos fundamentales que se maneja a otros niveles y en 
otras subregiones” (Vega Ruiz, 2005, pág. 13). Aunque estas no tienen carácter 
vinculante, se buscó incluir temas sociales para mejorar las condiciones laborales 
de los trabajadores.  
Hay muchas consideraciones que se han incorporado en tratados recientes. Lazo 
Grandi encuentra que el tema laboral ha sido desde hace tiempo incorporado en 
tratados suscritos por varios países y en bloques regionales: Canadá, Estados 
Unidos, Mercosur, Comunidad Andina de Naciones, etc. (Lazo Grandi, 2010). En el 
caso de Estados Unidos, explica que desde antes de las negociaciones de acuerdos 
bilaterales, tenía un Sistema Generalizado de Preferencias en el cual exigía unas 
condiciones laborales a los países a los que se les otorgaban, de modo que “(…) 
los países beneficiarios de las preferencias arancelarias debían cumplir con 
determinados requisitos, entre los cuales se incluía el garantizar a sus trabajadores 
el respeto de los “derechos laborales internacionalmente reconocidos”(…)” (Lazo 
Grandi, 2010, pág. 18).  
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En el Tratado inicial de Libre Comercio entre Estados Unidos, Canadá y México se 
incluyó un aparte laboral que no hizo parte del tratado en sí, sino que se agregó 
como un acuerdo adicional conocido como el ACLAN [Acuerdo de Cooperación 
Laboral para América del Norte]; en este se incluyeron 11 principios, que según 
expone Rodríguez Garavito, van más allá de los 4 derechos fundamentales de la 
OIT. “Como lo ha anotado Weiss, el ACLAN equivale en efecto a la creación de una 
nueva obligación internacional consistente en aplicar el derecho nacional” 
(Rodríguez Garavito, 2004, pág. 162). Es de anotar que tanto los gobiernos como 
la sociedad civil pueden presentar quejas y solicitar (exigir) la aplicación de los 
principios acordados. 
2.3 Cumplimiento de la legislación laboral por parte de los países  
En el Mercosur también se han incluido cláusulas sociales, esto se ha hecho con 
miras a tener condiciones de negociación similares a la experiencia de negociación 
europea 
… con motivo del Protocolo de Ouro Preto, suscrito el 17 de diciembre de 
1994 y que establece la estructura orgánica definitiva del Mercosur, 
otorgándole personalidad jurídica internacional, emerge un órgano 
netamente laboral y permanente en la estructura del Mercosur, el Foro 
Consultivo Económico - Social, que consagra formalmente la participación de 
los actores sociales en los procesos de integración regional, órgano que tiene 
además aparejada la creación de la Comisión Parlamentaria Conjunta, para 
otorgar igualmente una mayor expresión ciudadana  (Lazo Grandi, 2010, pág. 
25). 
La Comunidad Andina de Naciones también incluyó en su constitución algunos 
componentes laborales, aunque estos no se desarrollaron de forma efectiva; se 
puede decir que fueron más promocionales que vinculantes. Respecto al tema 
laboral  
… se ha suscrito el Convenio Socio-laboral “Simón Rodríguez”, con 
intervención de los ministros del trabajo de la región; el Instrumento Andino 
de Migración Laboral; las Comisiones Andinas de Formación Profesional y 
de Seguridad Social. Sin embargo, salvo las actividades y preocupaciones 
del Instituto Laboral Andino, de los trabajadores de la región, el quehacer de 
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los órganos laborales del Pacto no registra actividades (Lazo Grandi, 2010, 
pág. 27). 
En 1995, la Unión Europea notificó a los países beneficiarios de su Sistema General 
de Preferencias que para mantenerlas se les iba a hacer un seguimiento y control 
respecto de los derechos laborales y más específicamente a que cumplieran con 
los Convenios de la OIT. Como resultado del seguimiento, en 1997 se le quitaron 
las preferencias a Birmania (Gupwell & Gupta, 2008).  
En relación con Canadá, Lazo Grandi afirma que  
Canadá y Perú firmaron un Tratado de Libre Comercio (TLCCP) y dos 
acuerdos paralelos sobre trabajo y medio ambiente respectivamente. El 
acuerdo en materia laboral se centra en la cooperación entre las Partes para 
promover y hacer cumplir los principios y derechos fundamentales en el 
trabajo (Lazo Grandi, 2010, pág. 24).  
Este TLC tiene como elemento central el cumplimiento de los “Compromisos con la 
Declaración de la OIT relativa a los Principios y Derechos Fundamentales en el 
Trabajo y su Seguimiento […] El acuerdo permite al público formular quejas a 
cualquiera de las Partes respecto del cumplimiento de las leyes laborales relativas 
a la Declaración de la OIT de 1998 o sobre incumplimiento de la legislación laboral 
de cada país” (Lazo Grandi, 2010, pág. 24).  
Estos ejemplos, ponen de relieve la importancia de que Colombia cuente con 
políticas públicas laborales que le faciliten la suscripción de acuerdos comerciales. 
Estas políticas públicas no deben ser de gobierno sino de Estado, y cumplirse para 
todos los Acuerdos Comerciales y no solo para complacer a uno o unos países y/o 
actor o actores en particular.  
En el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) se propuso como 
uno de los principales objetivos:  
… promover el desarrollo sostenible y proteger, ampliar y hacer efectivos los 
derechos laborales, así como mejorar las condiciones de trabajo en los tres 
países participantes. Los países miembros suscribieron dos acuerdos de 
cooperación, uno laboral y otro medio ambiental a fin de asegurar el 
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cumplimiento de las normas laborales como ambientales (Lazo Grandi, 2010, 
pág. 8).  
Evidenciando con ello que en los acuerdos comerciales no solo se tienen en cuenta 
los aspectos tradicionales de negociación como lo son los arancelarios, los 
aduaneros o los de propiedad intelectual.  
Estados Unidos ha establecido acuerdos con otros países que podrían ser 
importantes en el tema laboral. Es así como el Acuerdo Textil entre EEUU y 
Camboya de 1998 estableció cuotas de exportación de textiles desde Camboya a 
EE.UU. sobre la base de una certificación previa de la OIT acerca del cumplimiento 
de las normas laborales fundamentales (Lazo Grandi, 2010).  
Del mismo modo,   
…la Central sindical estadounidense AFL-CIO se opuso radicalmente al 
acuerdo comercial con Chile dado que los empleados estadounidenses se 
verían seriamente afectados, algunos congresistas de ese país 
condicionaron su visto bueno a que se incluyeran cláusulas laborales: (…) se 
establece un nuevo programa destinado a favorecer a las personas que se 
vieran afectadas en el empleo como consecuencia del comercio internacional 
a que diera lugar esta iniciativa (Lazo Grandi, 2010, pág. 21). 
Aunque los países pueden formular quejas sobre las reglamentaciones laborales 
que se violan en los otros países con los que se firma un tratado comercial, las 
imprecisiones en definir que normas se incumplieron, dificultan la imposición de 
sanciones. Explica (Rodríguez Garavito, 2004) que puede haber divergencias en las 
regulaciones entre los países firmantes de los acuerdos comerciales porque estas 
están enmarcadas en lo local y el comercio es global.   
Tal divergencia resulta de dos tendencias de la economía política 
contemporánea. Por una parte, los procesos económicos operan cada vez 
más en una escala global, en tanto que las regulaciones estatales operan en 
la escala del Estado-nación. Por otra parte, la lógica reguladora jerárquica 
del Estado entra en conflicto con una economía organizada cada vez más 
alrededor de las lógicas de las redes horizontales y los mercados […].” 
(Rodríguez Garavito, 2004, pág. 150)  
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Aunque no tengan carácter vinculante, es necesario incluir las cláusulas sociales en 
los TLC para la protección de los trabajadores; como afirma Vega Ruiz    
No obstante […] la positivización y el reconocimiento expreso de los derechos 
en los tratados comerciales, […] resulta ineludible. Es necesario incluir en 
ellos de forma expresa un capítulo laboral (en el sentido de un conjunto de 
ciertas reglas expresas, sea en forma de parte del acuerdo o en texto 
separado) que resuma los puntos comunes, los objetivos buscados, y los 
criterios de desarrollo de dichos principios (Vega Ruiz, 2005, pág. 8) 
Como señala Lazo Grandi, la experiencia de Chile en la inclusión de cláusulas 
laborales en los Tratados de Libre Comercio ha sido muy variada y con distintos 
países y bloques regionales: Canadá, Mercosur, Unión Europea, Estados Unidos, 
Acuerdo Estratégico Transpacífico, China, Panamá, Perú, Japón entre otros (Lazo 
Grandi, 2010).  
Si bien en algunos de los tratados las cláusulas sociales son promocionales, 
especialmente cuando el tratado es entre países desarrollados y países en 
desarrollo, también pueden ser vinculantes y de obligatorio cumplimiento con 
sanciones económicas como multas y restricciones comerciales. Explican Lazo y la 
OIT Lazo Grandi (2010) Oficina Internacional del Trabajo (2015) que cuando hay 
sanciones económicas por el no cumplimiento de las cláusulas sociales por parte 
de los países en vía de desarrollo, los recursos de la sanción se utilizan para 
solucionar el problema que se presentó en el país donde ocurrió la violación de los 
derechos laborales y no se destinan al país que interpuso la demanda. 
Siempre que ocurren violaciones de los derechos en las empresas privadas, se 
demanda al Estado y no a las empresas; y es el Estado quien debe pagar si el fallo 
es en su contra porque no garantizó el cumplimiento y no tomó las acciones 
pertinentes para que no se violaran los derechos laborales o las acciones 




2.4 Acciones de los actores frente a incumplimientos  
La OIT tiene proyectos de cooperación tripartita para ayudar a mejorar las 
reglamentaciones y regulaciones laborales y lograr que se cumplan los Convenios 
que los países han ratificado. Si bien el desarrollo puede ser lento, muestra que se 
hacen avances como es el caso de los dos últimos Proyectos de la OIT en Colombia 
de 2008 y 2012.  
Una de las acciones que adelanta la OIT y que está dentro de su misión es que “(…) 
Cuando en las disposiciones laborales se hace referencia a los convenios de la OIT, 
las partes pueden recurrir a los informes de los órganos de control de la OIT, que 
proporcionan lineamientos para la interpretación de las normas de trabajo” (Oficina 
Internacional del Trabajo, 2015). 
Tanto el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) como el Acuerdo 
de Cooperación Laboral de América del Norte (ACLAN) entraron en vigencia el 1° 
de enero de 1994, y se establecieron procedimientos de solución de controversias, 
previas consultas ministeriales y la actuación de Comités de Evaluación de 
Expertos.  
Un Panel Arbitral puede ordenar el pago de contribuciones monetarias, 
inicialmente de hasta 20 millones de dólares en el caso del ACLAN entre 
EE.UU. y México, contribuciones que deben destinarse al mejoramiento del 
cumplimiento de la normativa laboral en el país respectivo en caso de 
incumplimientos que acarreen repercusiones comerciales. Si no se pagan las 
contribuciones monetarias, en último término, ellas pueden ser objeto de una 
recolección vía arancelaria (Lazo Grandi, 2010, pág. 19). 
Explica Vega Ruiz que en el ACLAN es imposible saber si se toman las correcciones 
a las violaciones a los derechos laborales, ya que es muy complejo establecer si se 
solucionaron o no las quejas presentadas, porque no hay un seguimiento real a las 
mismas y para el caso de México, sostienen los sindicalistas estadounidenses, no 
se han ajustado las leyes nacionales a las nuevas realidades (Vega Ruiz, 2005) 
Canadá, luego de su modelo inicial de negociación con EE. UU. en el TLCAN, tuvo 
en la negociación con Chile, una situación muy similar, aunque sin sanciones 
comerciales, pero con contribuciones monetarias en caso de ciertos 
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incumplimientos. De otra parte, en el Tratado comercial entre Canadá y Costa Rica 
los incumplimientos se sancionan con la posible suspensión de la cooperación. 
Posteriormente, ha profundizado su modelo ajustando el contenido de las normas 
laborales protegidas, condensando el procedimiento, aunque no de manera tan 
breve como en el caso reciente del ACP EEUU-Perú, el cual excluye las sanciones 
comerciales, pero establece contribuciones monetarias (Lazo Grandi (2010). 
Si bien incluir normas laborales en los tratados de Libre Comercio es complicado, 
en algunas ocasiones imponer una sanción a un país por el incumplimiento a su 
legislación laboral es mucho más difícil por las consecuencias que puede tener, 
además de las dificultades que se presentan en algunos casos para identificar cuál 
derecho laboral se violó o si ese derecho quedó incluido en el acuerdo ratificado 
porque antes no estaba en la respectiva legislación laboral nacional.  
Estados Unidos, con su posición dominante, impone sanciones que pueden ser 
lesivas para los países con los que tiene Sistemas Generalizados de Preferenciales, 
de modo que  
(…) otra alternativa regulatoria ha consistido en la imposición de sanciones 
unilaterales contra países que violan sistemáticamente los derechos 
laborales. El caso paradigmático de esta estrategia es el Sistema General de 
Preferencias de Estados Unidos, en virtud del cual el gobierno de ese país 
se reserva el derecho de suspender las prerrogativas arancelarias otorgadas 
a otro país cuando concluya que éste vulnera los derechos laborales 
fundamentales. En la práctica, las sanciones impuestas de esta manera han 
obedecido más a motivos políticos que al propósito de proteger los derechos 
laborales, (…) (Rodríguez Garavito, 2004, pág. 151).  
Este autor, tomando como referencia a Bhagwati explica que incluir en los Tratados 
de Libre Comercio temas laborales puede generar desbalances como el 
mencionado antes y que se puede presentar un proteccionismo comercial dadas las 
diferencias en el nivel de desarrollo económico que tienen los países firmantes. De 
igual forma, considera que no es necesario incluir cláusulas laborales en los tratados 
ya que el crecimiento económico hará que se mejoren per se las condiciones 
laborales en los países (Rodríguez Garavito, 2004).  
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En el fondo, la inclusión de temas laborales busca que no haya Dumping social ni 
que las ventajas comerciales se logren a costa de los derechos de los trabajadores. 
El análisis anterior, pone en evidencia que el Estado colombiano no revisó 
suficientemente los temas incorporados en otras negociaciones bilaterales de 
Estados Unidos, o de otros países desarrollados, dejando de lado asuntos de la 
mayor relevancia como los laborales, lo que condujo a una demora de seis (6) años 
en la ratificación. Independientemente de la conveniencia o no del Tratado, la 
indefinición y falta de claridad de las condiciones laborales que se aplicarían en el 




3. MARCO TEÓRICO 
Existen varias teorías para el análisis de las políticas públicas implementadas por 
los Estados. Para ello, cada analista, desde su propia óptica, aplica alguna o 
algunas de las teorías que se han propuesto. Respecto a las políticas públicas 
laborales, debemos considerar cómo éstas se crean y si están o no concertadas 
con distintos actores. Muller y Surel consideran que una política pública “designa el 
proceso por el cual se elaboran y se implementan programas de acción pública, es 
decir, dispositivos político-administrativo(s) coordinados, en principio, alrededor de 
objetivos explícitos” (Roth Deubel, 2013, pág. 56) . Allí se evidencia que en las 
políticas públicas influyen muchos actores y también, que las políticas planteadas 
deben estar coordinadas entre sí y con otras para poder implementarse. 
Para la ratificación del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos se exigió que 
el Estado colombiano tomara acciones en relación a hacer cumplir la legislación 
laboral. En el contexto internacional, existen Acuerdos y Convenios que pueden o 
no ser ratificados por los países, cómo el caso de los Convenios 29, 87, 98, 100, 
105, 111 de la OIT. En el caso de Colombia, una vez ratificados los Tratados de 
Libre Comercio, los contenidos (laborales en este caso), entran a ser parte de la 
legislación colombiana siempre que lo negociado esté acorde a la Constitución 
Política de Colombia1 y deben ser cumplidos. En ocasiones, los TLC prevén las 
sanciones derivadas de su incumplimiento.  
En el marco del TLC entre Colombia y Estados Unidos, las políticas laborales se 
convierten en un problema público, entendiendo por ello lo que afirma, entre otros, 
Ordóñez Matamoros: “toda situación que afecta negativamente los valores 
materiales e inmateriales de una colectividad, o amenaza afectar el bienestar de la 
 
1 De acuerdo a lo expuesto por Andrés Mauricio Ramiréz en su libro ‘Recopilación jurisprudencial de la corte 
constitucional de Colombia sobre tratados de comercio internacional.’: “es condición indispensable para que 
los tratados o convenios prevalezcan, que sus normas no contraríen o vulneren los preceptos consagrados en 
nuestra Carta Política, pues en el caso de que tal cosa ocurriese, las cláusulas transgresoras serían inaplicables. 
Es claro que tal hipótesis es hoy de difícil ocurrencia, pues a partir de la vigencia de la Carta Política actual la 
Corte Constitucional debe revisar los tratados y las correspondientes leyes aprobatorias a fin de verificar la 
constitucionalidad antes de que pueda cumplirse la ratificación de los primeros por el Jefe del Estado” 
(Ramírez, Recopilación jurisprudencial de la Corte Constitucional de Colombia sobre Tratados de Comercio 
Internacional, 2008, pág. 107) 
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misma en el futuro cercano, y sobre las que espera que el Estado actúe” (Ordóñez 
Matamoros, y otros, 2013, pág. 98).  
Es claro que la firma del TLC con Estados Unidos supuso que las regulaciones y/o 
reglamentaciones laborales colombianas se debían cumplir. Así mismo, que se 
debe dar cumplimiento a los Convenios internacionales ratificados por Colombia en 
temas laborales, como los de la OIT. El cumplimiento de las leyes laborales 
colombianas y de los Convenios ratificados previene el uso del trabajo como forma 
de reducir costos y así obtener una ventaja en el intercambio comercial con Estados 
Unidos.  
Como condición para la ratificación del TLC en el Congreso de Estados Unidos, 
Colombia suscribió un acuerdo llamado Plan de Acción Laboral (PAL) que se 
conoce como Plan Santos-Obama.  
Con éste, se buscaría implementar varias acciones/políticas para mejorar el 
cumplimiento de la regulación laboral colombiana que según algunos actores 
(sindicatos e investigadores, entre otros) no se estaban cumpliendo y que afectarían 
el intercambio comercial mejorando la competitividad de los bienes y servicios 
colombianos, en detrimento de los intereses de los trabajadores estadounidenses. 
Con base en lo anterior, se deben analizar las políticas públicas laborales que 
comenzaron a implementarse en Colombia a partir de las acciones concertadas en 
el PAL y otras políticas, y si estas políticas surtieron efecto o no. ¿Qué se puede 
mejorar según los actores implicados?  
Es fundamental considerar el punto de vista de cada actor en el análisis de sus 
creencias como subsistema y no bajo un enfoque racional de costo beneficio, ya 
que este último sería más subjetivo y expresaría un interés sectorial en la 
formulación de las políticas públicas laborales. 
Las políticas adoptadas en el PAL fueron las medidas necesarias para que hubiese 
un comercio justo entre los dos países. 
La esencia de cualquier política pública consiste en la posibilidad de que las 
alternativas implementadas puedan resolver el problema que genere un valor 
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agregado para la población objetivo de la política. En este orden de ideas, es 
clave que las alternativas respondan, de manera directa, a las causas que 
generan el problema. De lo contrario, aun cuando las alternativas puedan ser 
consideraras benéficas para la población, la política no alcanzaría su éxito 
(Ordóñez Matamoros, y otros, 2013, pág. 222). 
Dado que las acciones que se contemplaron en el PAL fueron las que se acordaron 
por parte de los actores (sindicatos, gremios empresariales y Estado) para 
solucionar los incumplimientos de la legislación laboral y que ayudaban al   
cumplimiento de la legislación laboral colombiana, se asume que estas debieron 
resolver el problema en el transcurso de los años en que se implementó el PAL y a 
5 años de haberse ratificado el TLC entre los dos países. 
Ahora bien, el que se hayan tomado las medidas necesarias, no implica que se 
llegue a la solución del problema, ya que ello depende de múltiples factores. Afirman 
Ordóñez Matamoros y otros (2013) que hay que tener una idea clara de hacia donde 
se quiere llegar con una política pública para que se logren los resultados 
planteados y de esa forma poder hacer una medición de los objetivos a los que se 
quiere llegar y se solucionen los problemas existentes. 
El marco de análisis con el cual se busca establecer si ha habido o no una mejora 
en el cumplimiento de la legislación en el sector laboral después de suscrito el TLC 
entre Estados Unidos y Colombia, es el Advocacy Coalition Framework de Paul 
Sabatier y Jenkin-Smith que algunas veces es traducido como el Marco de 
Coaliciones Promotoras. En él, se analiza cómo los diferentes actores crean 
coaliciones para defender sus intereses fundamentales y así poner en la agenda 
pública sus ideas y enfoque (por ejemplo, para que los trabajadores no sean 
explotados según algunos actores), y así lograr una competencia justa, que evite 
posteriores sanciones para el Estado colombiano por el incumplimiento de la 
legislación laboral y de los Convenios internacionales ratificados. 
La teoría del Marco de Coaliciones busca analizar desde los subsistemas de 
creencias de los actores, cómo éstos intentan mantener su poder y sus creencias 
acerca de cómo deben manejarse las políticas públicas en un sector específico. 
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Los subsistemas o grupos que se forman en torno a una política pública o sector 
específico no tienen características similares entre ellos y pueden encontrarse 
intereses enfrentados dentro de un mismo gremio, como en el caso del comercio 
internacional (importadores y exportadores). En estos casos, los choques respecto 
a cómo debe manejarse la política pública, son más frecuentes. Como el tema 
laboral afecta a todos los países, es posible que se creen subsistemas que vayan 
más allá del ámbito local. De allí que Sabatier haya explicado que el Marco de 
Coaliciones Promotoras  
[…] asume que la formulación de políticas en las sociedades modernas es 
tan compleja, tanto sustantiva como legalmente, que los participantes deben 
especializarse si quieren tener alguna esperanza de ser influyentes. Esta 
especialización ocurre dentro de los subsistemas compuestos por 
participantes que con regularidad buscan influir en las políticas dentro de un 
subsistema de políticas, como las políticas sobre agua del Estado de 
California. Un subsistema se caracteriza por tener una dimensión 
funcional/sustantiva (por ejemplo, las políticas sobre agua) y una territorial 
(por ejemplo, California) […]” (Sabatier, 2010, pág. 206).   
En un estudio de caso sobre políticas marinas en California, Weible (2006) asume 
una posición similar, diciendo que los diferentes actores motivados por sus 
creencias estructuran sus relaciones de coaliciones y buscan influir en las políticas 
públicas a través de la utilización de diferentes recursos y lugares. En este caso se 
evidencia, por medio de entrevistas a los actores, cómo la especificidad de cada 
uno de ellos les permite llegar a ciertas coaliciones, aunque tengan puntos de vista 
diferentes. De igual forma, explica que el Marco de Coaliciones Promotoras ayuda 
a los analistas de políticas públicas y a los políticos a identificar los obstáculos, y a 
desarrollar estrategias para el logro de objetivos. 
Son los intereses específicos de las centrales sindicales y de los gremios 
empresariales los que influyen activamente en las decisiones que toma el Estado 
para negociar Tratados Comerciales. Es esto lo que ha llevado a que se cumpla con 
la regulación laboral y con los Convenios ratificados por el Estado colombiano, para 
que el costo de la mano de obra no se utilice para ser más competitivos.   
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Desde el inicio de las negociaciones del TLC de Colombia con Estados Unidos, 
todos estos actores han expresado sus posiciones al respecto, mostrando con 
evidencias de cada parte, los beneficios y perjuicios que se pueden obtener. 
Después de más de 10 años de finalizadas las negociaciones y de más de 5 de la 
puesta en marcha y ejecución del PAL para que el Congreso de Estados Unidos 
ratificara el TLC con Colombia, las partes han aportado más evidencias, ya 
específicas respecto a qué se ha logrado, qué se ha perdido y qué (probablemente) 
no se ha realizado en políticas públicas laborales respecto a lo acordado en el marco 
del TLC entre los dos países. 
Tomar un período largo permite analizar los cambios que se presentan en los 
diferentes actores - que Sabatier y Jenkin-Smith llaman subsistemas - y saber si 
estos han cambiado sus posiciones respecto a sus creencias.  
De acuerdo con lo planteado por Sabatier en el Marco de coaliciones promotoras 
se analizan cambios de políticas en el largo plazo y que las creencias de los actores 
sean estables en el periodo de tiempo analizado, por tal razón los subsistemas de 
políticas se caracterizan y desarrollan de acuerdo con: 1. Comunidades 
semiautónomas que tienen un conocimiento específico sobre un tema en particular  
de políticas, y 2. han tenido grupos de investigación especializadas que profundizan 
en esa área de política buscando influir en ese tema durante mucho tiempo 
(Sabatier, 2010). Así ha sido en las políticas públicas laborales por parte de los 
actores en Colombia. 
Ello ratifica la necesidad de analizar qué ha pasado con lo que propuso cada uno 
de los actores y si han logrado los objetivos que se plantearon.  Es importante 
aclarar que los temas laborales estaban incluídos en el inicio de la negociación de 
TLC con Estados Unidos y que ello motivó luego a que se retrasara su ratificación 
por el no cumplimiento de la legislación laboral colombiana (en algunos sectores, 
como el agrícola y la minería). La ratificación parte de Estados Unidos se hizo 
después que el gobierno de Estados Unidos reconociera que Colombia estaba 
avanzando en la solución de los problemas con el cumplimiento de la legislación 
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laboral colombiana que, según el Partido Demócrata, afectaría a los trabajadores 
de Estados Unidos por una competencia desleal. 
El análisis se realizará entonces con base en el enfoque teórico del Marco de 
Coaliciones Promotoras y no en el de la Elección Racional debido a que este último 
considera que los individuos están más interesados en sí mismos que en el 
beneficio de un grupo o de terceros como lo hacen los actores implicados en el tema 
laboral, en donde los sindicatos (en general) buscan el bienestar de todos los 
trabajadores y de igual forma lo hacen los empresarios en busca de sus beneficios 
en cada sector económico. En palabras de Sabatier  
El marco de las coaliciones promotoras se diferencia de los marcos de 
elección racional principalmente en su modelo de individuo […].  Mientras 
que los marcos de elección racional suponen actores interesados en sí 
mismos que buscan en forma racional intereses materiales relativamente 
simples, el marco supone que las creencias normativas deben determinarse 
empíricamente y no excluye a priori la posibilidad de un comportamiento 
altruista. De hecho, de acuerdo con March y Olsen el marco de las 
coaliciones promotoras reconoce dos sistemas de razonamiento normativo: 
Una lógica de lo apropiado, en la cual el comportamiento correcto implica 
seguir las reglas, y una lógica de consecuencias, en la cual el 
comportamiento correcto implica maximizar las consecuencias buenas.” 
(Sabatier, 2010, pág. 208) 
En 1994  Sabatier y Jenkins- Smith plantearon  varias estructuras jerárquicas en los 
actores con base en características como un núcleo de creencias fundamentales 
(Deep core) y un núcleo de políticas públicas (Policy core beliefs), en este último se 
entiende que se toman temas puntuales o se enfatiza en una política pública en 
particular (Jenkins-Smith & Sabatier, 1994). 
Es muy probable que se presenten choques tanto en el diseño de las políticas 
públicas como en la implementación de las mismas, porque cada actor quiere 
imponer su punto de vista y no quieren cambiar sus ‘Creencias fundamentales’,  por 
lo tanto, a veces se recurre al ‘Recurso del diablo’, con el cual se le otorga más 
poder del que realmente puede(n) tener el(los) otro(s) actor(es) y se busca 
desacreditar a los otros. Por lo general los actores valoran más las pérdidas que las 
ganancias y por eso ven con menos confianza a los otros actores y asumen que los 
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otros tienen más influencia para que sus propuestas sean tenidas en cuenta 
(Sabatier, 2010).  
Para buscar una solución y poder cambiar las creencias fundamentales y las 
creencias de políticas, Jenkins-Smith & Sabatier propusieron hacerlo a través de un 
aprendizaje orientado a las políticas y/o a través de perturbaciones o shock 
externos; en el primero se busca hacer un cambio después de varios años de 
haberse planteado la política pública, mientras que en el segundo los cambios se 
hacen de forma más rápida.  
En el plano de las políticas públicas laborales, los shocks externos influyen más en 
el cambio de las creencias fundamentales de los actores y se logran cambios de 
fondo. Es así como las acciones previstas en los Convenios de la OIT que han sido 
ratificados por Colombia, han ayudado a mejorar la legislación en algunos temas, 
mientras que en la negociación del ingreso de Colombia a la OCDE, se le hicieron 
recomendaciones al país en temas laborales; la Trade Union Advisory Committee 
(TUAC), comité sindical asesor de la OCDE, hizo cuestionamientos y aportes en 
este tema. Aunque algunos actores afirmen, con evidencia, que los logros son 
pocos, respecto de la influencia de los actores, Sabatier afirma que los shocks 
externos pueden llegar a cambiar agendas, a que se centre la atención del público 
sobre las políticas en la que los gobiernos deben tomar decisiones, a que se abran 
los escenarios de discusión y esto puede llevar a que los actores dominantes 
pierdan el poder que han tenido durante mucho tiempo. 
Afirma Gómez Lee en su tesis doctoral (citando a María Mercedes Cuéllar) que la 
cultura política colombiana no está consolidada y por lo tanto el fortalecimiento de 
los subsistemas o grupos de coalición es muy difícil de realizar (Gómez Lee, 2004). 
Esto es evidente en temas de comercio y políticas laborales, en donde los actores 
pueden tener puntos de vistas totalmente opuestos como los importadores y 
exportadores, los empresarios y los sindicalistas, o el Estado y los Policy brokers 
(intermediarios en políticas públicas que pueden ser Organizaciones 
internacionales, ONG, etc.). El estudio específico de las políticas laborales en el 
marco del Tratado de Libre Comercio entre Colombia y Estados Unidos, podrá 
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mostrar si es posible crear coaliciones de grupos en sectores específicos de 
políticas públicas laborales.  
3.1 Hipótesis del marco de coaliciones promotoras 
 
En su publicación de 1994, Sabatier y Jenkins-Smith postularon 10 hipótesis como 
resultado de sus investigaciones. Estas hipótesis marcan unas líneas sobre las 
cuáles los subsistemas (grupos) hacen las coaliciones para conseguir su objetivo 
de política pública. Se tomarán para analizar para este trabajo las siguientes 
hipótesis, propuestas por estos autores: 
Hipótesis 1: En aquellas controversias que surgen en cada subsistema, donde 
está en disputa el núcleo de creencias sobre políticas públicas, el ordenamiento de 
aliados y oponentes tiende a ser estable, manteniéndose por alrededor de una 
década o más (Jenkins-Smith & Sabatier, 1994). 
Hipótesis 2: Los actores que han conformado una coalición, mostrarán un alto 
nivel de acuerdo en torno al núcleo de las políticas públicas, aunque no así en 
relación a los aspectos secundarios, donde puede haber un alto nivel de disenso 
(Jenkins-Smith & Sabatier, 1994) 
Hipótesis 4: El núcleo de políticas públicas de un determinado gobierno no será 
puesto en juicio mientras la coalición se mantenga en el poder, a menos que el 
cambio sea motivado por un factor externo, como la presión de una autoridad 
jerárquicamente superior (cambio mayor) (Jenkins-Smith & Sabatier, 1994) 
Hipótesis 9: El aprendizaje orientado a las políticas públicas es más probable 
cuando existen “foros” o espacios de puesta en común que (1) son lo 
suficientemente prestigiosos como para forzar a los profesionales de diversas 
coaliciones a participar en ellos y (2) están regidos por normas profesionales 




3.2 Consideraciones sobre los sistemas de creencias en los actores 
 
3.2.1 Gremios empresariales 
 
Durante la negociación, la implementación del Plan de Acción Laboral, y luego de 
la ratificación del TLC con Estados Unidos, los gremios empresariales han sostenido 
que los Tratados de Libre Comercio son netamente comerciales y que no deben 
incluir los temas laborales. Así mismo, consideran que Colombia ha ratificado más 
convenios de la OIT que Estados Unidos y que por ende su compromiso con el 
respeto de los derechos laborales es mayor que la de su contraparte e incluso 
consideran que “los costos de producción son más altos” para el empresario 
colombiano son más altos que los de sus similares en Estados Unidos (Ramírez, 
2017). 
De igual forma, consideran que el mercado laboral colombiano no es flexible y que 
esas inflexibilidades hacen que el país pierda competitividad frente a sus similares. 
Para ello, muestran los resultados del Índice de Competitividad del Foro Económico 
Mundial en cuyos reportes Colombia ha perdido posiciones a lo largo de los últimos 
años. Los informes del Consejo Privado de Competitividad de los últimos 4 años 
evidencian que Colombia no ha mejorado respecto a países similares de la región 
y el mundo por causa de la inflexibilidad laboral. 
Por lo anterior proponen como políticas públicas laborales: salario diferencial entre 
regiones del país, reducir los costos extralaborales (ya se han quitado de la nómina 
los aportes al ICBF y al SENA) como el de las Cajas de Compensación Familiar que 
consideran como focos de corrupción, de ineficiencia y que no benefician realmente 







3.2.2 Centrales sindicales 
 
La posición que las centrales sindicales han mantenido durante el tiempo de la 
negociación, durante la implementación del Plan de Acción Laboral y después de la 
ratificación del TLC con Estados Unidos es que en Colombia no se respetan los 
derechos laborales y sindicales. Tanto Morantes de la Confederación de 
Trabajadores de Colombia (Morantes, 2017), como Orjuela de la Central Unitaria de 
Trabajadores (Orjuela, 2017) consideran que se dificulta la creación de sindicatos, 
que persiste la violencia antisindical y que las normas laborales en Colombia se 
vulneran sistemáticamente; además, en su opinión, el Estado no hace lo suficiente 
para proteger a los sindicalistas. 
Aunque consideran que actores externos como la OIT tienen una buena intención 
respecto a hacer que se cumplan las normas y los Convenios laborales que ha 
firmado y ratificado Colombia, este organismo en particular no tiene la forma de 
hacer vinculantes las recomendaciones que le hace al Estado colombiano, y por ello 
es considerado por algunos como un ‘saludo a la bandera,’ ya que toda acción que 
se propone, si no es concertada entre los empresarios, el Estado colombiano y las 
centrales sindicales, no se puede poner en ejecución, y casi siempre los gremios 
empresariales se niegan a apoyar estas iniciativas. Si bien desde el año 2000 se 
creó la Comisión Especial de Tratamiento de Conflictos ante la OIT (CETCOIT) con 
una reactivación en el año 2006, los sindicalistas consideran que no se avanza en 
los temas en los que ellos consideran que se debe avanzar.  
 
3.3 Creencias fundamentales de los actores 
 
Andi/Gremios empresariales: Los TLC son estrictamente comerciales y las 
políticas públicas laborales no deben incluirse en la negociación de ninguna forma 
porque esto sería una interferencia en el libre comercio.  
En el marco de los tratados comerciales los sectores económicos pueden tener 
posiciones diferentes; las empresas que exportan prefieren que haya acuerdos 
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comerciales para exportar con más facilidad, igual para las empresas cuyos 
insumos son importados. Para las empresas que producen para el consumo local, 
como el caso de productos alimenticios, los Tratados comerciales pueden no ser 
beneficiosos (si no están tecnificados o no son productivos) porque los productos 
extranjeros pueden llegar con menor precio por la alta tecnificación en los países 
desarrollados. Adicionalmente, en el sector agropecuario colombiano la mano de 
obra en general no es calificada, mientras que en los países desarrollados se utiliza 
más maquinaria. Así mismo, en los sectores industriales los trabajadores no son tan 
productivos como lo son en los países desarrollados. 
Las empresas grandes, medianas y pequeñas en Colombia se ven enfrentadas a 
competir con otras empresas extranjeras más tecnificadas que pueden vender sus 
productos a un menor precio y así desplazar la producción nacional, lo que llevaría 
al cierre de empresas y la pérdida de empleos.  
Pero también puede ocurrir que las empresas colombianas para competir busquen 
reducir sus costos de producción, desmejorando las condiciones laborales de los 
trabajadores, lo cual se llama ‘Dumping social’ y es este hecho lo que se busca 
combatir, de acuerdo a lo comentado por Jorge Humberto Botero 
Cuando uno mira las cifras de productividad comparada entre la mano 
de obra de Estados Unidos y la nuestra, la productividad de ellos es 
superior, pero por naturaleza la productividad es incidida por el acervo 
tecnológico al cual el trabajador pueda acceder, entonces el temor de 
los sindicatos de Estados Unidos en ese sentido es que los productos 
manufacturados que tienen baja tecnología ellos no compiten con 
nosotros, perderían mercado con nosotros incluso más con relación a 
países con mano de obra más barata como China por ejemplo. Por 
eso suelen ser opositores a Tratados de Libre Comercio (Botero, 
2017) 
El Consejo Nacional de Competitivad es una entidad sin ánimo de lucro, que tiene 
como principal objetivo contribuir  a mejorar la productividad y competitividad del 
país mediante el diseño, la promoción y la formulación de políticas públicas, en un 
ámbito de alianzas público-privadas que involucren Gobierno, empresas, 
universidades, gremios y otras organizaciones de la sociedad y que busquen 
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aumentar el nivel de riqueza y el bienestar de la población (Consejo Privado de 
Competitividad, 2006).  
Esta entidad está conformada por empresas de distintos sectores económicos, 
hacen parte de ella: Miembros de Número; Alpina, Alquería, Bancolombia, Bimbo, 
Cerrejón, Coca Cola, Colombina, Corbeta, Corona, Dicorp, Compañía Nacional de 
Chocolates, Grupo Argos, Grupo Bolívar, Nutresa, Grupo Sura, Latam Airlines, 
Manuelita, Postobón, Pepsico, Promigas, Ladrillera Santafé, Siemens, Cartón de 
Colombia S.A, TCC, Team, Tecnoquímicas, Valorem y Diesel. Miembros asociados: 
Andi, Sociedad de Agricultores de Colombia, Confecamáras, FTI Consulting, 
McKensey&Company, Universidad Pontificia Bolivariana, Colegio de Estudios 
Superiores de Adminsitración, Universidad de los Andes, Universidad del Rosario, 
Universidad Eafit y la Universidad Icesi.  
Esta entidad realiza anualmente un informe para los sectores gremiales que, como 
dice su objetivo, aporta información para ‘Mejorar la competitividad y productividad 
del país’. Sus propuestas se revisarán más adelante. 
Centrales sindicales/trabajadores: Consideraban que el Tratado de Libre 
Comercio empeoraría las condiciones laborales de los trabajadores y que los 
empresarios utilizarían formas precarias de contratación para desmejorar las 
condiciones laborales y así ser más competitivos. 
Para el sector sindica, la entidad que realiza estudios e informes más académicos 
es la Escuela Nacional Sindical (ENS), esta también es una organización sin ánimo 
de lucro  
[…] además de ser un centro de apoyo técnico de las organizaciones 
sindicales, como un actor que forma parte del movimiento social de 
los trabajadores, tienen voz y opinión propia, pero sin la pretensión de 
representar o ejercer la vocería de los trabajadores, en donde juegan 
un papel principal en la producción de información, análisis y 
propuestas sobre el mundo laboral y sindical, estudios especializados, 
así como en la promoción de debates, en la construcción y 
deliberación de políticas públicas, en la defensa de derechos y en la 
formación de líderes sindicales. (Escuela Nacional Sindical, 2019). 
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La ENS define su papel o rol en el movimiento social de los 
trabajadores como el de una organización que aporta en la producción 
de información, la realización de estudios e investigaciones, la 
realización de análisis y propuestas, la difusión, la incidencia, la 
asesoría y la formación, en los temas relacionados con el mundo del 
trabajo a nivel nacional e internacional, siempre desde la perspectiva 
de los derechos e intereses de los trabajadores. (Escuela Nacional 
Sindical, 2019) 
La ENS realiza estudios e informes sobre temas laborales y sindicales, y desde la 
firma del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos, prepara un informe anual 
del mismo revisando el cumplimiento del Acuerdo laboral. Así mismo, desde cuando 
se creo el Plan de Acción Laboral, la ENS hizo un seguimiento anual hasta que el 
Gobierno de Estado Unidos ratificó el TLC. Sobre estos informes se detallan más 
adelante.  
 
OIT: Mejorar el cumplimiento de los Convenios ratificados por Colombia y que se 
ejecuten las normas y regulaciones laborales colombianas. Han buscado que se 
den las condiciones para su cumplimiento promoviendo comisiones de alto nivel 
tripartito. 
Estado: Crear los marcos legales y hacer cumplir las normas y regulaciones 
laborales para que no se vulneren los derechos laborales y promover el libre 
comercio de bienes y servicios cumpliendo con las normas y regulaciones laborales 
y comerciales del país. 
CUADRO 1: NÚCLEO DE CREENCIA DE LOS ACTORES SOBRE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 
LABORALES EN COLOMBIA EN REFERENCIA AL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE 
COLOMBIA Y ESTADOS UNIDOS 
 Gremios Sindicales Gremios Empresariales 
Creencias centrales en 
referencia a los Tratados 
de Libre Comercio. 
Los tratados comerciales 
son perjudiciales para los 
países en desarrollo 
Los tratados comerciales 
favorecen el libre 




porque la competencia no 
es simétrica. 
Creencias centrales en 
referencia a los Tratados 
de Libre Comercio y el 
empleo. 
Habrá un 
desmejoramiento de las 
condiciones laborales 
porque las empresas 
para ser competitivas 
buscarán reducir los 
costos de producción y la 
mano de obra es el costo 
de producción en donde 
se puede reducir. 
Los tratados comerciales 
son netamente 
comerciales. 
Problemas en referencias 
al Tratado comercial con 
Estados Unidos. 
Hay incumplimiento de la 
legislación laboral 
colombiana. 




para promover su 
creencia. 
Coalición con las 
organizaciones sindicales 
de Estados Unidos. 
Ninguna que haya sido 
visible. 
Rol del Estado en 
referencia a los Tratados 
Comerciales. 
 
 Los gremios sindicales 
expresan que el Estado 
colombiano siempre está 
a favor de los gremios 
empresariales y no 
soluciona los problemas 




Rol de la OIT en 
referencia a las políticas 
laborales. 
La Oficina Internacional del Trabajo es una 
organización que promueve el respeto a los derechos 
laborales, busca que sean cumplidos los convenios 
ratificados por los Estados y cuando hay algún 
incumplimiento (sea de los Convenios ratificados o de 
la legislación laboral) genera acciones que busquen 
que el Estado, las empresas y los trabajadores tengan 
un espacio de diálogo social para solucionar los 
incumplimientos que se presentaron.  
 Es un facilitador del 
diálogo entre las partes, 
pero sus propuestas no 
son vinculantes, el 
Estado y las empresas 
pueden cumplir o no las 
propuestas que surjan del 
diálogo. 
La OIT siempre está a 
favor de los Sindicatos. 
Fuente: Elaboración propia con base a las entrevistas realizadas a los actores involucrados 
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4. LOS ACTORES EN LA NEGOCIACIÓN DE LOS TRATADOS DE 
LIBRE COMERCIO Y LAS CLÁUSULAS LABORALES 
 
En las negociaciones actuales de Tratados de Libre Comercio se analizan, y a veces 
incluyen, las cláusulas laborales; en algunos casos, también condicionan su 
ratificación. En las entrevistas con los diferentes actores que influyen en las políticas 
públicas laborales en Colombia: Estado, centrales sindicales y gremios 
empresariales, todos afirmaron que en la etapa inicial de las negociaciones (23 
rondas) no se abordó el tema laboral.  
A juicio de las centrales sindicales colombianas, el TLC con Estados Unidos no se 
debió negociar, y menos ratificar, porque sería perjudicial para los trabajadores 
colombianos que se verían afectados de dos formas: la primera por la utilización de 
la mano de obra como un factor de producción cuyo costo puede reducirse para 
mejorar la competitividad frente a las empresas estadounidenses, y la segunda, 
porque la importación de bienes y servicios destruiría las industrias y el campo 
colombiano,  lo cual conllevaría a la pérdida de empleo (Orjuela, 2017). 
Para el Estado, el TLC era una forma de fortalecer los lazos comerciales con su 
principal socio, al cual se exporta la mayor parte de los los productos colombianos 
y así acceder al mercado estadounidense con aranceles más bajos de importación. 
Hacer esto, ayudaría a que la industria nacional fuera más competitiva, se 
produjeran más bienes y servicios exportables, y esto generaría más empleo.  
El gobierno de Estados Unidos y parlamentarios de ese país manifestaron que su 
país no estaba dispuesto a prorrogar las preferecias unilaterales derivadas del 
programa ATPA-DEA (Andean Trade Preference Act-Drug Enforcement 
Administration), pues resultaba desequilibrado que los bienes y servicios de 
Estados Unidos pagaran aranceles para ingresar a Colombia y en cambio los bienes 
y servicios colombianos ingresaran libres de arancel al mercado estadounidense. Si 
se eliminaban esas preferencias, más de 8.000 productos colombianos quedarían 
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sometidos al pago de arancel, en esas condiciones el gobierno de Colombia se vio 
presionado a negociar el TLC.  
Adicionalmente, si los paises vecinos de Colombia, de similar nivel de desarrollo y 
productores de bienes similares, ya habian firmado sus Tratados de Libre Comercio 
(México, Chile, Perú, Guatemala, Salvador, Honduras, República Dominicana), 
Colombia quedaría en desventaja pagando aranceles que esos países no pagaban 
en el caso de no negociar un TLC con Estados Unidos. En resumen, el pais se vió 
ante una negociación necesaria. 
Pero la ratificación del TLC se bloqueó por las razones antes mencionadas y para 
lograr su ratificación, fue necesario crear e implementar el Plan de Acción Laboral, 
llamado Plan Santos – Obama. Los resultados de su implementaciòn se presentan 
a continuación. 
 
Resultados de los objetivos planteados en el Plan de Acción laboral  
El Plan de Acción Laboral tenía los siguientes puntos a desarrollar: 
I. Fortalecimiento institucional 
II. Reforma al Código Penal 
III. Cooperativas de Trabajo Asociado 
IV. Empresas de Servicios Temporales 
V. Pactos Colectivos 
VI. Servicios Esenciales 
VII. Organización Internacional del Trabajo 
VIII. Programa de Protección  
IX. Reforma a la Justicia Penal 
X. Mecanismo de Seguimiento 
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La posición de las centrales sindicales y de los gremios empresariales es que 
corresponde al Estado y no a ellos cumplir lo acordado, velando porque haya 
libertad de empresa y garantías sindicales. 
Las centrales sindicales consideran que los resultados obtenidos en el marco de 
Plan de Acción Laboral no son suficientes o no muestran avances significativos, 
mientras que el Estado (representado por Ministerio de Trabajo) estima que sí se 
lograron los objetivos planteados. Un tema en particular es el de incrementar las 
penas para quienes atenten contra la libertad sindical y son responsables del 
asesinato de sindicalistas, respecto a lo cual no se ha avanzado según los 
sindicalistas (Orjuela, 2017) (Morantes, 2017). 
El Estado colombiano hizo un informe final en el 2014 en el cual mostró los 
resultados de cumplimiento de los puntos plasmados en el Plan de Acción Laboral 
y las centrales sindicales también hicieron sus propios informes. Los más detallados 
son los realizados por la Escuela Nacional Sindical (ENS), entidad que cada año 
publicó un informe respecto al cumplimiento del PAL desde el 2012. Estos informes 
reflejan, que las posiciones del Estado colombiano, las centrales sindicales y la ENS 
sobre los cumplimientos difieren en algunos puntos: mientras para el Estado si se 
han cumplido las metas propuestas, para las centrales sindicales no, y para la ENS 
se lograron avances. 
I. Fortalecimiento institucional   
En este ítem había seis (6) puntos a desarrollar: 
a. Creación del Ministerio de Trabajo 
b. Contratación de nuevos inspectores  
c. Sistema de quejas 
d. Sistemas de conciliación y mecanismos alternos de solución de controversias.  
e. Capacitación 
f. Campañas de Divulgación. 
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El Informe de cumplimiento del Ministerio de Trabajo comienza diciendo que: “En 
total en este primer punto se establecieron 6 actividades, cumpliéndose cada una 
de ellas, […]” (Ministerio de Trabajo, 2014, pág. 3). 
Efectivamente, la creación del Ministerio de Trabajo se hizo al escindir el Ministerio 
de Protección Social en Ministerio de Trabajo y Ministerio de Salud. Hay que 
señalar, sin embargo, que esta separación fue una propuesta de la campaña 
electoral del entonces candidato presidencial Juan Manuel Santos, por lo tanto, para 
los sindicalistas incluir esto como un cumplimiento en el Plan de Acción Laboral no 
es cierto,  dado que de todas formas ‘se iba a realizar’, por lo tanto, no es un logro 
del PAL (Morantes, 2017). 
Respecto de la contratación de nuevos inspectores de trabajo, en el informe final 
del Ministerio de Trabajo se afirma que  
se expidieron los actos administrativos de creación de cargos de inspector: 
Decretos Números 1128 del 15 de abril del 2011 y 1732 del 16 de agosto de 
2012 y 2112 de 2013. Ya han pasado el proceso de selección 683 
inspectores, distribuidos en todo el territorio nacional en las 35 Direcciones 
Territoriales y 154 inspecciones de trabajo de los municipios (Ministerio de 
Trabajo, 2014, pág. 3).  
Al respecto la Escuela Nacional Sindical afirma que:  
De acuerdo con el Ministerio, para marzo de 2016, el número de cargos 
provistos de inspectores del trabajo fue de 828, 76 inspectores menos de lo 
que se acordó contratar en el PAL, firmado hace ya cinco años. Sin querer 
ignorar los avances en la contratación de personal de inspectores durante los 
últimos cinco años (404 nuevos inspectores desde la firma del PAL), nos 
parece preocupante esa demora excesiva en cumplir con lo acordado.” 
(Escuela Nacional Sindical, 2016, pág. 12).  
Mientras en 2014, el Ministerio consideraba que ya había cumplido con sus 
compromisos, dos años más tarde la ENS opina que solo había habido avances.  
Los inspectores de trabajo no eran contratados como personal de planta del 
Ministerio de Trabajo, y para solucionar esta situación la entonces Ministra de 
Trabajo Clara López Obregón le pidió a la Comisión Nacional del Servicio Civil 
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(CNSC) hacer un concurso de méritos para seleccionar a los inspectores que iban 
a ser contratados.  
Para hacer el concurso de méritos y vincular a los inspectores el Ministerio de 
Trabajo debía tener los recursos para el pago de los mismos, pero no se tenían esos 
presupuestos de acuerdo a la información entregada por la presidente del Colegio 
Nacional de Inspectores de Trabajo2 . 
Así mismo para hacer el concurso de méritos se debía tener el Certificado de 
Disponibilidad Presupuestal (CDP) y la firma del funcionario que dirige la entidad en 
la cual se ivan a ocupar los cargos de inspectores. Pero al no tener los recursos el 
Ministerio de Trabajo, la ministra solicitó no hacer el concurso de méritos y no firmó 
el documento para convocar el concurso. Estos dos requisitos son fundamentales 
para cualquier proceso y por no contar con ellos el Colegio Nacional de Inspectores 
demandó el concurso de Méritos en el año 2016. 
Aunque el proceso fue demandado, la Comisión Nacional del Servicio Civil continuó 
con el proceso en agosto del 2016 y en el 2018 se hizo el concurso de méritos. Ante 
su realización, el Colegio Nacional de Inspectores colocó una tutela ante el Consejo 
de Estado dado que había una demanda en proceso a dicho concurso y la 
publicación de la lista de elegibles podría conllevar problemas legales a quienes 
resultaran elegidos, que no se podrían posesionar por estar demandado el concurso 
o, si se posesionaban y la demanda era favorable al Colegio Nacional de 
Inspectores, quienes se hubieran posesionado debían retirarse del cargo. Con todo 
ello se publicó la lista de elegibles y algunas personas interpusieron una demanda 
argumentando que si habían ganado el concurso debían posesionarlos; algunas 
demandas fueron aceptadas y otras no. Algunas personas se posesionaron entre 
enero y febrero del 2019. 
Respecto al sistema de quejas, el programa COLabora (diseñado para que las 
personas accedan a información sobre derechos laborales, al cual pueden acceder 
empleadores y empleados) funcionó bien de acuerdo con el Ministerio de Trabajo y 
 




la Escuela Nacional Sindical (ENS), aunque para esta última “COLabora, es un 
servicio institucional de orientación a los trabajadores, no de defensa de sus 
derechos. Y el enorme volumen de personas atendidas pone en contexto la gran 
vulnerabilidad, precariedad y falta de protección institucional de los derechos 
laborales en el país” (Escuela Nacional Sindical, 2016, pág. 13). Por lo tanto, aunque 
el Ministerio de Trabajo hace una buena gestión, lo que demuestra este programa, 
es que hay muchas personas que sienten que se vulneran sus derechos laborales 
y que lo único que pueden hacer es colocar una queja y recibir información sobre 
qué hacer posteriormente. 
En el punto II Reforma al Código Penal, el Gobierno colombiano incluyó en la Ley 
1453 de 2011 el Artículo 200 en el cual se expresa que 
El que impida o perturbe una reunión lícita o el ejercicio de los derechos que 
conceden las leyes laborales o tome represalias con motivo de huelga, 
reunión o asociación legítimas, incurrirá en pena de prisión de uno (1) a dos 
(2) años y multa de cien (100) a trescientos (300) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (Congreso de la República de Colombia, 2011)  
Según la ENS, este artículo no ha tenido ningún efecto dado que a 2016 se han 
presentado 354 investigaciones por violaciones a derechos sindicales y de estas 
solo se ha llevado un (1) caso a etapa de juicio y en el cual no hubo condena. 
Además, muestra que  
De los 20 casos que reporta la Fiscalía con “posibilidades reales de pronta 
resolución”, 12 de ellos son de los años (2009, 2011, 2013, 2014) ¿Qué será 
entonces de los 334 casos que según la Fiscalía no tienen posibilidades de 
pronta resolución? De los 20 casos, de los que se espera pronta resolución, 
15 se encuentran en etapa de indagación, 2 ya se conciliaron, 1 se encuentra 
en formulación de acusación y 2 en audiencia de formulación de imputación 
de cargos (Escuela Nacional Sindical, 2016, págs. 16,17). 
En referencia al punto III, Cooperativas de Trabajo Asociado, el gobierno 
colombiano limitó la forma de contratación por medio de esta figura jurídica, 
mediante la expedición de los Decretos 2025 de 2011 y 2798 del 2013. Pero esto 
hizo que se utilizaran otras figuras como las Sociedades por Acciones Simplificadas 
(SAS) o los Contratos Sindicales, entre otras formas de contratación laboral, ya que 
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la tercerización y la intermediación laboral estaban prohibidas por la Ley. Según la 
Escuela Nacional Sindical:  
Esta explosión (de creación de SAS y Contratos Sindicales) se explica por 
tres cambios normativos: en primer lugar la expedición del decreto 1429 de 
2010 que facilitó los procedimientos para suscribir contratos sindicales; la 
prohibición del uso de Cooperativas de Trabajo Asociado para el suministro 
de trabajadores en actividades misionales y permanentes; y por las 
sentencias de la Corte Constitucional que declaró constitucional la 
inexistencia de derechos laborales de los trabajadores o de contrato de 
trabajo en el contrato sindical.” (Escuela Nacional Sindical, 2016, pág. 18) 
Hay un punto común en los informes del Ministerio de Trabajo y de la ENS, en el 
numeral VII, y es que coinciden en mostrar como positivo el papel de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) en la creación de espacios de 
entendimiento tripartito (Estado, gremios empresariales, centrales sindicales):  
En general el papel que la OIT ha venido cumpliendo es positivo, buscando 
fortalecer las capacidades de las instituciones públicas que tienen 
competencia y responsabilidad frente a los tres temas que promueve el 
proyecto: inspección laboral, diálogo social y superación de la impunidad, y 
por el otro, llegando a los diferentes actores del mundo del trabajo con una 
importante estrategia de formación y diseño de herramientas prácticas (aulas 
virtuales, guías metodológicas, videos, etc.) que facilitan el abordaje e 
implementación de las medidas. Se puede afirmar que el proyecto de 
asistencia técnica ha diseñado los instrumentos y ha realizado las acciones 
pedagógicas necesarias (Escuela Nacional Sindical, 2016, pág. 14). 
Mientras tanto en el informe del Ministerio de Trabajo se afirma que:  
[…] en Colombia se desarrolla el proyecto ‘Promoción del cumplimiento de 
las normas internacionales del trabajo en Colombia’ el cual está siendo 
financiado con recursos de cooperación internacional del Departamento del 
Trabajo de Estados Unidos, y ejecutado por la OIT, el objetivo principal de 
este proyecto es fortalecer los mecanismos gubernamentales de protección 
de los derechos fundamentales en el trabajo, en particular la libertad sindical 
y la negociación colectiva, mediante el fortalecimiento del sistema de 
inspección, vigilancia y control, los mecanismos de dialogo social y la 
capacidad institucional del Gobierno colombiano para mejorar las medidas 
de protección de líderes, miembros, activistas y organizadores sindicales y 
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combatir la impunidad de los actos de violencia (Ministerio de Trabajo, 2014, 
págs. 15, 16).  
Para concluir lo referente a la puesta en marcha, aplicación y cumplimiento del Plan 
de Acción Laboral, el Estado colombiano por intermedio del Ministerio de Trabajo 
afirma que:  
El Gobierno Colombiano ha cumplido puntualmente los compromisos 
internacionales pactados en el plan, señalar lo contrario, sería no solo injusto 
para el Gobierno sino para los actores sociales que conjuntamente han 
puesto su empeño en mejorar las relaciones laborales (Ministerio de Trabajo, 
2014, pág. 21).  
Y en páginas seguidas de su informe final muestra todas las leyes y decretos 
expedidos con los cuales a su juicio, se dio cumplimiento al PAL.  
Por su parte para la Escuela Nacional Sindical:  
Es claro que los propósitos del PAL, sus compromisos y medidas siguen 
siendo pertinentes y necesarios. La reducción de la informalidad y la 
ilegalidad laboral, la protección de la libertad sindical, la erradicación de la 
violencia antisindical, la superación de la impunidad y el mejoramiento del 
acceso a la justicia para los trabajadores, son y seguirán siendo necesarios, 
[…]” (Escuela Nacional Sindical, 2016, pág. 31).  
Y en relación a las políticas públicas laborales, la misma ENS sostiene que:  
Las medidas adoptadas no modificaron las políticas públicas sobre 
inspección laboral, formalización, protección de la libertad sindical, 
prevención de la violencia y superación de la impunidad, y por tanto se 
permitió que rápidamente ante una prohibición surgiera una alternativa, el 
efecto disuasorio de las penas de prisión y de las multas, no se ha producido 
y la ampliación de la capacidad del Ministerio y de la Fiscalía, no se ha 
acompañado del diseño de innovadoras metodologías de trabajo que 
permitan avanzar en las investigaciones (Escuela Nacional Sindical, 2016, 
pág. 31). 
Y como evaluación global la ENS afirma que  
Al PAL le ha faltado voluntad política de parte del gobierno, voluntad para 
aplicar efectivamente las medidas, voluntad para diseñar estrategias que 
impidan que se malogren sus propósitos, voluntad para dialogar y acordar 
con las organizaciones sindicales, voluntad para proporcionar información de 
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calidad sobre los avances y los cambios (Escuela Nacional Sindical, 2016, 
pág. 11)  
De aceptarse dicha valoración habría que concluir que no se han podido cumplir los 
objetivos planteados en el Plan de Acción Laboral y que los problemas que 
buscaban resolver no han tenido variación significativa. 
En el Plan de Acción Laboral se seleccionaron cinco (5) sectores fundamentales 
(minería, aceite de palma, flores, puertos y azúcar) en los cuales se deberían hacer 
propuestas para mejorar el cumplimiento de las normas laborales. La priorización 
de los cinco (5) sectores se hizo porque estos producen bienes altamente 
exportables y porque en estos sectores son en los que más se han vulnerado los 
derechos de los trabajadores según las Centrales sindicales y es sobre esos 
sectores en los que se han colocado más quejas ante el gobierno de Colombia. 
Según las Centrales sindicales:  
Para esa época en esos sectores la precariedad del empleo era elevada, la 
tercerización era alta y las garantías sindicales eran pocas, para esa época 
estaba el problema de los cortadores de caña. En el sector de la palma y 
flores había complicaciones laborales, en este último el nivel de 
sindicalización es del 1 o 2 por ciento, el sindicato está vetado en el sector 
de las flores (Orjuela, 2017). 
Las centrales muestran un ejemplo claro de que es posible que las empresas 
cumplan con las normas laborales vigentes y que mejorar las condiciones laborales 
de los trabajadores ayuda a que mejoren las empresas:  
En el sector de la caña se llegó a un acuerdo y con eso se rompió el mito que 
había en Colombia, incluido el Ministerio de Trabajo, de que el trabajador de 
cooperativa no podía sindicalizarse, presentar pliego de negociación. Cuando 
los corteros se fueron a paro y crearon el sindicato de corteros al cual se 
afiliaron unos 8.000 corteros, nos decían que si se quitaba la tercerización en 
el sector de la caña de azúcar se hundía el sector del azúcar, tocaba cerrar 
las empresas si los corteros estaban formalizados (Orjuela, 2017).  
En el sector del azúcar, los corteros de caña son por lo general contratados como 
jornaleros y se les paga por la cantidad recogida en el día. Además, eran 
contratados por Cooperativas de Trabajo Asociado y por ello no podían conformar 
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sindicatos ni presentar pliegos laborales. Por ello, el que se haya llegado a un 
acuerdo como éste, evidencia que todas las partes mejoran al cumplir con las 
normas laborales que rigen en Colombia.  
Para los gremios empresariales, en referencia el cumplimiento de los objetivos del 
PAL, es responsabilidad del Estado y son sus funcionarios quienes deben 
responder. Aun así, reconocen que el Estado sí ha cumplido con lo que se propuso 
en el PAL y razón de ello es que el Congreso de Estados Unidos ratificó el TLC con 
Colombia (Ramírez, Entrevista sobre el componente laboral en el TLC entre Estados 
Unidos y Colombia, 2017).   
Se puede concluir entonces que se llegó al PAL porque había intereses políticos de 
los legisladores estadounidenses y por ello no ratificaban el TLC. Según los 
gremios, la Representante a la Cámara de Estados Unidos Nancy Pelossi tenía la 
mayoría de su votación en Condados y Distritos de Estados Unidos donde Colombia 
competía con las flores, al tener esta fuerte competencia, sus votantes perderían 
sus trabajos; y ello explica que su negativa a la ratificación del TLC no era comercial  
Entonces el argumento para rechazar el acuerdo fue una norma no técnica 
en el acuerdo, sino decir que no se respetan los derechos laborales y 
entonces a partir de eso generaron un esquema de debate político que se 
destrabó con ese acuerdo de Implementación (Ramírez, 2017). 
Aun así, la posición es que: “[…] el acuerdo Obama – Santos no es un Acuerdo 
Laboral, es un acuerdo de comercio” (Ramírez, Entrevista sobre el componente 
laboral en el TLC entre Estados Unidos y Colombia, 2017) Aunque consideran que 
las motivaciones para la formulación y aplicación del PAL son políticas y no 
comerciales, mantienen la creencia que todo respecto al TLC es netamente 
comercial. Hay que aclarar también que los gremios empresariales consideran que 
el PAL: 
[…] es un acuerdo de implementación, en donde le corresponde al gobierno 
colombiano adelantar una serie de normas que en nuestro criterio nos parece 
que está muy bien, si eso es lo que el gobierno colombiano se comprometió 
con Estados Unidos y el gobierno lo firmó porque en su momento lo 
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consideró, en su sana razón, que era el mecanismo idóneo para destrabar la 
implementación del acuerdo, está muy bien (Ramírez, 2017).  
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5. POSICIONES DE LOS ACTORES RESPECTO A LAS POLÍTICAS 
PÚBLICAS LABORALES Y EL ENTORNO LABORAL 
COLOMBIANO 
 
5.1 Gremios empresariales 
Para los gremios empresariales en Colombia no hay Dumping social y se refieren a 
la definición de la OMC:  
El dumping es un arancel diferencial, cobrar un arancel diferencial para que 
en la trazabilidad del producto en el bien final sea menor que el que tenían al 
inicio de la cadena productiva. Y cuando usted accede al mercado 
internacional, con los empresarios que compiten, usted tendrá un arancel 
distinto en varios países y tendrá más competitividad en un país que en otro 
respecto a su estructura arancelaria (Ramírez, 2017). 
Según lo anterior, y partiendo de lo que puede considerarse como Dumping social 
que es, por ejemplo, desmejorar las condiciones laborales para reducir los costos y 
así ser más competitivos “tenemos un mayor nivel de compromiso el gobierno y los 
empresarios colombianos que el que tiene el gobierno de los Estados Unidos, eso 
quiere decir que Estados Unidos si hace eso que se llama Dumping Social”. Y 
aunque el costo de la mano de obra colombiana comparada con la de los 
trabajadores de Estados Unidos es más bajo, el argumento es la productividad que 
tienen los trabajadores estadounidenses que en general producen 6 veces más que 
los colombianos en el mismo periodo de tiempo (Ramírez, 2008). 
Para los gremios empresariales es imposible medir cómo se utiliza el trabajo para 
reducir costos y ser más competitivos. La justificación está en que ellos utilizan los 
recursos legales que tiene la legislación colombiana y que en la legislación y/o 
regulación del mercado de trabajo no era ilegal la utilización de las Cooperativas de 
Trabajo Asociado (CTA), ya que estaban reguladas en el Decreto 583 de abril del 
2016. Antes del mencionado Decreto, las CTA no estaban reguladas y no eran ni 
legales ni ilegales y se utilizaban para realizar cualquier labor en las empresas 
incluidos los trabajos misionales, el Decreto 583 reguló e identificó cuales son los 
trabajos. Posteriormente el Consejo de Estado declaró nulo varios puntos del 
56 
 
decreto 2025 y del 583 y de ello, se derivó que ya no esté prohibido contratar 
trabajos misionales con CTA que hagan intermediación laboral.  
Pero hay un argumento adicional sobre qué es misional y qué no para las empresas. 
Según los empresarios, esto es la cadena de producción, y hoy son muy pocos los 
productos que se hacen totalmente en un solo país o lugar específico. Para la 
producción de alimentos se utilizan semillas, fertilizantes, insecticidas y otros 
productos de distintos países. Para la producción de bienes tecnológicos, es aún 
más amplio el número de países de donde provienen las partes que componen el 
bien final.  
En la prestación de servicios como la telefonía y el soporte técnico para celulares 
pueden ser varios los países que presten algunos de estos servicios. Por ejemplo, 
el servicio de telefonía lo presta una empresa X, pero quienes venden los planes 
pueden estar en determinado lugar del país, y los que dan soporte técnico por fallas 
en la prestación del servicio, pueden estar en otro. Por tal razón, se preguntan 
algunos empresarios ¿qué es misional en esas cadenas de producción? dado que, 
si para una empresa su función principal es prestar el servicio de telefonía, lo que 
se requiere es que las personas puedan comunicarse. Así, la función principal de la 
empresa no tiene relación con los vendedores del servicio telefónico, o con los de 
soporte técnico. 
Lo anterior quiere decir que lo misional para las empresas puede variar dependiendo 
de la actividad que se realice. Pero quedan inquietudes como las siguientes: Quien 
vende los servicios, ¿está participando de la actividad principal, si o no? Dado que 
si no vende no hay clientes, si no hay buen soporte técnico cuando hay fallas las 
personas se cambian de empresa; por lo tanto, ¿el soporte técnico es o no 
fundamental para la actividad principal? Y aunque no menos importante: los 
servicios de vigilancia y aseo ¿hacen parte o no de la actividad principal? 
Para las actividades mencionadas, las empresas buscan que haya un tercero que 
les preste el servicio como los Call Center, las empresas de vigilancia, las empresas 
de aseo, etc, las cuales contratan de forma temporal y para prestar específicamente 
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esos servicios a las empresas. Para ello utilizan Cooperativas de Trabajo Asociado 
o las Sociedades por Acciones Simplificadas (SAS), entre otros.  
El Estado comenzó a regular las CTA porque no estaban cumpliendo con el objeto 
principal para el que fue creado esta figura. Las empresas empezaron a contratar 
con las SAS; esto en la búsqueda de no pagar directamente los costos laborares no 
salariales en los que incurren las empresas; en las CTA y SAS se puede pagar por 
prestación de servicios y los empleados deben pagar todas sus prestaciones 
sociales. 
Utilizar CTA y SAS por parte de las empresas no es ilegal, si se hace en los términos 
y condiciones establecidos por la Ley, pero lo que muestran las centrales sindicales 
hasta el año 2017 es que se estaban empleando para no contratar directamente las 
actividades misionales de las empresas; incluso en las entidades estatales es 
común este tipo de tercerización.  
En las Universidades públicas se contratan por prestación de servicios las 
secretarias, los trabajadores de la administración, los de centros de investigación, 
entre otras dependencias. Quienes definitivamente han sido contratados por 
tercerización son los vigilantes y el personal de aseo.  
Una pregunta de los gremios fue “¿cómo se pide contratar por Contrato de término 
indefinido a un jardinero si solo va a trabajar dos (2) o tres (3) veces al mes? Debería 
permitirse la contratación por horas” (Ramírez, Entrevista sobre el componente 
laboral en el TLC entre Estados Unidos y Colombia, 2017). El hecho es que en 
Colombia la contratación por horas está permitida y la situación más clara se da en 
la docencia universitaria.  
Para los gremios empresariales, el Estado debe velar para que se garantice la 
libertad de empresa y no hacer incurrir a las empresas en costos adicionales. y por 
ende se debe buscar a juicio de los empresarios la forma de no legislar en contra 
de las empresas 
Entonces si yo saco unas leyes que lo único que hacen es garantizar un 
exceso de costos, el inversionista dice: prefiero tomar ese capital e invertirlo 
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en otra cosa, si usted como Estado me va a colocar tal nivel de restricciones 
a la operación de mi capital en donde la rentabilidad que yo tengo es menor 
que el costo incluso de no hacer nada, ya que en el sector financiero me da 
una DTF, yo prefiero tenerla sin hacer nada, porque me renta mucho más. Y 
eso no es sano para una economía… (Ramírez, Entrevista sobre el 
componente laboral en el TLC entre Estados Unidos y Colombia, 2017). 
Esto en referencia al Programa para la creación de 40.000 nuevos empleos y/o la 
política de primer empleo mediante la cual donde el Estado, por seis meses, pagaba 
el salario (que no era el salario mínimo completo) del trabajador3 y la empresa no 
asumía ningún costo, pero al terminar este periodo, se suponía que las empresas 
contratarían a estas personas. Según los gremios empresariales no ocurrió eso y lo 
que pasó fue que las empresas, en general, pero no todas, no les asignaban tareas 
a esas personas y cuando se terminaban los seis meses, los desvinculaban porque 
no necesitaban sus servicios. Esto ocurrió, en mayor medida, en las Pymes. 
¿Por qué está política pública no funcionó? La razón está en que las empresas si 
necesitan un empleado más lo contratan, no necesitan que el Estado les facilite los 
trabajadores, sí se tienen las máquinas suficientes para realizar el trabajo o los 
cajeros necesarios para atender a los clientes, un trabajador más lo que hará es 
que haya rendimientos marginales decrecientes. Por lo tanto, para los gremios 
empresariales, esa plata se pudo haber invertido mejor en educación para ciertos 
oficios que se podían necesitar o en otras políticas, también en facilitar líneas de 
crédito para las Pymes y Famipymes que tienen acceso restringido a los créditos  
Entonces nos gastamos una plata que hubiese servido en otras cosas y 
distorsionamos el mercado laboral y no resolvimos el problema del empleo. 
y en conclusión, el empleo no se genera porque usted lo subsidie, el empleo 
se genera si usted lo necesita. […] Por lo tanto, no generamos 40.000 
empleos, nos gastamos una plática y la conclusión era la que todo el mundo 
sabía al inicio del programa, que eso no iba a funcionar porque el empleo no 
se genera porque usted lo subsidie (Ramírez, 2017). 
 
 
3 Esta afirmación no esta en la Ley 1429 de 2010 conocida como la Ley de Primer empleo. 
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5.2 Centrales sindicales. 
 
Las centrales sindicales en general consideran que la ratificación del TLC en 
Colombia se hizo porque el gobierno de ese momento tenía mayorías en el 
Congreso y éste le aprobaba todo al gobierno. De modo que, para las centrales 
sindicales la aprobación del TLC se hizo sin que la mayoría de los legisladores lo 
leyeran, porque el TLC estaba en idioma inglés. 
Sin embargo, las centrales sindicales si podían hacer algo para que no se ratificara 
en Estados Unidos, y lo hicieron:  
Entonces el problema estuvo en la ratificación: el proceso que duró 6 años 
fue por la posición de los demócratas que tenían el control de la Cámara, 
pero esa posición de los demócratas también se vio notablemente influida 
por la posición de la central norteamericana AFL-CIO. Hubo una interacción 
fuerte, coordinada, entre el movimiento sindical colombiano y esta Central 
sindical y fue un factor decisivo porque hay una bancada muy grande de 
congresistas demócratas que dependen de los sindicalistas norteamericanos 
en especial de esta central sindical y también hubo una acción bastante 
grande de organizaciones no gubernamentales y plataformas sociales que 
en unión con ONG también actuaron para que no se aprobará el TLC como: 
organizaciones ambientalistas, organizaciones afros, de derechos humanos, 
de mujeres y los partidos políticos de oposición en Colombia que incluyo en 
un comienzo al Partido Liberal (Orjuela, 2017). 
A diferencia de los gremios empresariales, que no hicieron coaliciones con otras 
organizaciones dentro o fuera del país (o no lo reconocieron), las centrales 
sindicales si hicieron frente común con otras organizaciones, aunque pudiesen ser 
por motivos diferentes a los laborales, por ejemplo, motivaciones económicas al 
interior del país (Morantes, 2017), (Orjuela, 2017). También hicieron coaliciones por 
causas que consideraban similares a las suyas, como la pérdida de empleos, con 
la central sindical AFL-CIO de Estados Unidos. Fueron estas coaliciones, en 
particular con la AFL-CIO, las que según las centrales sindicales colombianas, 




El Congreso estadounidense se opuso a la ratificación del TLC mientras hubo 
mayoría del Partido Demócrata. La razón de esta oposición es que en algunos 
Estados donde el Partido Demócrata tenía mayoría se iban a perder empleos por el 
ingreso de bienes como las flores, y como los legisladores tenían su mayor votación 
allí, la oposición fue radical. Como dijeron los gremios empresariales colombianos, 
la oposición se hizo de una forma técnica, sin mostrar que fue por estos intereses 
de los congresistas estadounidenses que se retrasó la ratificación del TLC en 
Estados Unidos. Lo irónico, según las centrales sindicales colombianas, es que 
cuando llegó a la presidencia Barack Obama, se impulsó la ratificación del TLC con 
Colombia y que para obtener las mayorías Obama tuvo que apoyarse en el Partido 
Republicano. La forma que utilizó Obama, según las centrales sindicales 
colombianas para “lavar el pecado”, fue elaborar el Plan de Acción Laboral (Orjuela, 
2017).  
En todas las conversaciones y entrevistas con las centrales sindicales colombianas 
el común denominador fue la creencia de que el PAL no se hizo en Colombia, y que 
no se concertó la puesta en marcha del mismo con las centrales sindicales. Así 
mismo, como ya se había señalado, que en el PAL se incluyó un tema que fue una 
propuesta de campaña del Gobierno del presidente Juan Manuel Santos, la creación 
del Ministerio del Trabajo (Morantes, 2017).  
El asunto es que por ejemplo el presidente Santos en su campaña electoral 
del año 2010 anunció varias cosas como promesas electorales, cuando no 
había hablado del TLC prometió que volvería a haber Ministerio de Trabajo, 
se lo prometió a los trabajadores […]  o sea, cuando en el PAL proponen 
crear de nuevo el Ministerio de Trabajo, están mintiendo ya que eso fue una 
propuesta de campaña electoral y una petición de nosotros los trabajadores 
y ya era un hecho cuando se firmó el PAL. (Morantes, 2017)4. 
Las centrales sindicales no firmaron el PAL por las razones arriba señaladas y, 
porque según ellos, los invitaron a la Vicepresidencia el día anterior al que se iba a 
entregar firmado el PAL para comenzar su ejecución:  
 
4 El Plan de Acción Laboral fue firmado el 7 de abril de 2011 la creación del Ministerio de Trabajo se 
hizo por la Ley 1444 del 4 de mayo de 2011 por ello el sindicalista hace esa afirmación. 
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Nos entregaron el Acuerdo [PAL] para que lo firmáramos y nosotros no 
podíamos firmar algo que no conocíamos, además el Plan de Acción Laboral 
era sobre temas que habíamos pedido siempre, pero no íbamos a firmar algo 
que los presidentes firmaron y que nosotros firmaríamos detrás y entonces 
‘qué fuerza tendría nuestra firma en un acuerdo que era impuesta por ellos’, 
cuando ellos firmaron eso era válido para los Estados Unidos y válido para 
Colombia (Morantes, 2017). 
En este aspecto, surge una diferencia entre las centrales sindicales ya que 
finalmente la Confederación General de Trabajadores (CGT) sí firmó el PAL por 
medio de su representante y según las demás centrales cindicales  
Nancy Pelossi dijo que hasta que los trabajadores colombianos no dijeran 
que sí, ellos no daban el visto bueno y entonces, como nosotros no habíamos 
firmado, no había pasado allá en la Cámara, pero entonces tomaron como 
un sí, la firma que hizo la CGT y la Confederación de Pensionados y con eso 
sí firmaron el TLC (Morantes, 2017)..  
Si bien las centrales sindicales tenían un punto en común en no querer el TLC 
porque en Colombia no se cumplía con las regulaciones en materia laboral ni 
sindical, no fue posible conocer la razón por la cual la CGT firmó el PAL y que con 






6. PROPUESTAS DE LOS ACTORES SOBRE POLÍTICAS PÚBLICAS 
LABORALES  
Según los gremios empresariales las condiciones de contratación laboral han 
cambiado; y la contratación a término indefinido no es acorde a las condiciones de 
producción y sociales de hoy en día. Lo que sí es posible, es hacer la contratación 
a término fijo o por el tiempo que dure en realizarse la producción en sembrar y/o 
recoger la cosecha, el tiempo que dure una campaña publicitaria o de mercadeo; 
esto, con el fin de optimizar los costos de producción. 
Los gremios empresariales han propuesto en el Consejo Nacional de 
Competitividad adoptar salarios diferenciales y así se han consignado en los 
Informes Nacionales de Competitividad que publica anualmente el Consejo Privado  
de Competitividad (Consejo Privado de Competitividad, 2015). En los últimos 4 años 
se ha recomendado reiteradamente un salario diferencial para los jóvenes, que 
muestran las tasas más altas de desempleo en el país y diferencial para las 
regiones. Esta recomendación se basa en el hecho de que es diferente la 
productividad en las ciudades principales del país con las otras ciudades. Tambien 
se argumenta  que el costo de vida es diferente entre una region y otra,  porque por 
ejemplo,  en el campo las familias producen parte de los alimentos. 
El Consejo Nacional de Competitividad propone respecto al salario diferencial para 
los jóvenes argumentando que  
Los esquemas de formación dual, por ejemplo, se fundamentan no en la 
obligatoriedad, sino en la posibilidad del sector productivo de hacer parte de 
la formación (por ende, mejorando la pertinencia educativa) y en la posibilidad 
de atraer capital humano joven por un salario menor.” (Consejo Nacional de 
Competitividad, 2014, pág. 84).  
Con esta propuesta, se busca que con una menor remuneración a los jóvenes, las 
empresas contraten más, los formen y así sean más productivos.  
Para el año siguiente la propuesta fue la siguiente: “Así mismo, dada la evidencia 
del impacto negativo del salario mínimo sobre la informalidad a nivel regional y 
poblacional, el país debe evaluar la posibilidad de tener un salario mínimo diferencial 
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a nivel regional o por grupos poblacionales” (Consejo Privado de Competitividad, 
2015, pág. 96). 
En el Informe Anual de Competitividad 2016 – 2017 la propuesta fue: “se debe 
evaluar la posibilidad de establecer un salario mínimo diferencial a nivel regional o 
por grupos poblacionales, dado el impacto negativo del salario mínimo sobre la 
informalidad” (Consejo Privado de Competitividad, 2016, pág. 96). 
Esta recurrente propuesta va encaminada a formalizar el empleo en los jóvenes y a 
disminuir el desempleo en este grupo poblacional. El punto es si esto se puede 
tomar después como un abuso para decirles a las demás personas: ‘hay jóvenes 
que harían este trabajo mucho más barato que usted, si no acepta contratamos a 
los que sí lo acepten’. También puede ocurrir que una vez ya no sean jóvenes, los 
despidan para contratar a quienes si puedan pagarles menos. Esto tendría mayor 
incidencia en los trabajos rurales en los cuales se contrata por siembras o cosechas. 
Además, al proponer salarios diferenciales por regiones, ¿cómo se realizaría el 
pago de una persona que es contratada en Cali, Medellín o Bogotá y es enviada a 
trabajar en Leticia, Puerto Carreño, Puerto Inírida, Quibdó, etc.? ¿Sería un pago de 
acuerdo con el lugar donde va a trabajar o donde es contratado?, y ¿si realiza un 
trabajo de 15 días en un lugar y 15 días en otro? 
Otra propuesta está relacionada con la reducción de los Costos Laborales no 
Salariales asociados a la Contratación Formal (CLNS), en particular, respecto a las 
Cajas de Compensación Familiar:  
Una opción en la que ha insistido el Consejo Nacional de Competitividad, al 
igual que otros actores, es la de continuar explorando posibilidades de 
reducción de los CLNS, puntualmente a través de la eliminación del impuesto 
parafiscal asociado a las Cajas de Compensación Familiar (Consejo Nacional 
de Competitividad, 2014, pág. 82). 
En el 2015 la propuesta fue:  
[…] en línea con los avances de la Reforma Tributaria de 2012, es crucial 
continuar con la disminución de los costos laborales no salariales asociados 
a la contratación formal. Por ejemplo, la financiación de las cajas de 
compensación sigue pesando en estos costos. Por lo tanto, se debería 
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realizar una evaluación del costo-beneficio de las cajas, […]. Además de lo 
anterior, en el corto plazo, se deben fortalecer las actividades de inspección, 
vigilancia y control de los recursos parafiscales que se les destinan. (Consejo 
Privado de Competitividad, 2015, pág. 96).  
Continuando en la línea de reducir los costos laborales no salariales e incluyendo el 
tema de la corrupción que se detectó en las Cajas de Compensación familiar, en 
particular con los subsidios familiares, se señala  
Continuar reduciendo los costos laborales no salariales asociados a la 
contratación formal. […] a partir de una evaluación del costo-beneficio de las 
cajas, en particular de la figura del subsidio familiar, se podrían priorizar los 
servicios que prestan estas entidades y modificar su fuente de financiación –
vía Presupuesto General de la Nación–, mediante la reforma tributaria que 
está en curso. Además, se deben fortalecer, en el corto plazo, las actividades 
de inspección, vigilancia y control de los recursos que se les destinan para 
su funcionamiento, teniendo en cuenta los múltiples problemas de regulación 
e información asimétrica asociados a las cajas, y el alto grado de 
heterogeneidad de los servicios ofrecidos y la población atendida (Consejo 
Privado de Competitividad, 2016, pág. 91).  
En este último informe se profundiza más en por qué debe reducirse este costo para 
las empresas y se sugiere que sea el Estado quien las asuma. Cómo también se 
busca reducir los impuestos que pagan las empresas, entonces, ¿Quiénes deben 
pagar por estos subsidios?, son las personas vía impuestos indirectos. 
Si bien la reducción de los costos salariales y los costos no laborales asociados al 
trabajador son una constante, los gremios apuntan a que la mano de obra no está 
calificada para atraer inversión en las regiones:  
Un presidente de una compañía no estaría dispuesto a colocar una sucursal 
o empresa en un sitio donde haya capital humano escaso, una empresa [de 
venta de café por ejemplo], y eso que bajó mucho el precio al café, no 
colocaría su empresa o sucursal porque los factores de producción son 
inexistentes, no hay capital humano” (Ramírez, Entrevista sobre el 
componente laboral en el TLC entre Estados Unidos y Colombia, 2017). 
De esta frase se desprendería entonces que, aun reduciendo el salario mínimo en 
las regiones o disminuyendo los aportes de parafiscales, algunas empresas no 
invertirían en las regiones e irían a las ciudades más desarrolladas, continuando así 
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con el ciclo de baja productividad y de reproducción de brechas de desarrollo. Es 
importante también destacar que en los Informes Nacionales de Competitividad se 
hacen aportes para mejorar al respecto. 
Una propuesta de los gremios empresariales es la siguiente:  
[…] si hay un 52% del salario que el trabajador no recibe pero que el 
empresario tiene que pagar, no suba el salario mínimo, déjelo ahí, monetice 
del 52% el 30%, y usted hizo un incremento real del ingreso de los 
trabajadores en su billetera en el 30% y deje el otro 22% para financiar salud 
y pensión, pero quite esa otra cantidad de arandelas. […] Si usted le quiere 
dar más plata al empleado, yo le tengo esta propuesta, sin afectar la 
economía. Deje el salario mínimo igual y durante 5 años vaya pasando ese 
52% en proporciones al salario real de la persona, primer año pase el 10%, 
pero los de las centrales quieren que sea a cargo del empresario. Segundo 
año el otro 10% y así sucesivamente. Y no se afectó la economía (Ramírez, 
Entrevista sobre el componente laboral en el TLC entre Estados Unidos y 
Colombia, 2017).  
Esta propuesta, dicen en los gremios empresariales que fue rechazada por las 
centrales sindicales porque ‘al empleado no se le pueden dar en el salario 
vacaciones, cesantías, Caja de compensación, etc., porque el trabajador no lo 
ahorra y se lo gasta’. Pero desde el punto del empresario tampoco se les podría 
cargar a ellos, porque es responsabilidad del individuo.  
En relación a las Hipótesis 1 y 2 planteadas en el Marco Teórico se evidencia que 
las posiciones de los Gremios empresariales y de las Centrales sindicales se han 
mantenido desde el inicio de las negociaciones del Tratado de Libre Comercio con 
Estados Unidos y que no han cambiado en el tiempo.  
Ambos actores han realizado propuestas respecto a qué se debe hacer y mejorar 
en el tema laboral colombiano para cumplir con la legislación vigente, pero 
manteniendo sus posiciones centrales respecto a: mantener el tema laboral fuera 
de las negociaciones de los TLC por parte de los gremios empresariales y, a la 
necesidad de incluir cláusulas laborales para proteger a los trabajadores y que no 
se utilice la mano de obra para hacer dumping social. 
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Si bien para los centrales empresariales, la negativa por parte del Congreso de 
Estados Unidos a ratificar el TLC fue por razones técnicas y no laborales, para las 
centrales centrales sindicales se debió a la reiterada violación de los derechos 
laborales por parte de los empresarios (no del Estado).  
En entrevista realizada para este trabajo el ex Ministro de Comercio, Industria y 
Turismo (2002 – 2006), Jorge Humberto Botero, quien fue negociador del TLC, 
indicó que las razones de las centrales sindicales colombianas y estadounidenses 
para estar en contra del TLC son distintas. Para las Centrales sindicales 
estadounidenses la razón es que: en los productos manufacturados de baja 
tecnología los productos llegarían a Estados Unidos con precios bajos por la alta 
utilización intensiva de mano de obra. Mientras que en Colombia para las centrales 
sindicales colombianas la firma y ratificación del TLC haría que se desmejoraran las 
condiciones laborales para así ser competitivos. (Botero, 2017). 
Aunque las razones parezcan distintas, las centrales sindicales colombianas 
hicieron coalición con sus pares estadounidenses para hacer lobby y que no se 
ratificara el TLC en el Congreso estadounidense. Estas coaliciones se han 
mantenido en el tiempo, incluso han buscado apoyo de las centrales sindicales 
europeas para que Colombia antes de ser aceptada como miembro de la OCDE 





7. CASOS EN LOS QUE SE HAN UTILIZADO LAS CLÁUSULAS 
LABORALES POR INCUMPLIMIENTO DE LA LEGISLACIÓN 
LABORAL EN EL MARCO DE LOS TRATADOS DE LIBRE 
COMERCIO 
 
Para analizar por qué el cumplimiento de la legislación laboral interna incide en la 
ratificacion de los tratados de libre comercio y en estos se incuyen cláusulas 
laborales, se estudiarán tres casos. El primero se refiere a la demanda que colocó 
Estados Unidos a Guatemala en el marco del Tratado Comercial CAFTA-DR; los otros dos 
corresponden a las quejas de Canadá y Estados Unidos a Colombia en el marco de los 
tratados comerciales entre esos países y Colombia. 
El caso de Guatemala es importante porque en él se ven reflejadas muchas de las 
situaciones de cumplimiento de la legislación laboral que se han presentado en Colombia y 
por las cuales se demoró la ratificación del TLC con Estados Unidos. En esta se podrán 
notar temas como: Inspección laboral, Huelga y hacer cumplir efectivamente la legislación 
laboral interna. Adicionalmente, en este caso, se pudo tener acceso a todo el proceso, 
desde el inicio de la demanda hasta el fallo final.  
7.1 Guatemala – Estados Unidos en el CAFTA-DR 
Estados Unidos interpuso una demanda contra el gobierno de Guatemala por 
violación del artículo 16.2.1(a) en el año 2008. En la demanda se asegura que el 
Estado guatemalteco no hizo cumplir los estándares laborales de su legislación y 
que esto afectó el comercio entre ambos países en el marco del Tratado de Libre 
Comercio entre Centro América – República Dominicana y Estados Unidos (The 
Dominican Republic-Central America-US Free Trade Agreement - CAFTA-DR), al 
no hacer cumplir la legislación laboral en relación a: Derechos de asociación, 
Condiciones de negociar colectivamente y Condiciones aceptables de trabajo 
(International Centre for Trade and Sustainable Development, 2017). Se aduce que 
el comercio se vio afectado ya que la producción de los bienes y servicios que se 




Inicialmente, se presenta una queja por parte de las centrales sindicales de 
Guatemala en conjunto con la central sindical estadounidense AFL-CIO ante el 
Departamento de Trabajo de Estados Unidos para que esta entidad revisara si hubo 
incumplimiento. El texto del tratado dice:  
Una Parte no dejará de hacer cumplir efectivamente sus leyes 
laborales, a través de un curso de acción sostenido o recurrente o 
inacción, de una manera que afecte el comercio entre las Partes, 
después de la fecha de entrada en vigor de este Acuerdo.” [Traducción 
del autor] 5  (International Centre for Trade and Sustainable 
Development, 2017, págs. 14, 15) 
Esta es la misma base argumental utilizada en los reclamos por parte de las 
centrales sindicales de Colombia ante Canadá y Estados Unidos.  
Después de revisada la queja 
Los Estados Unidos sostienen que Guatemala no ha hecho cumplir 
efectivamente sus leyes laborales, a través de un curso de acción 
sostenido o recurrente o inacción, de manera que afecte el comercio 
entre las Partes, después de la fecha de entrada en vigor del CAFTA-
DR.” [Traducción del autor] 6  (International Centre for Trade and 
Sustainable Development, 2017, pág. 15) 
Los casos específicos por los cuales se hace la demanda fueron: no garantizar el 
cumplimiento de las órdenes judiciales, no realizar las investigaciones bajo el 
Código Laboral Guatemalteco, no colocar las sanciones y no verificar el 
cumplimiento de las sanciones: 
a) Al no garantizar el cumplimiento de las órdenes judiciales que 
exigen que los empleadores restituyan y compensen a los 
trabajadores despedidos por actividades sindicales y paguen una 
multa por su acción de represalia; 
 
5 A Party shall not fail to effectively enforce its labor laws, through a sustained or recurring course of 
action or inaction, in a manner affecting trade between the Parties, after the date of entry into force 
of this Agreement. 
6 The United States contends that Guatemala has failed to effectively enforce its labor laws, through 
a sustained or recurring course of action or inaction, in a manner affecting trade between the Parties, 
after the date of entry into force of the CAFTA-DR. 
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b) Al no llevar a cabo las investigaciones de conformidad con el 
Código de Trabajo de Guatemala (GLC) y al no imponer las 
sanciones necesarias cuando los inspectores del Ministerio de 
Trabajo identificaron violaciones de los empleadores; y, 
c) Al no registrar sindicatos o instituir procesos de conciliación dentro 
del tiempo requerido por la ley” [Traducción del autor] 7 .” 
(International Centre for Trade and Sustainable Development, 2017, 
pág. 15) 
Estos casos son similares a los que exponen las centrales sindicales colombianas 
y por los cuales estos colocaron un reclamo ante la misma entidad de Estados 
Unidos en el año 2016. 
Por su parte, el gobierno de Guatemala alegó que la demanda se hizo en términos 
muy imprecisos, de un espectro muy amplio y sin ningún caso concreto. Además 
argumentó que el Estado guatemalteco se había visto perjudicado “[…] Guatemala 
argumentó que había sufrido perjuicios como resultado del incumplimiento por parte 
de los EE. UU. de los requisitos de alegato del Artículo 20.6.1, en la medida en que 
carecía de la debida notificación del caso y debía responder. [Traducción del autor]8” 
(International Centre for Trade and Sustainable Development, 2017, pág. Pag 16) 
Además, el Estado de Guatemala argumentó que:  
[…] la obligación de que una Parte "no deje de aplicar efectivamente 
sus leyes laborales" corresponde únicamente a la conducta del poder 
ejecutivo de la Parte y, por lo tanto, no se refiere a los actos del poder 
judicial u otros organismos no ejecutivos. Basa este argumento en la 
definición de "leyes laborales" en el Artículo 16.8, que se refiere a 
"estatutos o reglamentos, o disposiciones de los mismos", que están 
directamente relacionados con "derechos laborales reconocidos 
internacionalmente". El término "estatutos o reglamentos" es definida a 
su vez para significar, con respecto a Guatemala, "leyes de su cuerpo 
 
7 a) By failing to secure compliance with court orders requiring employers to reinstate and compensate 
workers wrongfully dismissed for union activities, and to pay a fine for their retaliatory action; 
b) By failing to properly conduct investigations under the Guatemalan Labor Code (GLC) and by 
failing to impose the requisite penalties when Ministry of Labor inspectors identified employer 
violations; and 
c) By failing to register unions or institute conciliation processes within the time required by law. 
8 Guatemala argued that it had suffered prejudice as a result of the U.S. failure to meet the pleading 
requirements of Article 20.6.1, inasmuch as it lacked adequate notice of the case it must answer. 
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legislativo o reglamentos promulgados de conformidad con un acto de 
su cuerpo legislativo que se pueden hacer cumplir por acción del 
cuerpo ejecutivo [Traducción del autor]9 (International Centre for Trade 
and Sustainable Development, 2017, pág. 36).  
Esto hace referencia al hecho de que las violaciones sean cometidas por las 
empresas privadas no pueden ser vistas como falta o fallo del Estado en hacer 
cumplir las normas laborales vigentes o que otras entidades del Estado (que no sea 
el ejecutivo) no hagan cumplir las leyes laborales. Sin embargo, es deber del Estado 
hacer cumplir las leyes y para ello tiene diversos instrumentos. Excusarse en que 
un tercero no cumple las leyes, no debe ser un argumento válido.  
Por tal razón lo primero que se debía demostrar era si efectivamente el Estado de 
Guatemala no estaba haciendo cumplir sus leyes laborales. Para ello los miembros 
del panel se debieron plantear algunas preguntas como estas:  
¿Qué leyes están cubiertas por la obligación de no dejar de hacer 
cumplir efectivamente las "leyes laborales"? […] ¿Qué leyes están 
cubiertas por la obligación de no dejar de aplicar efectivamente las 
“leyes laborales”? […] ¿Qué se requiere para que una falla en hacer 
cumplir efectivamente las leyes laborales constituya un “curso” de 
acción o inacción? […] ¿Qué se requiere para que un curso de acción 
o inacción sea “sostenido o recurrente”? […] ¿Qué se debe demostrar 
para establecer que el hecho de no hacer cumplir las leyes laborales a 
través de un curso de acción sostenido o recurrente o la inacción es 
"de una manera que afecta el comercio entre las Partes"? […]. ¿Qué 
límites temporales hay en las reclamaciones dentro de nuestros 
términos de referencia?” [Traducción del autor]10. (International Centre 
for Trade and Sustainable Development, 2017, pág. 34),  
 
9 the obligation that a Party “not fail to effectively enforce its labor laws” pertains only to conduct of 
the Party’s executive branch and, therefore, does not pertain to acts of the judiciary or other non-
executive bodies. It bases this argument on the definition of “labor laws” in Article 16.8, which refers 
to “statutes or regulations, or provisions thereof,” that are directly related to specified “internationally 
recognized labor rights.” The term “statutes or regulations” is defined in turn to mean, with respect to 
Guatemala, “laws of its legislative body or regulations promulgated pursuant to an act of its legislative 
body that are enforceable by action of the executive body.” 
10 Which laws are encompassed by the obligation to not fail to effectively enforce “labor laws”? […] 
Which laws are encompassed by the obligation to not fail to effectively enforce “labor laws”? […] What 
is required for a failure to effectively enforce labor laws to constitute a “course” of action or inaction? 
[…] What is required for a course of action or inaction to be “sustained or recurring”? […] What must 
be shown to establish that a failure to enforce labor laws through a sustained or recurring course of 
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De esta forma se podía dar solución a la demanda presentada por Estados Unidos. 
Tenían que resolver esas preguntas, dado que el Gobierno de Guatemala de ese 
entonces (2010, cuando se creó el panel arbitral) planteó:  
[...] la obligación de que una Parte "no deje de aplicar efectivamente 
sus leyes laborales" corresponde únicamente a la conducta del poder 
ejecutivo de la Parte y, por lo tanto, no se refiere a los actos del poder 
judicial u otros organismos no ejecutivos. Basa este argumento en la 
definición de "leyes laborales" en el Artículo 16.8, que se refiere a 
"estatutos o reglamentos, o disposiciones de los mismos", que están 
directamente relacionados con "derechos laborales reconocidos 
internacionalmente [Traducción del autor] 11  (International Centre for 
Trade and Sustainable Development, 2017, pág. 47).  
La resolución del panel fue que sí era pertinente y que se debía investigar y dar 
solución a la demanda presentada por Estados Unidos porque:  
Hay diferentes maneras de fallar para hacer cumplir efectivamente 
(las leyes laborales) puede ser a través de un curso de acción o 
inacción sostenido o recurrente y de una manera que afecte al 
comercio. Una posibilidad es que cada falla afecte el comercio, y que 
las fallas tomadas en conjunto se relacionan entre sí para constituir 
un curso sostenido o recurrente de acción o inacción. Otra posibilidad 
es que, si bien no se demuestra que ninguna falla individual afecta el 
comercio (o solo algunas, pero no todas las fallas, se demuestre que 
afecta a la industria), las fallas tomadas juntas constituyen un curso 
de acción continuo o recurrente o la inacción, y la existencia de ese 
curso tiene un impacto en los empleadores que afecta el comercio, lo 
que provoca que las fallas colectivamente afecten al comercio. Por 
ejemplo, si las fallas que conforman un curso de acción o falta de 
acción ocurrieron con la frecuencia y notoriedad suficientes entre los 
empleadores, podrían incentivar a los empleadores a violar la ley con 
una expectativa de impunidad, y el impacto acumulativo de tales 
violaciones podría ser reducir a los empleadores costos para obtener 
 
action or inaction is “in a manner affecting trade between the Parties”? […] . What temporal limits are 
there on the claims within our terms of reference?” 
11 “[…] the obligation that a Party “not fail to effectively enforce its labor laws” pertains only to conduct 
of the Party’s executive branch and, therefore, does not pertain to acts of the judiciary or other non-
executive bodies. It bases this argument on the definition of “labor laws” in Article 16.8, which refers 
to “statutes or regulations, or provisions thereof,” that are directly related to specified “internationally 
recognized labor rights.” 
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una ventaja competitiva y afectar el comercio. Esto podría ser así 
incluso si cada falla individual por sí misma no tuviera un impacto 
perceptible en el comercio”. [Traducción del autor] 12  (International 
Centre for Trade and Sustainable Development, 2017, págs. 168, 169) 
Respecto de los casos presentados por Estados Unidos, se registran hechos 
ocurridos en las empresas Mackditex, Industria de Representaciones de 
Transportes Marítimo (ITM), Negocios Portuarios (Neporsa), Operaciones Diversas 
(Odivesa), Fribo, Representaciones de Transporte Marítimo (Rtm), Alianza, Avandia 
y Solesa. Se tomarán algunos hechos evidenciados en algunas de estas empresas 
que se muestran en el documento International Centre for Trade and Sustainable 
Devellopment del 2017. 
En el caso de Avandia, la razón de la demanda de incumplimiento de las normas 
laborales fue porque:  
[…] el 22 de noviembre de 2006, un tribunal de trabajo determinó que 
Avandia despidió ilegalmente a nueve trabajadores; el 6 de agosto de 
2007, Avandia reincorporó a dos de los nueve trabajadores, pero les 
asignó puestos menos remunerados; el tribunal no abordó una 
alegación presentada más tarde por los trabajadores sobre su 
reincorporación indebida; y que los siete trabajadores restantes nunca 
fueron reincorporados. [Traducción del autor]13 (International Centre 
for Trade and Sustainable Development, 2017, pág. 135). 
 
12 “There are different ways in which a group of failures to effectively enforce may be both through a 
sustained or recurring course of action or inaction and in a manner affecting trade. One possibility is 
that each such failure is in a manner affecting trade, and the failures taken together relate to one 
another so as to constitute a sustained or recurring course of action or inaction. Another possibility is 
that while no individual failure is shown to be in a manner affecting trade (or only some but not all 
such failures are shown to be in a manner affecting trade), the failures taken together constitute a 
sustained or recurring course of action or inaction, and the existence of that course has an impact on 
employers that affects trade, thus causing the failures collectively to be in a manner affecting trade. 
For example, if the failures making up a course of action or inaction occurred with sufficient frequency 
and notoriety among employers, they might incentivize employers to violate the law with an 
expectation of impunity, and the cumulative impact of such violations might be to reduce employers’ 
costs so as to gain a competitive advantage and affect trade. This might be so even if each individual 
failure on its own had no discernible impact on trade.” 
13 on November 22, 2006 a labor court found that Avandia unlawfully dismissed nine workers; on 
August 6, 2007, Avandia reinstated two of the nine workers, but assigned them to lesser paying 
positions; the court did not address an allegation later presented by the workers about being 
improperly reinstated; and that the seven workers were never reinstated. 
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Aunque se trata de un claro incumplimiento de las normas laborales, lo que se debe 
demostrar es si eso afecta el comercio entre las partes. La prueba mostrada es la 
siguiente:  
Los Estados Unidos también presentan un conjunto de documentos 
judiciales. La primera es una petición fechada el 13 de noviembre de 
2006 por un grupo de trabajadores ante un tribunal laboral para una 
declaración en relación con un conflicto colectivo con su empleador. 
El segundo es una orden emitida por el tribunal de trabajo en esa 
misma fecha que prohíbe las represalias de cualquiera de las partes 
en el conflicto colectivo. La tercera es una orden de reincorporación 
del 22 de noviembre de 2006 que ordena a Avandia que reincorpore 
a nueve trabajadores. […] El sexto documento judicial es una orden 
fechada el 9 de agosto de 2007 que duplica una multa impuesta a 
Avandia y una advertencia de que el pago a esos dos trabajadores 
debía realizarse dentro de los tres días, en caso contrario, el caso se 
certificaría para un proceso penal por desobediencia.” [Traducción del 
autor]14 (International Centre for Trade and Sustainable Development, 
2017, págs. 135, 136)  
Finalmente, el Panel arbitral considera que  
[…] existe evidencia suficiente para suponer que un tribunal de trabajo 
emitió una orden en la cual Avandia hizo violaciones al GLC [Código 
Laboral Guatemalteco] el 22 de noviembre de 2006. La orden se 
refería a nueve trabajadores. A 3 de julio de 2007, dicha orden no 
había sido ejecutada con respecto a ninguno de ellos. Otra orden que 
ordenaba la reincorporación de los mismos individuos se emitió en 
esa fecha. Hasta el 9 de agosto de 2007, dos trabajadores no habían 
sido reincorporados a sus puestos o no habían recibido el pago que 
se les debía de conformidad con la orden original del 22 de noviembre 
de 2006. 
El Panel puede concluir que los tribunales laborales de Guatemala no 
tuvieron éxito en hacer cumplir las órdenes del 22 de noviembre de 
 
14 The United States also presents a set of court documents. The first is a petition dated November 
13, 2006 by a group of workers to a labor court for a declaration in relation to a collective conflict with 
their employer. The second is an order by the labor court issued on that same date prohibiting 
reprisals by either party to the collective conflict. The third is a reinstatement order dated November 
22, 2006 directing Avandia to reinstate nine workers. […] The sixth court document is an order dated 
August 9, 2007 doubling a fine imposed on Avandia and a warning that payment to those two workers 




2006 hasta el 3 de julio de 2007 con respecto a nueve trabajadores, y 
hasta el 9 de agosto de 2007 con respecto a dos de esos nueve 
trabajadores. Esto es, ocho meses para nueve trabajadores, y nueve 
meses para dos trabajadores. Guatemala no proporciona ninguna 
evidencia que contradiga esta conclusión. Este retraso no es 
consistente con la aplicación efectiva. Por lo tanto, llegamos a la 
conclusión de que los tribunales laborales no lograron hacer cumplir 
efectivamente las leyes laborales en los casos de estos trabajadores 
de Avandia [Traducción del autor]15 (International Centre for Trade 
and Sustainable Development, 2017, pág. 136). 
Hay un tema particular en relación a las Fincas de café y es que Estados Unidos 
reúne varias empresas de este mismo sector agropecuario de Guatemala para 
interponer la demanda respecto a:  
[…] Estados Unidos sostiene que “en 2006, los trabajadores de 70 
fincas cafeteras presentaron conjuntamente más de 80 quejas ante el 
Ministerio de Trabajo con respecto al salario mínimo (artículo 103), 
maltrato (artículo 61) o condiciones de salud y seguridad (Artículo 
197)”. Los Estados Unidos afirman, primero, que a pesar de estas 
quejas, “Guatemala no inspeccionó los lugares de trabajo de manera 
tal que permitiera determinar si el empleador había violado las leyes 
pertinentes”. […] Además, Estados Unidos afirma que aunque los 
inspectores encontraron, a fines de 2008 o principios de 2009, que 
ciertas fincas de café no estaban pagando el salario mínimo, el 
Ministerio de Trabajo "no tomó medidas adicionales" para lograr el 
cumplimiento. [Traducción del autor]16 (International Centre for Trade 
and Sustainable Development, 2017, pág. 176).  
 
15 […] there is sufficient evidence to presume that a labor court issued an order finding violations of 
the GLC by Avandia on November 22, 2006. The order concerned nine workers. As of July 3, 2007 
that order had not been enforced in respect of any of them. Another order directing the reinstatement 
of the same individuals was issued on that date. As of August 9, 2007, two workers had not been 
reinstated into their positions or paid back pay owed to them pursuant to the original order on 
November 22, 2006. 
The Panel can conclude that Guatemalan labor courts remained unsuccessful in enforcing the 
November 22, 2006 orders until July 3, 2007 in respect of nine workers, and until August 9, 2007 in 
respect of two of those nine workers. This is eight months for nine workers and nine months for two 
workers. Guatemala does not provide any evidence that contradicts this conclusion. This delay is not 
consistent with effective enforcement. We therefore conclude that the labour courts failed to 
effectively enforce labor laws in the cases of these Avandia workers. 
16 the United States contends that “[s]ince 2006, workers from 70 coffee farms jointly filed more than 
80 complaints with the Ministry of Labor regarding minimum wage (Article 103), mistreatment (Article 
61), or health and safety conditions (Article 197).” The United States claims, first, that despite these 
complaints “Guatemala failed to inspect the worksites in such a way as to determine whether the 
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Algunos de estos hechos se presentaron entre el 2006 y 2009, luego se muestra 
evidencia entre el 2012 y el 2014. Por tal razón el Gobierno alegó que no era claro 
cuándo habían ocurrido tales hechos ya que si el Panel se conformó en el 2011 no 
se puede mostrar como evidencia hechos ocurridos después de esa fecha a no ser 
que sean hechos comprobados de la misma queja, lo cual no fue demostrado. 
Como se presentaron en conjunto todas las empresas como Fincas de café, se 
debía demostrar que había ocurrido la misma situación en todas las granjas, esto 
no fue demostrado por lo tanto la conclusión del Panel fue:  
[…] Estados Unidos ha presentado pruebas. En otras palabras, 
aunque la queja de MSICG en su versión enmendada pretende cubrir 
hasta 70 fincas de café, los Estados Unidos no han presentado 
pruebas de si las inspecciones se llevaron a cabo en todas y cada una 
de esas granjas. Más bien, su evidencia se relaciona con la granja Las 
Delicias, así como con algunas otras granjas identificadas. 
Si bien las presentaciones de los EE.UU. tratan con reclamos 
relacionados con las fincas cafetaleras de forma colectiva, nos parece 
útil separar (i) reclamos relacionados con Las Delicias y otras fincas 
individuales de (ii) reclamos relacionados en agosto de 2008 […] 
[Traducción del autor] 17  (International Centre for Trade and 
Sustainable Development, 2017, pág. 181) 
En el caso de KOA Modas, Estados Unidos se refiere a que después de presentadas 
varias quejas se envió a inspectores de trabajo para que investigaran qué estaba 
ocurriendo, pero los empleados afirman que los inspectores no hicieron bien su 
trabajo y parecían estar más del lado de los empleadores: 
[…] los inspectores se reunieron solo con la gerencia o con los 
empleados elegidos por la gerencia y no con los empleados que 
 
employer had violated the relevant laws.” […] Additionally, the United States claims that even though 
inspectors found, in late 2008 or early 2009, that certain coffee farms were not paying the minimum 
wage, the Ministry of Labor took “no further actions” to bring about compliance. 
17 “[…] the United States has submitted evidence. In other words, although the MSICG complaint as 
amended purports to cover as many as 70 coffee farms, the United States has not submitted evidence 
of whether and how inspections were conducted at each and every one of those farms. Rather, its 
evidence relates to Las Delicias farm, as well as a few other identified farms. 
Although the U.S. submissions deal with claims related to the coffee farms collectively, we find it 
useful to separate (i) claims related to Las Delicias and other individual farms from (ii) claims related 
to the August 2008 […]” 
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habían iniciado las quejas subyacentes. [...] incluyendo una instancia 
de un inspector durmiendo durante una inspección y otra de un 
trabajador que recibe instrucciones para preparar un regalo para el 
inspector. Los Estados Unidos también alegan que cuando los 
trabajadores se quejaron de que no se les pagaba(n) horas extra(s), 
en lugar de realizar una inspección, el inspector simplemente les dijo 
a los trabajadores que no podía hacer nada, porque la compañía 
carecía de los fondos necesarios. [Traducción del autor] 18 
(International Centre for Trade and Sustainable Development, 2017, 
pág. 189) 
Los hechos mencionados fueron soportados con denuncias en las que Estados 
Unidos no aportó los nombres de las personas que las interpusieron, por lo tanto, el 
Estado de Guatemala:  
[…] argumenta que las declaraciones anónimas en las que se basa 
Estados Unidos son intrínsecamente poco confiables y que, en 
consecuencia, Estados Unidos no ha establecido un caso prima facie. 
Guatemala también observa que los trabajadores de Koa Modas 
fueron asistidos por un abogado en ciertas inspecciones, y que las 
firmas de los trabajadores y sus abogados en los informes de 
inspección evidencian una ausencia de objeción contemporánea al 
contenido de los informes, lo que pone en duda la veracidad de las 
objeciones que se afirman ahora […]. [Traducción del autor] 19 
(International Centre for Trade and Sustainable Development, 2017, 
pág. 190) 
Adicionalmente, el Estado de Guatemala evidencia que esos hechos ocurrieron 
después de ser instalado el Panel; por lo tanto, como no se demuestra que hay una 
violación a los derechos laborales o que haya falla de los inspectores de forma 
 
18 “[…] the inspectors met only with management or with employees hand-picked by management 
and not with the employees who had initiated the underlying complaints. […] including one instance 
of an inspector sleeping during an inspection and another of a worker being instructed to prepare a 
gift for the inspector. The United States further alleges that when workers complained about not being 
paid overtime, rather than conduct an inspection, the inspector simply told the workers that there was 
nothing he could do, because the company lacked the necessary funds.” 
19 “[…] argues that the anonymous declarations on which the United States relies are inherently 
unreliable and that, accordingly, the United States has failed to establish a prima facie case. 
Guatemala also observes that Koa Modas workers were assisted by counsel at certain inspections, 
and that the signatures of the workers and their counsel on inspection reports evidence an absence 
of contemporaneous objection to the contents of the reports, thus calling into question the veracity of 
the objections being asserted now […]” 
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permanente o continua, este caso se debe desestimar porque ocurrieron después 
de la conformación del Panel y por lo tanto no están sujetos a estudio del mismo. 
En el caso de Mackditex se muestra con evidencias que esta empresa despidió 
injustificadamente a 17 empleados y luego, por orden judicial, estos empleados 
debían ser reintegrados a sus labores y pagarles indemnización por lo ocurrido. La 
empresa no reintegró a todos los empleados, además, al reintegrar a algunos lo 
hizo en un trabajo diferente y con un sueldo menor al que tenían antes de ser 
despedidos y no se les indemnizó por lo ocurrido. En la resolución del Tribunal 
guatemalteco se especificaba que no se debían tomar represalias contra los 
trabajadores, lo cual no ocurrió.  
Pero en este caso, el Estado guatemalteco dijo que se estaba tomando información 
de hechos ocurridos en momentos diferentes y que si había realizado acciones al 
respecto:  
La orden de reincorporación [de los empleados despedidos] relativa a 
Mackditex se emitió el 21 de noviembre de 2011. Esto sucede después 
de que Estados Unidos presentó su solicitud de establecimiento de un 
panel el 9 de agosto de 2011. La orden indica que los despidos tuvieron 
lugar los días el 6, 7 y 8 de octubre de 2011. El resto de los documentos 
proporcionados por Estados Unidos, aparte de USA-18 y USA-19, se 
refieren a eventos que tuvieron lugar después del 9 de agosto de 2011.” 
[Traducción del autor]20 (International Centre for Trade and Sustainable 
Development, 2017, pág. 94) 
Finalmente, para el Panel, después de revisar los argumentos de Estados Unidos y 
de Guatemala, los soportes presentados por Estados Unidos no son consistentes y 
como no soporta con datos claves como los nombres de las personas que hicieron 
las denuncias, además de haber mucha similitud en los documentos de cada 
denunciante (casi lo mismo, de forma literal) concluye: 
 
20 “The reinstatement order concerning Mackditex was issued on November 21, 2011. This is after 
the United States presented its request for establishment of a panel on August 9, 2011. The order 
indicates that the dismissals took place in October 6, October 7 and October 8, 2011. The rest of the 
documents provided by the United States, aside from USA-18 and USA-19, refer to events that took 
place after August 9, 2011.” 
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[…] con respecto a su reclamación de inspecciones, los Estados 
Unidos no han establecido una falla para hacer cumplir efectivamente 
las leyes laborales de Guatemala a través de un curso de acción 
sostenido o recurrente o inacción a la fecha de la solicitud del panel 
de los Estados Unidos. 
Dada nuestra conclusión de que, con respecto a su reclamo de 
inspecciones, los Estados Unidos no han establecido que Guatemala 
no hizo cumplir efectivamente sus leyes laborales a través de un curso 
de acción o inacción sostenido o recurrente a la fecha de la solicitud 
del panel, no consideramos la evidencia de conducta posterior a la 
fecha de la solicitud del panel. Como dijimos anteriormente, tal 
evidencia puede ser relevante solo para establecer que la conducta 
de violación existente en la fecha de la solicitud del panel continúa. 
Dado que los Estados Unidos no han establecido la existencia de una 
conducta de violación a la fecha de la solicitud del panel, la evidencia 
de los eventos posteriores a la fecha de la solicitud no es relevante 
para nuestra determinación. [Traducción del autor] 21  (International 
Centre for Trade and Sustainable Development, 2017, págs. 200, 201)  
En todos los casos, Estados Unidos pudo demostrar que hubo una violación 
continua de los derechos laborales de los trabajadores en algunos sectores y 
empresas en donde dijo que ocurrieron los hechos, pero no pudo demostrar que 
estas violaciones afectaban directamente al comercio entre los dos países. Así 
mismo, demostró que las instituciones del Estado guatemalteco fallaron en las 
inspecciones de trabajo, ya que no se realizaron de la forma como debieron 
hacerse; tampoco fue capaz de aplicar efectivamente las multas que se impusieron 
a las empresas que violaron los derechos laborales y los empleadores hicieron otra 
cosa distinta a las sanciones impuestas por los tribunales. Finalmente, el panel 
Arbitral decidió:  
 
21  “[…] with respect to its inspections claim, the United States has not established a failure to 
effectively enforce Guatemala’s labor laws through a sustained or recurring course of action or 
inaction as of the date of the U.S. panel request. 
Given our conclusion that, with respect to its inspections claim, the United States has not established 
that Guatemala failed to effectively enforce its labor laws through a sustained or recurring course of 
action or inaction as of the date of the panel request, we do not consider the evidence of conduct 
post-dating the panel request. As we stated previously, such evidence may be relevant only to 
establish that breaching conduct in existence as of the date of the panel request is continuing. Since 
the United States has not established the existence of breaching conduct as of the date of the panel 
request, evidence of events post-dating the request is not relevant for our determination.” 
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Estados Unidos ha demostrado que en ocho lugares de trabajo y con 
respecto a 74 trabajadores, Guatemala no hizo cumplir sus leyes 
laborales al no cumplir con las órdenes judiciales, pero no es que estas 
instancias constituyan un curso de inacción que afecte al comercio. 
Estados Unidos no ha demostrado fallas suficientes para realizar 
inspecciones de trabajo de manera adecuada para constituir un curso de 
acción o inacción. El Panel no tiene jurisdicción sobre las demás 
reclamaciones presentadas por Estados Unidos en este procedimiento, 
ya que no se incluyeron en la solicitud del panel. Por lo tanto, llegamos 
a la conclusión de que Estados Unidos no ha demostrado que 
Guatemala no cumplió con sus obligaciones en virtud del Artículo 16.2.1 
(a) del CAFTA-DR.” [Traducción del autor]22 (International Centre for 
Trade and Sustainable Development, 2017, pág. 201).  
 
22 “The United States has proven that at eight worksites and with respect to 74 workers Guatemala 
failed to effectively enforce its labor laws by failing to secure compliance with court orders, but not 
that these instances constitute a course of inaction that was in a manner affecting trade. The United 
States has not proven sufficient failures to adequately conduct labor inspections to constitute a course 
of action or inaction. The Panel has no jurisdiction over the other claims advanced by the United 
States in these proceedings, as they were not included in the panel request. We therefore conclude 
that the United States has not proven that Guatemala failed to conform to its obligations under Article 
16.2.1(a) of the CAFTA-DR” 
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7.2 Colombia – Canadá 
Las centrales sindicales colombianas han utilizado en los últimos años las cláusulas 
y convenios internacionales para presionar al Estado a que cumpla con la legislación 
nacional; esto, porque en muchos casos, según ellos, siempre hay presión de los 
gremios empresariales para que el Estado no avance en el cumplimiento de algunos 
derechos planteados en las normas. 
Por lo anterior y como en el caso Estados Unidos – Guatemala, algunas centrales 
sindicales colombianas comunicaron a sus pares en Canadá su opinión sobre el 
incumplimiento de las normas laborales vigentes en Colombia en referencia al 
Acuerdo de Libre comercio entre ambos países, en particular al Artículo 10 y Anexo 
2 del Acuerdo de Cooperación Laboral entre Canadá y la República de Colombia 
(ACLCCO). Se presentó una queja para que fuera revisada y “La Oficina 
Administrativa Nacional Canadiense determinó que la comunicación pública CAN 
2016-1 para estudio el 15 de julio de 2016 después de determinarse que cumplía 
con todos los requisitos establecidos en las Directrices para las comunicaciones 
públicas de Canadá.” (Oficina Administrativa Nacional Canadiense, 2017, pág. 2) 
La revisión de la comunicación pública presentada se planteó ante los posibles 
incumplimientos de:  
(a) la libertad de asociación y derecho a la negociación colectiva 
incluyendo la protección del derecho a sindicalizarse y hacer huelgas; 
(b) la aplicación de las leyes de trabajo; (c) la derogación de leyes 
laborales para fomentar la inversión comercial y extranjera; y (d) el 
acceso oportuno a la justicia laboral” (Oficina Administrativa Nacional 
Canadiense, 2017, pág. 2). 
Estos posibles incumplimientos se venían presentando en la empresa Pacific 
Rubiales (que es una filial de la empresa canadiense Pacific Rubiales Exploration 
and Production) en el Ingenio La Cabaña. Para dicha queja, la Oficina Nacional 
Canadiense hizo dos visitas a Colombia con el fin de obtener información de los 
hechos y conocer las versiones de las empresas vinculadas a la queja y del Estado 
colombiano al respecto. 
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Uno de los resultados más significativos que se evidenció en la visita realizada por 
la Oficina Nacional Canadiense fue el de Tercerización del trabajo:  
Los peticionarios alegaron que los trabajadores afiliados a los 
sindicatos USO y SINTRAINAGRO cumplieron con el límite establecido 
en la ley, por ejemplo, 25 trabajadores o más, para formar un sindicato 
en ambas compañías; por lo tanto, comenzar las discusiones de 
negociación con las compañías. Pero estos trabajadores fueron 
contratados a través de subcontratistas. Ellos no fueron empleados 
directamente por Pacific Rubiales o el Ingenio La Cabaña. En este 
contexto, el empleador podría desestimar legalmente la solicitud de 
USO y SINTRAINAGRO de comenzar las discusiones de la 
negociación colectiva con los trabajadores que no fueran sus 
empleados, por lo menos desde una perspectiva contractual” (Oficina 
Administrativa Nacional Canadiense, 2017, pág. 3). 
Este caso es muy frecuente en muchas empresas colombianas en donde las 
personas son contratadas por una empresa para prestar los servicios en otra, 
siempre y cuando no se realicen para cumplir actividades misionales o sobre el 
objeto final de la producción o prestación de servicio de la empresa. Con el Decreto 
583 de abril de 2016 se buscaba (entre otras acciones) regular las actividades 
misionales, pero se terminó ampliando las actividades en las cuales se puede 
contratar personal a través de un tercero.  
Si bien para los gremios empresariales con la globalización es muy difícil definir qué 
es misional y qué no23, en particular con la producción de bienes y servicios, para 
las centrales sindicales si es claro, y en el caso del Ingenio La Cabaña la queja se 
basó en:  
[…] el uso de una Sociedad por Acciones Simplificada (siglas SAS) 
como subcontratista permitió que la compañía subcontratara 
trabajadores para realizar actividades misionales permanentes bajo 
contratos a corto plazo en violación de la ley colombiana (Oficina 
Administrativa Nacional Canadiense, 2017, pág. 4).  
Por eso es imposible que se puedan organizar los trabajadores en sindicatos dado 
que no tienen una vinculación laboral con la empresa en la cual están trabajando y 
 
23 Esto era para el 2017 cuando ocurrieron los hechos del Ingenio La Cabaña. 
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no pueden así mejorar sus condiciones laborales, ya que no se les renueva el 
contrato a las personas o a la empresa que provee los empleados para la 
realización de actividades laborales.  
La situación se agravó por el hecho que, en ambos casos, los 
trabajadores fueron "empleados" por subcontratistas bajo contratos 
temporales y por lo tanto fueron desalentados además a no ejercer sus 
derechos colectivos por la naturaleza precaria de su empleo. Temieron 
represalias por sus actividades sindicales o por ingresar a un sindicato 
que no favorecía a las compañías. […] Los trabajadores afiliados a 
SINTRAINAGRO expresaron que fueron intimidados, amenazados, y 
acosados por la compañía y los subcontratistas, frustrando sus 
tentativas de ejercer sus derechos (Oficina Administrativa Nacional 
Canadiense, 2017, pág. 4). 
Respecto de la la aplicación de las leyes de trabajo; la derogación de leyes laborales 
para fomentar la inversión comercial y extranjera; y el acceso oportuno a la justicia 
laboral, los resultados evidenciados muestran que no se aplicaron oportunamente 
los correctivos para que los empleados pudiesen agremiarse (si así lo querían), ni 
se tomaron las medidas de inspección laboral adecuada para garantizar el 
cumplimiento de las normas laborales y se utilizó en varias ocasiones el Contrato 
sindical para evitar la creación de sindicatos.  
Dicha entindad declaro que:  
De acuerdo con las evidencias recolectadas como parte del proceso de 
estudio, la Oficina Administrativa Nacional Canadiense tiene 
preocupaciones serias sobre si la legislación laboral y el marco de 
políticas actuales, incluyendo procesos de aplicación, son suficientes 
para prevenir el abuso y las prácticas discriminatorias y proteger el 
ejercicio completo de los derechos de asociación y negociación 
colectiva (Oficina Administrativa Nacional Canadiense, 2017, pág. 6). 
Y hace las siguientes recomendaciones: 
1. Para proteger los derechos fundamentales de los trabajadores a la 
libertad de asociación y de negociación colectiva, eliminar los 




Eliminar los contratos sindicales […] 
Eliminar los pactos colectivos […] 
Eliminar el abuso de los contratos a corto plazo […] 
Establecer medidas para reducir las prácticas generalizadas y 
sistemáticas de intermediación laboral y tercerización ilegales, 
incluyendo:  
* Derogar el Decreto 583. […] 
2. Fortalecer el cumplimiento y la aplicación de la legislación laboral y 
su aplicación a través de una inspección del trabajo que se centre en 
medidas preventivas, ofrezca consejo eficaz, y establezca y recaude 
eficientemente las multas. […] 
3. Consolidar esfuerzos para luchar contra la impunidad y la violencia 
en el país llevando a los responsables a la justicia: […] 
4. Evaluar y reportar los esfuerzos para promover la libertad de 
asociación y el libre ejercicio del derecho a la negociación colectiva 
en el país […] (Oficina Administrativa Nacional Canadiense, 2017, 
pág. 9) 
La petición de la derogación del Decreto 583 por parte de la Oficina Administrativa 
Nacional Canadiense de 2016 se basa en que: 
El Decreto podría derogar la legislación laboral colombiana y violar el 
Artículo 2 (Sobre no derogación) del ACLCCO. El Artículo 2 del 
ACLCCO obliga a las Partes a no dejar sin efecto sus legislaciones 
laborales de tal forma que debiliten o reduzcan la observancia de los 
derechos laborales reconocidos internacionalmente, como una forma 
de incentivar el comercio entre las Partes o como un incentivo para el 
establecimiento, adquisición, expansión o retención de una inversión 
en su territorio.” (Oficina Administrativa Nacional Canadiense, 2017, 
pág. 44).  
Los hechos ocurridos en Pacific Rubiales se presentaron entre el 2011 y 2013, y en 
el Ingenio La Cabaña, entre el 2012 y 2015. Cómo se trataba de una queja 
presentada por las agremiaciones sindicales de ambos países, la Oficina 
Administrativa Nacional Canadiense solo podría hacer recomendaciones para que 
se cumplieran las normas laborales vigentes en Colombia y no puede hacer 
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imposiciones, pero de seguir ocurriendo estas fallas, se podría llegar a una 
demanda como en el caso de Guatemala. 
 
7.3 Colombia – Estados Unidos. 
 
Las centrales sindicales que hicieron la Comunicación Pública ante la Oficina 
Administrativa Nacional Canadiense presentaron la misma información como 
violación del Artículo 17.3.1 del Acuerdo de Promoción del Comercio entre Estados 
Unidos y Colombia (CTPA en inglés). Esta queja se hizo ante la Oficina de Asuntos 
de Comercio y Trabajo en conjunto con la Federación Americana de Trabajo y el 
Congreso de Organizaciones Industriales (AFL-CIO) y algunas centrales sindicales 
de Colombia. El argumento en el cual se basa es  
El Artículo 17.3.1 (a) de la CTPA establece que una Parte no dejará de 
hacer cumplir efectivamente su legislación laboral, incluyendo la que 
adopte o mantenga de conformidad con el con el artículo 17.2.1, 
mediante un proceso sostenido de acción o inacción recurrente, de una 
manera que afecte el comercio o inversión entre las partes, después de 
la fecha de entrada en vigor del presente Acuerdo (United States of 
America, Department of Labor, 2017, pág. 7). 
Así como ocurrió con la Oficina Administrativa Nacional Canadiense, funcionarios 
de la OTLA estuvieron en Colombia analizando la información aportada por los 
centrales sindicales colombianos por intermedio de la AFL-CIO. Dado que el 
argumento es el mismo que en el Acuerdo Comercial con Canadá, los resultados y 
conclusiones resultan ser similares, pero las recomendaciones de la OTLA son 
menos condicionantes. 
En cuanto al numeral III ‘Análisis de la Ley y Práctica Laboral Colombiana’ en el 
literal A: ‘Sistema de inspección y aplicación de la legislación laboral’ se relacionan 
varias causas por las cuales algunas leyes no se aplican correctamente y el Estado 
colombiano es incapaz o no está dispuesto a hacer cumplir las leyes relacionadas 
con la libertad sindical, y alegó un clima de sentimiento antisindical en el país […] 
La OCDE señaló además que "la alta informalidad y una fuerte dependencia de 
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contratos no estándar han debilitado el poder de negociación de los trabajadores en 
Colombia” (United States of America, Department of Labor, 2017, pág. 10). 
Esto, según la queja presentada, se relaciona con el hecho de que no se mostraron 
resultados en las denuncias presentadas por los sindicalistas en Pacific Rubiales y 
en el Ingenio La Cabaña. 
También hace referencia a que el Estado colombiano no hizo lo suficiente 
respecto a lo que deben hacer los inspectores de trabajo cuando realizan las 
visistas a las empresas.  
A pesar del aumento en el número de inspectores en los últimos años, 
existen importantes desafíos sistémicos que pueden obstaculizar la 
aplicación por parte de Colombia de las leyes laborales, incluidas las 
relacionadas con los derechos a la libertad sindical y a la negociación 
colectiva. La ley establece que los inspectores de trabajo de Colombia 
realizarán inspecciones en todo el país, tanto en las zonas urbanas 
como en las rurales. “[…] A pesar de las recientes inspecciones en el 
área, en los sectores rurales de la palma, el azúcar y las minas -
sectores prioritarios del Plan de Acción- ciertas alegaciones no han 
sido resueltas (United States of America, Department of Labor, 2017, 
pág. 13).  
Aunque esto puede ser ambiguo pues para que se resuelvan los hallazgos se tienen 
que seguir procedimientos y estos pueden ser muy largos, al final puede que se 
solucione el hecho. 
Por ejemplo,   
[…] antes de imponer sanciones a un empleador, la legislación 
colombiana requiere que el empleador reciba una notificación en la que 
se expongan los alegatos y, en un plazo de 30 días laborables, un "acto 
administrativo" definitivo que contenga análisis de pruebas pertinentes 
y una decisión final sobre la sanción (United States of America, 
Department of Labor, 2017, pág. 14).  
Si bien la OIT ha ayudado al Ministerio de Trabajo de Colombia con la capacitación 
a los inspectores de trabajo, esta ayuda puede no surtir mucho efecto dado que hay 
una alta rotación de los mismos por diversos motivos como bajo salario e 
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inspecciones en lugares lejanos (la mayoría son contratados en las principales 
ciudades). En efecto, 
La OIT ha venido capacitando a los inspectores del trabajo sobre los 
procedimientos de inspección desde 2013; sin embargo, ha visto una 
tasa de rotación del 50 por ciento de los inspectores que ha entrenado 
en los últimos tres años, socavando la utilidad de la capacitación para 
mejorar la aplicación de la ley laboral en general (United States of 
America, Department of Labor, 2017, pág. 14). 
Como todo el proceso desde la interposición de la queja por los sindicatos hasta la 
sanción o finalización del proceso se demora alrededor de seis meses y medio, 
puede que surjan nuevos hechos y esto hace que el tiempo de resolución de la 
queja se demore más tiempo, prolongándose hasta el doble del tiempo inicial. Y 
dada la alta rotación de los inspectores y que el seguimiento es muy débil, se 
incrementa el tiempo de solución de las quejas presentadas y por consiguiente las 
multas o sanciones son bajas.  
Los datos indican que el número de investigaciones administrativas y 
las multas aplicadas estaban disminuyendo mientras que el número de 
inspectores estaba aumentando. Sin embargo, los datos preliminares 
para 2016 pueden indicar que la tendencia se está revirtiendo. Sin 
embargo, la OTLA no tiene datos nacionales sobre el número de multas 
impuestas, en contraposición a las efectivamente cobradas, lo que 
impide una comprensión completa de cualquier posible relación entre 
la administración, investigaciones y multas (United States of America, 
Department of Labor, 2017, pág. 10),  
Aunque no necesariamente debe haber multas o sanciones siempre que se 
presenta una queja por violaciones a las normas y leyes laborales. 
La conclusión al respecto del Literal A en el Numeral III es que  
[…] la OTLA tiene inquietudes sobre: 1) la capacidad de la Inspección de 
Trabajo, en particular en lo que respecta a las dificultades de los inspectores 
para viajar a las zonas rurales, la elevada rotación de personal, la falta de 
una estrategia nacional consistente de inspección y la falta de aplicación de 
un sistema de gestión; (2) retrasos en el proceso de inspección del Ministerio 
de Trabajo; 3) los retrasos y la falta de cobro de ciertas multas relacionadas 
con los derechos a la libertad sindical y a la negociación colectiva. El examen 
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de la OTLA también planteó cuestiones relativas a la imposición y aplicación 
de multas (United States of America, Department of Labor, 2017, págs. 24, 
25) 
En el Literal B del Numeral III ‘Problemas específicos del Tema’ se analizan los 
temas de Subcontratación y Pactos Colectivos. La queja se presenta por la violación 
del Artículo 63 de la Ley 1429 de 2010 que: “prohíbe a los empleadores utilizar 
Cooperativas de Trabajo Asociado para "actividades de misión permanente" y 
prohíbe el uso de cualquier otro método de contratación para las actividades de 
misión permanente cuando dichos métodos afectan los derechos constitucionales y 
el trabajo estatutario, incluyendo los derechos a la libertad sindical y a la negociación 
colectiva” (United States of America, Department of Labor, 2017, pág. 25)  
En la presentación que hicieron las organizaciones sindicales se alega que  
el uso de los contratos sindicales para las actividades de la misión 
permanente en dos campos de petróleo explorados por Pacific 
Rubiales socavó el derecho de los trabajadores a asociarse libremente 
con la USO. Después de que Pacific Rubiales acordó negociar 
colectivamente con la USO en septiembre de 2011, La empresa 
supuestamente firmó un acuerdo con un sindicato diferente y, a partir 
de ese momento, se ha negado a entablar negociaciones con la USO, 
según la presentación. Se ha dicho a los trabajadores que renuncien a 
cualquier afiliación a la USO y se unan al otro sindicato con el que 
Pacific Rubiales firmó el acuerdo para renovar sus contratos de trabajo 
de duración determinada. Dos de los informantes presentaron el mismo 
caso, junto con otras denuncias de subcontratación abusiva en el sector 
petrolero (United States of America, Department of Labor, 2017, pág. 
26). 
Después de que se reguló la tercerización, las empresas comenzaron a utilizar otros 
tipos de sociedades en particular las Sociedades por Acciones Simplificadas (SAS), 
estás eran empresas que no violaban la reglamentación de tercerización pero eran 
claramente una forma de tercerizar y contratar trabajos misionales de las empresas. 
Al respecto el estudio de la OTLA evidencia que  
En 2014, la Escuela Nacional Sindical (ENS) trabajó con la Central 
Unitaria de Trabajadores de Colombia (CUT) y la Confederación de 
Trabajadores de Colombia (CTC) para organizar con el Ministerio de 
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Trabajo 150 denuncias de subcontratación ilegal y represión de la 
libertad sindical de los trabajadores. Hasta abril de 2016, el Ministerio 
de Trabajo había emitido actos administrativos definitivos en sólo cinco 
de esos casos y en ninguno se aplicaron multas. En 2014, los 
inspectores del trabajo realizaron 54 investigaciones por 
subcontratación ilegal en los cinco sectores prioritarios. En 
consecuencia, se impuso una multa, esta multa está actualmente en 
suspenso hasta que se cumpla un acuerdo de formalización negociado 
(United States of America, Department of Labor, 2017, págs. 29, 30).  
Esto evidencia todo lo relacionado en el Literal A del Numeral III del informe de la 
OTLA. 
De todo lo revisado por la OTLA quedan preocupaciones para ellos en los siguientes 
aspectos 
(1) la falta de capacidad de la Inspección de Trabajo, en particular en lo 
que se refiere a la dificultad de los inspectores para viajar a las zonas 
rurales, Sistema de gestión de casos; (2) retrasos en el proceso de 
inspección del Ministerio de Trabajo; y (3) los retrasos y la falta de 
recaudación sistemática de ciertas multas relacionadas con los derechos 
a la libertad sindical y a la negociación colectiva (United States of America, 
Department of Labor, 2017, págs. 41, 42). 
Estos son los temas que frecuentemente los sindicalistas exponen ante el Ministerio 
de Trabajo por violación a los derechos laborales y a los convenios de la OIT que 
han sido ratificados por el Estado colombiano. 
Adicional a esto  
[…] la OTLA tiene preocupaciones importantes sobre la protección de 
los trabajadores contra la subcontratación abusiva. La OTLA también 
tiene preocupaciones en lo que respecta a la aplicación de la 
prohibición del Código del Trabajo contra el uso de pactos colectivos 
que socavan el ejercicio de la libertad sindical y la negociación colectiva 
y sobre la aplicación por parte de Gobierno Colombiano del artículo 200 
del código penal (United States of America, Department of Labor, 2017, 
pág. 42).  
Para las centrales sindicales la no aplicación en todos los casos del Artículo 200 del 
Código Penal genera serias preocupaciones ya que se hacen pasar por delitos 
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comunes los asesinatos de líderes y lideresas y no se aplica el mencionado artículo 
bajo el cual las sanciones son más severas. 
Finalmente, se hacen 4 recomendaciones en las cuales hay varios ítems que serían 
los pasos a seguir para mejorar el cumplimiento de la legislación laboral colombiana 
y así mantener el cumplimiento del Artículo 17 del Acuerdo de Promoción del 
Comercio entre Estados Unidos y Colombia.  
1. Mejorar el sistema de inspección de la legislación laboral para 
asegurar que las inspecciones cumplen los procedimientos 
legales y líneas de tiempo y si se llevan a cabo de acuerdo con una 
estrategia nacional de inspección y sectores de orientación en 
situación de riesgo. 
- Asegurar que los inspectores utilicen efectivamente las herramientas 
de inspección desarrolladas por la OIT.  
- Asegurar que las inspecciones preventivas no se utilicen como 
sustituto de las sanciones administrativas y que el Ministerio de Trabajo 
imponga multas por las violaciones identificadas. 
- Adoptar medidas para combatir la elevada rotación del personal de 
inspección.  
2. Mejorar la recolección y aplicación final de información para 
garantizar que los empleadores que violen la legislación laboral 
sean sancionados y paguen las multas de una manera oportuna. 
- Publicar plazos para la recolección persuasiva y coercitiva de las 
multas y asegurar que los responsables de la recaudación de las multas 
las observen, incluyendo la capacitación apropiada, según sea 
necesario. 
- Asegurar que el SENA pueda llevar a cabo una recolección efectiva y 
oportuna de multas, incluyendo la eliminación de los despidos para la 
recaudación de multas del SENA que a menudo resultan en demoras. 
3. Tomar medidas eficaces adicionales para combatir la 
subcontratación abusiva y los pactos colectivos, incluyendo la 
mejora de la aplicación de las leyes existentes y la adopción e 




- Investigar y sancionar sistemáticamente todas las formas de 
subcontratación abusiva previstas en el artículo 63 de la Ley 1429 de 
2010, en particular en los cinco sectores prioritarios identificados, y las 
normas aplicables que prohíban el uso de la subcontratación y dar 
prioridad a esa aplicación de la legislación laboral en la estrategia 
nacional de inspección. 
- Investigar de manera oportuna y sancionar de acuerdo con la 
legislación colombiana el uso ilegal de pactos colectivos que atentan 
contra la libertad sindical.  
4. Mejorar la investigación y el enjuiciamiento de los casos de 
violencia y amenazas contra sindicalistas, dando prioridad a los 
casos recientes, y asegurar la rápida resolución de los casos bajo 
el artículo 200 del Código Penal. 
- Aclarar, incluso modificando los reglamentos, según sea necesario, 
para que los casos del Artículo 200 siempre sean investigados por la 
Dirección de Derechos Humanos. 
- Modificar los procedimientos existentes, según sea necesario, para 
permitir a los fiscales dirigir verbalmente, y no sólo formalmente por 
escrito, las acciones de la policía judicial y los investigadores técnicos 
para recopilar pruebas criminales y declaraciones de testigos y 
entrevistas. 
- Asegurar que la Fiscalía investigue y enjuicie, los casos del artículo 
200 y los casos de amenazas y violencia contra sindicalistas, incluidos 
los homicidios, en particular proporcionando a la Dirección de Derechos 
Humanos suficientes recursos y capacidad (United States of America, 
Department of Labor, 2017, págs. 43, 44). 
Las recomendaciones de la OTLA no son condicionantes, se sugiere lo que el 
Estado colombiano debe hacer para mejorar en la aplicación de la legislación laboral 
colombiana, mientras que la Oficina Canadiense hace imposiciones sobre eliminar 
toda forma de subcontratación. 
Las recomendaciones planteadas en ambos casos son una muestra fehaciente de 
que el Estado colombiano no ha hecho lo suficiente para proteger los derechos 
laborales vigentes en la legislación colombiana y que las centrales sindicales han 
buscado diversas opciones para hacerse escuchar y evidenciar los ‘graves 
problemas’ que ocurren en Colombia. 
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En los tres casos presentados se demuestra que una coalición de actores (del 
mismo nivel del sector) pueden influir en el mejoramiento de las políticas públicas 
(en este caso las laborales). Así mismo, que un tercero como la OIT puede ayudar 
a que las políticas públicas mejoren brindando asesoría en uno o varios temas 
claves donde se presenten deficiencias y ‘supuestamente’ uno de los actores 
involucrados no está cumpliendo con su función de hacer que se cumpla la 
normatividad o dejando que se vulneren derechos laborales. 
Dado el resultado de la demanda de Estados Unidos contra Guatemala, es muy 
improbable que Estados Unidos o Canadá lleven estas quejas a una demanda 
contra Colombia en el marco de los tratados comerciales firmados ya que demostrar 
que ha habido una inacción recurrente del Estado colombiano en hacer cumplir las 
leyes laborales colombianas es muy difícil, además, evidenciar que estas 
violaciones hicieron que Colombia se favoreciera económicamente es más 




8. EL INGRESO DE COLOMBIA A LA OCDE  
Bajo el primer gobierno de Juan Manuel Santos 2010 – 2014 se buscó que Colombia 
ingresara a la OCDE y para esto la mencionada organización fijó una hoja de ruta 
que el Estado colombiano debía seguir para cumplir con algunos criterios 
fundamentales que deben tener los miembros de la OCDE. 
Los mencionados criterios quedaron planteados en el documento ‘Hoja de ruta para 
la adhesión de Colombia a la convención de la OCDE (Aprobada por el Consejo en 
su 1285.ª sesión, el 19 de septiembre de 2013)’ publicado el 24 de septiembre del 
mismo año. En este documento se estableció que Colombia sería examinada en los 
siguientes comités técnicos: 
“• Comité de Inversiones; 
• Grupo de trabajo sobre soborno en transacciones comerciales 
internacionales; 
• Comité de Gobierno Corporativo; 
• Comité de Mercados Financieros; 
• Comité de Seguros y Pensiones Privadas; 
• Comité de competencia; 
• Comité de Asuntos Fiscales; 
• Comité de Política Ambiental; 
• Comité de productos químicos; 
• Comité de Gobernanza Pública; 
• Comité de Política Regulatoria; 
• Comité de Política de Desarrollo Territorial; 
• Comité de Estadísticas; 
• Comité de Revisión Económica y Desarrollo; 
• Comité de política educativa; 
• Comisión de Empleo, Trabajo y Asuntos Sociales; 
• Comité de salud; 
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• Comité de Comercio y el Grupo de Trabajo sobre Créditos a la 
Exportación; 
• Comité de Agricultura; 
• Comité de Pesca; 
• Comité de Política Científica y Tecnológica; 
• Comité de Información, Computación y Política de Comunicaciones; 
• Comisión de Política del Consumidor.” (Organization for Economic 
Co-operation and Development, 2013, págs. 3, 4) 
En la mayoría de los comités se dio la discusión y se hicieron los arreglos pertinentes 
para que Colombia cumpliera con los estándares de los miembros de la OCDE, pero 
la Comisión de Empleo, Trabajo y Asuntos Sociales demoró su aprobación y bajo 
consideraciones especiales ya que según entidades como el Comité Consultivo 
Sindical de la Organización para la Cooperación Económica y el Desarrollo (TUAC, 
por sus siglas en inglés) Colombia no cumplía con los estándares en ese campo. 
8.1 La situación laboral 
 
Uno de los temas que se revisaron en el Comité de Empleo, fue el de  
- Políticas para garantizar el pleno respeto de los derechos laborales, con 
especial atención a los derechos y la seguridad de los representantes 
sindicales; y el de “políticas para mejorar las oportunidades del mercado 
laboral para los grupos insuficientemente representados (por ejemplo, los no 
calificados, los jóvenes, las mujeres y las personas mayores), así como las 
políticas para promover la transición del empleo informal al formal”[traducción 
del autor] 24  (Organization for Economic Co-operation and Development, 
2013, pág. 18). 
 
24 - policies to ensure the full respect of labour rights, with a particular focus on the rights and safety 
of trade union representatives  
- policies to improve labour market opportunities for under represented groups (for example, the 
unskilled, youth, women and older people) as well as policies to promote the transition from informal 




En este punto se mantiene cómo en los casos anteriores (Estados Unidos - 
Colombia y Canadá - Colombia) la exigencia de garantizar el respeto a los derechos 
laborales y darle seguridad a los representantes sindicales. 
El Comité de empleo de la OCDE hizo seguimiento a temas puntuales en los años 
siguientes a la formulación de la hoja de ruta para el ingreso de Colombia a la 
Organización y envió una misión para reunirse con diversos actores de la política 
laboral colombiana, Estado, Centrales sindicales y Gremios empresariales. Esta 
misión hizo un informe a puerta cerrada con la Ministra de Trabajo Griselda 
Restrepo y la delegación colombiana25.  
A ese respecto se sabe que  
El Comité solicitó que tanto las autoridades colombianas como la 
Secretaría de la OCDE informen al Comité sobre los avances logrados 
al abordar las cuestiones identificadas en la revisión de la adhesión, y 
en particular en las siguientes cuatro áreas de gran importancia para 
mejorar los resultados económicos y sociales: I) informalidad laboral y 
subcontratación; (ii) aplicación de la ley laboral; (iii) negociación 
colectiva y (iv) violencia contra sindicalistas.”[traducción del autor]26 
(Employment, Labour and Social Affairs Committee, 2018, pág. 3).  
Estos son los mismos temas tratados en los casos de Estados Unidos y 
Canadá. 
En el mismo documento se hace referencia al hecho de que Colombia presentó un 
informe de avance en las cuatro áreas sobre las que el Comité solicitó hacer 
seguimiento el 7 de noviembre del 2017.  Se debe señalar que en ese mismo año, 
hubo dos Ministras de Trabajo en Colombia Clara López Obregón (quién asistió a 
la reunión del Comité de empleo en abril del 2017) y Griselda Restrepo (quien asistió 
 
25 Fue imposible acceder a varios documentos que se hicieron a puertas cerradas, por lo tanto se 
revisaron aquellos documentos disponibles. Aunque después de la adhesión de Colombia como 
miembro de la OCDE algunos documentos deberían ser públicos, todavía no están disponibles. 
26 […] The Committee requested that both the Colombian authorities and the OECD Secretariat report 
back to the Committee on progress made in addressing the issues identified in the accession review, 
and in particular in the following four areas of great importance to improving economic and social 
outcomes: (1) labour informality and subcontracting; (ii) labour law enforcement; (iii) collective 
bargaining and (iv) violence against trade unionists. 
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a la reunión del 7 de noviembre de 2017), esto evidencia que para un tema tan 
importante, no hubo continuidad y por ende no hubo una visión de largo plazo.  
El avance entregado tuvo una buena acogida y la respuesta fue “[….] el Comité 
estaba impresionado por las reformas y acciones que Colombia había emprendido 
en los últimos años y meses para fortalecer la protección de los derechos de los 
trabajadores y la aplicación de la legislación laboral[….]”[traducción del autor]27 
(Employment, Labour and Social Affairs Committee, 2018, pág. 4). En todo caso en 
la respuesta también se resalta que hay temas en los cuales se debe continuar 
mejorando, y al respecto se indica que “[…] se identificó una serie de puntos en los 
que los miembros esperaban ver un mayor progreso en los meses siguientes para 
permitir que el Comité -ELSA- acordara un proyecto de opinión formal.”[traducción 
del autor]28 (Employment, Labour and Social Affairs Committee, 2018, pág. 4).  
En el informe final de la Comisión de Empleo se resaltaron algunos avances y 
preocupaciones como los siguientes: en el área de políticas del mercado de trabajo, 
políticas sociales y migratorias, se avanzó por el crecimiento económico del país, lo 
cual llevó a mejorar las condiciones y niveles de vida de la población colombiana; 
pero se indica que persisten problemas estructurales por el alto nivel de 
informalidad, autoempleo y contratación no formal. El documento destaca que en 
Colombia se ha avanzado en reducir la informalidad laboral pasando del 52,3% en 
el 2011 al 48,7% en el 2017. Se hace una recomendación similar a la que ha 
planteado el Consejo Privado de Competitividad: Reducir el salario mínimo para que 
haya un impacto positivo en la formalización del empleo  (Employment, Labour and 
Social Affairs Committee, 2018). 
En referencia a los inspectores de trabajo, se resalta que se ha incrementado en 
número y que están llegando a las zonas rurales; así mismo se indica que la 
deficiente regulación laboral hizo que se diese la contratación por medio de las 
 
27 The letter mentioned that the Committee was impressed by the reforms and actions that Colombia 
had undertaken in recent years and months ‘to strengthen the protection of workers rights and labour 
law enforcement 
28 […] but that a number points were identified in which Members were expecting to see further 
progress in the following months to allow the Elsa Committee to agree on a draft formal opinion. 
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Cooperativas de Trabajo Asociado, las Sociedades Anónimas Simplificadas y los 
Contratos de Servicios Sindicales, pero se hicieron ajustes en la legislación y el 
aumento del número de inspectores hizo que se redujeran las contrataciones por 
estos medios, aunque es recomienda que: “En los próximos años, se realicen más 
esfuerzos para: (1) garantizar que las inspecciones cumplan con los procedimientos 
legales y los plazos; (2) racionalizar la recolección de multas; y (3) combatir la 
subcontratación abusiva y los pactos colectivos.”[traducción del autor] 29 
(Employment, Labour and Social Affairs Committee, 2018, pág. 6). 
Se recomiendan además acciones para avanzar en el mejoramiento de las 
condiciones laborales de los empleados y respecto a la informalidad laboral y la 
subcontratación, se recomienda       
Mejorar el vínculo entre lo que los trabajadores y los empleadores 
deben aportar al seguro social y los beneficios y servicios que reciben 
a cambio. Resolver de manera oportuna las investigaciones existentes 
sobre la subcontratación abusiva, imponiendo multas cuando 
corresponda y publicando los resultados. Recolectar todas las multas 
pendientes por violaciones de subcontratación dentro de los plazos 
establecidos por ley.” (Employment, Labour and Social Affairs 
Committee, 2018, pág. 8)  
El mencionado comité recomienda respecto a la aplicación de la legislación laboral:  
Garantizar la adecuación de los recursos para la inspección del trabajo. 
Asegurar investigaciones en áreas rurales. Finalizar el proceso de 
contratación permanente para los inspectores del trabajo que 
aprobaron el examen de carrera y mantener el número de inspectores 
laborales en línea con los estándares internacionales. Mejorar la 
recolección de multas. Desarrollar e implementar una estrategia 
nacional de inspección (Employment, Labour and Social Affairs 
Committee, 2018, pág. 9). 
El comité recomienda que Colombia sea aceptada como miembro de la OCDE, y 
señala que se deben entregar informes regulares respecto a los cuatro temas 
 
29 […] In the coming year, further efforts are needed to: (1) ensure that inspections comply with legal 
procedures and timelines; (2) streamline the fine collection; and (3) combat abusive subcontracting 
and collective pacts. 
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citados previamente y en los cuales los avances no han sido significativos, aunque 
reconoce que los esfuerzos que ha realizado Colombia son muy buenos y además 
estima que Collombia debe continuar con ellos y que el comité lo apoyará en ello  
Antes de la recomendación del Comité para que Colombia sea admitida como 
miembro de la OCDE, el TUAC preparó un informe sobre los avances que ha hecho 
Colombia en los temas laborales. Según el cual los resultados no son favorables. 
Se debe señalar que el TUAC, por su naturaleza, representa a los sindicatos y las 
organizaciones sociales. 
En el mencionado trabajo del TUAC se muestra que Colombia no ha hecho avances 
‘adecuados’ en las recomendaciones que propuso el ELSAC. En dicho informe del 
TUAC se menciona lo siguiente  
Existe evidencia clara de que Colombia no ha logrado avanzar 
adecuadamente en las recomendaciones formuladas por el ELSAC. 
Dado que muchas de las mismas recomendaciones se hicieron en el 
contexto de otros procesos internacionales y bilaterales, el TUAC 
considera que esto indica una clara falta de voluntad política. Los 
gobiernos no deberían apoyar una Opinión Formal en ELSAC hasta 
que Colombia presente un progreso demostrable para detener, 
proteger y castigar la violencia antisindical, abordar la informalidad y la 
subcontratación, fortalecer y hacer cumplir la legislación laboral, y 
apoyar la negociación colectiva. [traducción del autor]30 (Trade Union 
Advisory Committee to the Organization for Economic Cooperation and 
Development, 2018, pág. 1) 
Los otros procesos a los que se refiere el documento del TUAC son el de Colombia 
- Estados Unidos y el de Colombia – Canadá, en los procesos de incumplimiento 
de los Tratados de Libre Comercio que se desarrollaron anteriormente y en los 
cuales se hicieron recomendaciones para mejorar en las políticas laborales y de 
 
30   There is clear evidence that Colombia has failed to make adequate progress on the 
recommendations made by ELSAC. Given that many of the same recommendations were made in 
the context of other international and bilateral processes, TUAC considers that this signals a clear 
lack of political will. Governments should not support a Formal Opinion at ELSAC until demonstrable 
progress is made by Colombia to stop, protect and punish anti-union violence, tackle informality and 
sub-contracting, strengthen and enforce labour law, and support collective bargaining. 
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protección sindical y en las que según las centrales sindicales colombianas, no se 
ha avanzado. 
Al referirse a los tratados de libre comercio entre Colombia con Estados Unidos y 
Canadá, el TUAC considera que no se ha avanzado en el cumplimiento de las 
recomendaciones que en dichos tratados se hicieron para mejorar las condiciones 
laborales y la protección a los sindicalistas,  
El TUAC considera que las amenazas y asesinatos de líderes sindicales 
permanecen, que se han incrementado los asesinatos de líderes sociales, se ha 
retirado y/o reducido la protección a sindicalistas y la impunidad en estos casos 
siguen altos. De igual forma resalta la alta informalidad en Colombia y muestra que 
las personas que han sido formalizadas son el 0,2% del total de trabajadores en la 
informalidad, entre el 2013 y 2014. (Trade Union Advisory Committee to the 
Organization for Economic Cooperation and Development, 2018) 
Dicho comité también evidencia que se ha disminuido la subcontratación pero que 
se han incrementado los Contratos sindicales y que no se ha adoptado una medida 
clara para reducir este tipo de contratación. Igualmente, señalan que no se ha 
avanzado en los proyectos de leyes y decretos para reducir la subcontratación que 
se propuso en la comisión tripartita. Y aunque se resalta que se ha mejorado en la 
contratación de inspectores, se estima que no se han logrado las metas inicialmente 
propuestas y que dicho incremento no ha fortalecido la aplicación de la legislación 
laboral (Trade Union Advisory Committee to the Organization for Economic 
Cooperation and Development, 2018). 
Lo que muestra el informe finalmente, es que Colombia no realizó avances 
significativos en las cuatro áreas que el ELSAC le recomendó al Estado colombiano 
mejorar: [(I) informalidad laboral y subcontratación; (ii) aplicación de la ley laboral; 
(iii) negociación colectiva y (iv) violencia contra sindicalistas] y además que esos 
mismos temas fueron tratados con anterioridad en los tratados de libre comercio 
entre Estados Unidos - Colombia y Canadá – Colombia. Por tal motivo no 
recomienda que Colombia sea miembro de la OCDE mientras no solucione los 
problemas laborales mencionados. 
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El informe del TUAC podía ser o no tomado en cuenta por el ELSAC ya que el TUAC 
es un comité consultivo cuyas recomendaciones no son vinculantes. Es evidente la 
diferencia entre la evaluación del comité de la OCDE -ELSAC- que considera que 
si había habido avances en tanto que para el comité sindical TUAC esos avances 
no habían sido significativos. 
Como ya se señaló, la hoja de ruta para que Colombia fuese miembro de la OCDE, 
se desarrolló entre septiembre del 2013 y mayo del 2018 y el último tema en 
aprobarse fue el laboral por las falencias en las cuatro áreas que el Comité de 
Empleo de la OCDE mencionó. Para darle el visto bueno al componente laboral se 
exigió (aunque no está en ningún documento impreso, digital o audio) que se 
derogara el Decreto 583 del 8 de abril del 2016, en el se definió la tercerización 
laboral. Vacío que dejó el Decreto 1072 del 26 mayo del 2015 y que según las 
centrales sindicales lo que hizo fue ampliar las actividades en las cuales se puede 
hacer tercerización laboral. Así mismo, en el Decreto 1072 se definió que son 
actividades misionales en una empresa o entidad ya sea pública o no. 
La derogación del Decreto 583 del 2016 se hizo por medio del Decreto 683 de abril 
del 2018 y adicionalmente se expidió el Decreto 815 del 8 de mayo del 2018 con el 
cual se reglamentaron las ‘Competencias Laborales Generales para los empleos 
Públicos de los distintos Niveles jerárquicos’ que estaba pendiente por ajustarse de 
acuerdo a peticiones realizadas por las centrales sindicales. Estas acciones fueron 
decisivas para que Colombia fuese admitida como miembro de la OCDE el 25 de 
mayo del 2018. En el tema laboral se hizo la siguiente petición de informes: 
Comisión de Empleo, Trabajo y Asuntos Sociales: informe anual 
actualizado basado en los elementos e indicadores enumerados en el 
anexo A del dictamen formal del Comité de Empleo, Trabajo y Asuntos 
Sociales, que irá acompañado de un informe preparado por la 
Secretaría a los dos, cuatro, seis y ocho años después de la adhesión 
a la Organización y posteriormente según sea necesario.”[Traducción 
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del autor] 31  (Organization for Economic Co-operation and 
Development, 2018, pág. 3) 
Es de resaltar que hubo un cambio en la prioridad o reforzamiento de las políticas 
públicas laborales por la intervención de un actor externo en las mismas. Resulta 
claro que para ser miembro de la OCDE se solicitaron medidas para fortalecer las 
políticas públicas laborales y la legislación laboral, lo cual para el caso colombiano 
demuestra que cambios que han solicitado actores internos no se habían realizado 
pero cuando actores externos influyen los cambios pueden realizarse. 
Las recomendaciones planteadas en las misiones realizadas por la Oficina 
Administrativa Nacional Canadiense y la Oficina de Asuntos de Comercio y Trabajo 
de Estados Unidos fueron tenidas en cuenta, pero su implementación avanza 
lentamente. Si bien dichas recomendaciones estaban enmarcadas en el 
cumplimiento de los tratados comerciales y el Estado colombiano aceptó las 
recomendaciones, según las centrales sindicales las soluciones planteadas no 
están dando resultados y esto afectaba el mercado laboral, dado que no era efectiva 
la protección a los sindicalistas y la negociación colectiva se está(ba) afectando por 
las formas de contratación.  
  
 
31 Employment, Labour and Social Affairs Committee: a yearly update report based on the elements 
and indicators listed in Annex A of the Employment, Labour and Social Affairs Committee Formal 
Opinion, to be accompanied by a report prepared by the Secretariat two, four, six and eight years 




9. CONCLUSIONES  
 
Con base en las hipótesis planteadas se llega a las siguientes conclusiones:  
Después de negociar (2002-2005), firmar (2006) y ratificar seis años después el 
Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos, en el sector laboral colombiano se 
han registrado avances que las centrales sindicales habían buscado desde antes 
de su negociación. Sin embargo, se han mantenido en ese tiempo las quejas de las 
centrales sindicales por el incumplimiento de la legislación laboral colombiana, 
argumentando que no hay garantías para ejercer el derecho de sindicalización, se 
abusa de la subcontratación y de la tercerización laboral.  
La hipótesis planteada de que los diferentes actores influyen en la elaboración, 
ejecución y seguimiento de las políticas públicas se demuestra en este trabajo al 
revisar lo ocurrido en el marco del Tratado comercial con Estados Unidos y el 
ingreso de Colombia como Miembro de la OCDE. 
Respecto al Tratado comercial con Estados Unidos se evidenció mediante la Teoría 
del Advocay Coalition Framework que las Centrales sindicales colombianas hicieron 
coalición con su par estadounidense la AFL-CIO para que la ratificación del Tratado 
no se realizara hasta que se solucionaran algunos problemas de violencia sindical 
y de cumplimiento de la legislación laboral colombiana. Para tal efecto se creo el 
Plan de Acción Laboral entre los gobiernos de Juan Manuel Santos y Barack 
Obama, en este PAL se incluyeron temas que las centrales sindicales habían 
propuesto desde hacía varios años y que poco se había tenido en cuenta por el bajo 
poder sindical que ha ido disminuyendo en el país por la percepción negativa que 
tienen hacia los sindicalistas.  
Por lo tanto, se puede concluir que las Centrales sindicales si pueden influir en las 
políticas públicas colombianas en particular cuando se busca hacer cumplir la 
legislación colombiana, pero esto solo se pudo realizar cuando se incluyó el capítulo 
laboral en el TLC con los Estados Unidos y se plantearon los incumplimientos 
porque afectarían el libre comercio de bienes y servicios 
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En el marco teórico se plantean varias hipótesis para que se pueda cumplir el mismo 
marco, de este se tomaron las hipótesis que pueden aplicarse al caso colombiano 
ya que este marco teórico que ha estado en construcción y evolución se ha criticado 
porque es aplicable a países en donde hay actores consolidados y con influencia en 
las decisiones de políticas públicas y en donde se pueden organizar los sectores 
afectados por una política. En países en donde esto no ocurre la acción de los 
actores es limitada. De estas hipótesis se concluye que: 
a. Desde que se comenzó a negociar el tratado de libre comercio con Estados 
Unidos en el 2002 y hasta que se ratificó en el 2012, las centrales sindicales 
colombianas mantuvieron su núcleo central de creencia: ‘que las empresas 
utilizarían el trabajo para reducir costos y así ser competitivos’. Que ha 
habido violaciones reiterativas de la legislación laboral colombiana. Por parte 
de los gremios empresariales se ha mantenido la creencia central de que los 
tratados comerciales son netamente comerciales y que no se debe incluir los 
temas laborales en los tratados de comercio. La OIT en todo el tiempo ha 
creado espacios de participación tripartita para buscar soluciones a 
controversias laborales que se han presentado. 
b. Las centrales sindicales colombianas y las centrales sindicales 
estadounidenses hacen coalición respecto al respeto y cumplimiento de la 
legislación laboral colombiana. En referencia al tema comercial: como las 
empresas estadounidenses son más tecnificadas se perderían empleos en 
aquellos sectores donde es más intensiva la mano de obra como lo expuso 
Jorge Humberto Botero cuando se realizó la entrevista. Uno de esos sectores 
es el floricultor, tema que expuso Andrés Mauricio Ramírez de la ANDI y 
motivo, según él, por el cual el partido demócrata, específicamente Nancy 
Pelossi, se oponía al tratado comercial. 
c. Para que se ratificará el tratado comercial con Estados Unidos pasaron 10 
años en los cuales hubo dos gobiernos en ambos países, en Colombia 
ambos gobiernos tenían mayoría política en el Legistlativo mientras que en 
Estados Unidos no ocurrió esto.  
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En Colombia durante el gobierno de Álvaro Uribe Velez, cuando comenzó la 
negociación, se tenía mayoría en el Legislativo y en el gobierno de Juan Manuel 
Santos cuando se ratificó el Tratado también tuvo mayorías legislativas. Cuando se 
inició la negociación, el Presidente de Estados Unidos George W. Bush  no tenía 
mayoría en el Legislativo mientras que el Gobierno de Barack Obama en el cual  se 
ratificó el Tratado,  si tenía mayorías en el Legislativo. Esto influyó en que se pudiera 
hacer una negociación sin que el tema laboral influyera en el mismo pero que no se 
aprobara por el legislativo estadounidense porque no se hacía cumplir la legislación 
laboral colombiana. Mientras que para la ratificación se tuvieron que realizar varias 
acciones de reforzamiento para hacer cumplir la legislación laboral que se 
enmarcaron en el Plan de Acción Laboral. Se concluye entonces que las políticas 
públicas laborales se mantuvieron mientras se negoció el tratado comercial y luego,  
para la ratificación, fue necesario modificar algunos aspectos de cumplimiento de la 
legislación laboral.  
d. Los diferentes balances mostrados por la Escuela Nacional Sindical desde la 
aprobación y ratificación del Tratado comercial evidenciaron que ha habido 
mejoras en el cumplimiento de la legislación laboral colombiana pero que 
estas no han sido suficientes y por lo tanto hay incumplimiento de la 
legislación laboral. Mientras que los gremios empresariales han mostrado 
desde el Consejo Nacional de Competitividad que hay que hacer reformas 
laborales que permitan la flexibilización laboral y la reducción de los Costos 
Laborales no Salariales como los aportes al SENA (que se eliminó el aporte 
por parte de las empresas), la eliminación de los aportes a las Cajas de 
Compensación Familiar y el trabajo por horas. Ambos actores han mostrado 
estudios para mejorar, desde su posición, las políticas laborales, aunque en 
la entrevista con Andrés Mauricio Ramírez este indicó que es potestad del 
Estado formular las políticas públicas laborales. 
Los actores centrales en las políticas públicas laborales (Estado, Gremios 
Empresariales, Centrales Sindicales) han buscado fortalecer el empleo en Colombia 
generando condiciones de participación como la CETCOIT [este espacio creado por 
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la OIT] o las reuniones de fin de año para la fijación del salario mínimo. Sin embargo, 
las Centrales sindicales consideran que los Gremios empresariales tienen más 
influencia en el Gobierno y por ello algunos temas no avanzan o se ralentizan.  
Esto se ve reflejado en que, aún con la coalición mostrada con la central sindical 
AFL-CIO después de 10 años desde el inicio de las negociaciones del TLC con 
Estados Unidos, las centrales sindicales colombianas siguen buscando espacios 
donde puedan presionar para que sus peticiones sobre políticas públicas laborales 
sean escuchadas y puestas en marcha. No quiere decir esto que no han sido 
efectivas las alianzas, interna y externa, de las Centrales sindicales, sino que otros 
actores han tenido más fuerza para que sus propuestas sean incluidas en las  
políticas públicas. 
Así mismo, para la adhesión de Colombia como miembro de la OCDE los aspectos 
laborales fueron un tema central de discusión y el último en aprobarse, esto por las 
quejas de no cumplimiento de la legislación laboral en Colombia. La aceptación del 
ingreso de Colombia a la OCDE se dio con la condición de revisar el tema laboral a 
los dos, cuatro y seis años, para así verificar los avances que se han en cuatro 
temas centrales para los miembros de la OCDE: I) informalidad laboral y 
subcontratación; (ii) aplicación de la ley laboral; (iii) negociación colectiva y (iv) 
violencia contra sindicalistas. 
En República Dominicana el no cumplimiento de la legislación laboral llevó a que 
Estados Unidos suspendiera las preferencias arancelarias hasta que se hicieran 
modificaciones correspondientes. Después que las mismas se hicieron, se 
restablecieron las preferencias arancelarias. 
Para la adhesión de Colombia a la OCDE fue necesario derogar el Decreto 583 de 
2016, porque este amplió el rango de actividades económicas en las que se podía 
hacer intermediación laboral. 
Se muestra en este trabajo que los diferentes actores influyen en las políticas 
públicas laborales: en su creación, seguimiento y aplicación, y que algunos actores 
externos han tenido influencia en hacer cumplir la legislación laboral colombiana y 
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en que se tomen medidas como incrementar el número de inspectores de trabajo, 
la creación de un artículo penal para sancionar más fuerte a quienes asesinen a 
sindicalistas, y la derogación de un Decreto (aunque de esto último no se encuentre 
evidencia de exigencia). Algunos actores como las centrales sindicales han 
compartido información y hecho coaliciones para hacer llegar las quejas como en el 
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Anexo 1. Preguntas realizadas a los actores  
 
Entrevista con las centrales sindicales 
Cuando comenzó la negociación del tratado de libre comercio, ¿las organizaciones 
sindicales fueron consultadas o participaron de alguna forma en la negociación? 
Las negociaciones del Acuerdo Comercial se realizaron entre el gobierno del 
presidente Álvaro Uribe y el de George Bush entre el 2005 y 2006, fue firmado por 
el presidente, pero el proceso de ratificación duro 6 años, ¿Qué influyó para el 
proceso de ratificación? 
¿Cómo se llegó a que se tocaran las políticas laborales en el Tratado de Libre 
Comercio? 
Respecto a que había unos intereses creados de Nancy Pelossi y algunos 
Congresistas con los gremios sindicales de Estados Unidos, ¿cree que esto influyó 
para que el Tratado no se ratificara?  
Ustedes dicen que el empleo no se puede utilizar para ser más competitivos, hay 
cinco sectores en los cuales se hizo más énfasis, ¿por qué esos sectores y no 
todos? 
Respecto al tema de la competitividad, la formalización del empleo y tipos de 
contratación, en muchos países se puede contratar por horas, ¿por qué en 
Colombia está limitado este tipo de contratación, teniendo en cuenta que se 
cumplen todas las normas laborales y prestacionales.? Dado que hay cadenas 
productivas y de ensamblaje. ¿cómo saber lo que es trabajo misional para la 
empresa y que no? 
Respecto a los Call center, ¿para quién presta el servicio la persona que contratan 
para atender las llamadas de peticiones, quejas y reclamos, ventas, etc.? 
Pero la actividad de la empresa es la prestación del servicio de telefonía, no la 
atención al cliente 
¿Cuál es la figura para decir que están tercerizando en los Call center? 
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¿Es o no ilegal la contratación en los Call center? 
¿Qué entidades u organizaciones han aportado al mejoramiento de las políticas 
públicas laborales en Colombia? 
¿Cuál es la intervención de la OIT en el mejoramiento de las políticas públicas 
laborales? 
En un informe del Ministerio del Trabajo del 2015 se decía que se había cumplido 
con el PAL, que era injusto decir que no se había avanzado. Y una cosa es decir 
que se cumplió el PAL y otra que se avanzó. Luego está el informe de la ENS del 
año 2016 en el cual muestran que de todo lo que se dijo que se iba a hacer en el 
PAL, no se ha cumplido y que falta mucho por avanzar. ¿Cuál es su opinión al 
respecto? 
¿Se ha avanzado algo en mejorar las políticas públicas laborales? 
¿Qué se debería mejorar en las políticas públicas laborales en Colombia? 
¿Ustedes consideran que si han mejorado las políticas públicas laborales en el 
marco del TLC con los Estados Unidos? 
¿Qué pasó con el decreto 583? 




Entrevistas con los Gremios empresariales 
Las negociaciones del Acuerdo Comercial se realizaron entre el gobierno del 
presidente Álvaro Uribe y el de George Bush entre el 2005 y 2006, fue firmado por 
el presidente, pero el proceso de ratificación duro 6 años ¿Qué influyó para la 
demora en el proceso de ratificación? 
Respecto a que no se utilice el trabajo como método para reducir costos y así ser 
competitivo, ¿cuál es la posición de ustedes? 
Respecto al dumping social, ¿Cuál es la posición de ustedes respecto a este tema? 
Respecto de la demanda contra Pacific Rubiales y el Ingenio La Cabaña, en donde 
los sindicalistas colombianos expusieron lo que estaba pasando en materia de 
violación de derechos laborales a sus contrapartes en Canadá dado que el Estado 
Colombiano no hiabía hecho nada. El estudio salió en enero del 2017, se le hicieron 
unas recomendaciones al Estado colombiano, ¿En qué se debe mejorar frente al no 
cumplimiento de las normas laborales? 
Hay cinco sectores en los cuales se hizo más énfasis en el Plan de Acción Laboral, 
¿por qué esos sectores y no todos? 
Antes de salir del Ministerio del Trabajo Clara López propuso unos decretos en 
materia laboral ¿Qué pasó con esos Decretos? 
¿Se ha avanzado en algo en mejorar las políticas públicas laborales? 
¿Qué se debería mejorar en las políticas públicas laborales en Colombia para 
facilitar la flexibilización en la contratación?  
¿Ustedes consideran que si han mejorado las políticas públicas laborales en el 
marco del TLC con los Estados Unidos? 




Entrevista a Jorge Humberto Botero 
Respecto al Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos, en la negociación y 
ratificación, ¿qué ocurrió en el tema laboral? 
¿Cuál ha sido la Influencia de actores externos como la OIT en la mejora de las 
políticas públicas laborales? 
En el NAFTA se negoció un Side Agreement, en nuestro caso las cláusulas 
laborales hacen parte del texto. ¿Esto es necesario?, ¿Es conveniente? 
¿Cuál es la posición respecto a los fallos sancionatorios por faltas a las regulaciones 




Anexo 2. Análisis de las entrevistas realizadas a los actores. 
 
Las entrevistas se realizaron de acuerdo con lo planteado en la metodología de este 
trabajo. Después de analizarlas se evidenció que los actores influyen activamente 
en las políticas públicas laborales y en hacer cumplir la legislación laboral 
colombiana. Quienes son más activos son las centrales sindicales, las cuales, para 
hacer cumplir la legislación laboral colombiana, han realizado alianzas con 
sindicatos de otros países como la AFL-CIO estadounidense. 
Las centrales sindicales han realizado estudios sobre el impacto del Tratado de 
Libre Comercio en la economía colombiana y revisan en ellos los temas en tratados 
en el Plan de Acción Laboral que se firmó y ejecutó para la ratificación del 
mencionado TLC. Hay un punto común en las Centrales sindicales y es que no se 
ha cumplido completamente lo formulado en el PAL y que falta mucho por avanzar. 
Así mismo sostienen que la actividad sindical no se puede ejercer de forma natural 
y que hay un clima antisindical elevado. 
Consideran las centrales sindicales que en las diferentes instancias de diálogo los 
diferentes gobiernos del Estado colombiano han estado siempre del lado de los 
empresarios y lo que ellos dicen es lo que se tiene en cuenta. Sostienen que la 
Organización Internacional del Trabajo es una entidad que ha apoyado mucho los 
procesos de diálogo y concertación tripartita, pero que como sus recomendaciones 
no son vinculantes, estas pueden no tenerse en cuenta o se tienen en cuenta 
parcialmente. 
Para los Gremios empresariales las políticas laborales son responsabilidad 
netamente del gobierno y es este quien debe diseñar y ejecutar dichas políticas; , 
sostienen además que en los tratados comerciales no se debe incluir temas 
laborales porque se desvirtúa lsu razón de ser. Aun así, por medio del Consejo 
Privado de Competitividad hacen propuestas de políticas laborales tendientes a 
mejorar la competitividad empresarial ya que según ellos en Colombia hay costos 
laborales no salariales que hacen que la actividad productiva no sea competitiva 
respecto a otros países.  
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En la entrevista comentaron como la productividad en algunas regiones del país es 
menor y que el Estado es  el mayor empleador en esos lugares. Muestran que poder 
contratar por horas y por rango de edades puede ser beneficioso para las personas 
y para las empresas. De igual forma, expresaron que se puede hacer un pago 
diferencial por regiones para que así se pueda crear empresa en ellas.  
Las propuestas laborales planteadas por los gremios empresariales están dirigidas 
a la reducción de los costos laborales y que al reducir esos costos se generará más 
empleo. Cuando se amplió la jornada laboral diurna, se dijo que eso aumentaría el 
empleo, no ha habido un estudio que respalde esta afirmación. La ampliación  de la 
jornada diurna hizo reducir el pago del recargo nocturno a los trabajadores. 
Teniendo en cuenta que las empresas tienen rendimientos marginales decrecientes 
en la utilización de los factores de producción y tomando el trabajo como un factor 
de producción, no habría razón para contratar más personas si con las que están 
trabajando actualmente están produciendo o prestando un servicio al máximo de 
utilidades. 
Teniendo en cuenta lo anterior y como lo mencionaron en la entrevista, las 
empresas no van a contratar más empleados si no lo necesitan, por lo tanto, al 
reducir los costos laborales no salariales las empresas no tendrían por qué contratar 






Aclan: Acuerdo de Cooperación Laboral de América del Norte 
Acuerdo Regionales de Comercio: son acuerdos comerciales preferenciales 
recíprocos entre dos o más países. Son excepciones que hay en la OMC 
AFL-CIO: American Federation of Labor and Congress of Industrial 
Organizations. Central sindical estadounidense, es la más grande de ese país. 
 
ANDI: Asociación Nacional de Empresarios de Colombia, es una agremiación de 
empresas de distintos sectores económicos. 
Cafta-DR: Central America Free Trade Agreement - Dominican Republic. 
Tratado comercial entre Estados Unidos y algunos países Centro América; El 
Salvador, Nicaragua Honduras, Guatemala, Costa Rica y República Dominicana. 
CETCOIT: Comisión Especial de Tratamiento de Conflictos ante la OIT, es una 
instancia tripartita creada para generar espacios de discusión para resolver los 
problemas que ocurran entre empresarios, trabajadores y el Estado. 
Centrales sindicales: Son organizaciones voluntarias de sindicatos de diferentes 
actividades u oficios en un país.  
CGT: Confederación General de Trabajadores, reúne a varias Federaciones de 
trabajadores sindicales de Colombia. Hay en otros países y reúne a las 
Federaciones de cada país.  
CAN: Comunidad Andina de Naciones: Es una organización de países de Sur 
América que se creo en 1969 y del cual hacen parte actualmente: Bolivia, Colombia, 
Ecuador y Perú. 
CTC: Confederación de Trabajadores de Colombia, conformada por Sindicatos 
Seccionales y Federaciones Regionales y Nacionales de diferentes sectores 
económicos en Colombia. 
CUT: Central Unitaria de Trabajadores, reúne a varias Federaciones de 
trabajadores. Hacen parte dos Sindicatos fuertes de Colombia la Federación de 
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Educadores de Colombia (Fecode) y la Unión Sindical Obrera de la industria del 
petróleo (USO) 
Dumping: Prctica comercial que consiste en vender productos en otros países por 
debajo de los costos de producción.  
Dumping social: Práctica en la cual se desmejoran las condiciones laborales de 
los trabajadores para ser más competitivos. 
ELSA: Employment, Labour and Social Affairs Committee: Es el Comite de 
Empleo, trabajo y Asuntos Sociales de la OCDE, este comité revisa el cumplimiento 
de las políticas sociales de los países miembros. 
Gremios empresariales: En esta definición están los diferentes grupos 
empresariales que están agremiados en distintas asociaciones de empresarios en 
varios sectores de la economía 
Mercosur: Mercado Común del Sur, es la integración de varios países de Sur 
América para propiciar espacios y oportunidades comerciales. Hacen parte: 
Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay. 
Nafta: North American Free Trade Agreement. El Nafta es el Tratado comercial de 
Norte América, hacen parte Canadá, Estados Unidos y México. Desde el 2019 se 
llama T¨MEC. En este se creó un Acuerdo de Cooperación Laboral que se conoce 
como ACLAN. 
OCDE: Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, es reconocido 
como un ‘club de buenas prácticas’ en donde se promueven políticas que 
favorezcan a las personas en cuanto a: prosperidad, igualdad y bienestar. 
OIT: Organización Internacional del Trabajo, es una agencia tripartita de la ONU 
que reúne a gobiernos, empleadores y trabajadores para ayudar en las normas de 
trabajos y políticas laborales promoviendo el trabajo decente. 
T- MEC: Tratado Comercial entre México, Estados Unidos y Canadá  
TUAC: Trade Union Advisor Committee. Comité Sindical asesor de la OCDE 
 
